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Para abordar el tema de la Reforma de los Delitos Sexuales planteada en el 
Código Penal Nicaragüense que entró en vigor el seis de Julio del año dos mil 
ocho, es necesario de previo determinar la ubicación de estos delitos dentro de la 
estructura de dicho código como metodología válida para saber cuál o cuáles son 
los bienes jurídicos que se protegen con los diferentes tipos penales, y su  
alcance, así como los problemas de interpretación, eventual aplicación de los 
mismos y las críticas que pudieran formulárseles. 
En ese sentido es preciso indicar que los diferentes delitos sexuales están 
comprendidos desde el Arto. 167 hasta el 183 del referido código, se ubican en el 
Libro Segundo, Título II, denominado Delitos contra la Libertad, Capítulo II, 
llamado Delitos contra la Libertad e Integridad Sexual; lo que nos sugiere la idea 
que de forma general con estos tipos penales se tutela el bien jurídico de libertad e 
integridad sexual de las personas, entendido como la libertad de poder elegir con 
quién y bajo qué condiciones la persona puede mantener encuentros de 
significación sexual. Es decir, la libertad sexual, la autodeterminación sexual o la 
indemnidad sexual. 
En el caso de un menor de edad o del incapaz, forman parte de estos derechos 
fundamentales de los que gozan todos los seres humanos, entiéndase que estas 
son esferas de intimidad de toda persona y de la manera en que la sociedad 
percibe cómo se deben suscitar los vínculos o las relaciones que se producen 
entre los seres humanos desde un punto de vista ético, moral o religioso. Todos 
estos aspectos sociales son estimables por el legislador bajo una perspectiva de 
protección por ello, la política criminal abarca ese ámbito de protección, 
recogiendo una respuesta punitiva para evitar atentados a la libertad sexual, con 
características de orden moral y de naturaleza individual. 
 
Lo instituido por el legislador en lo que se refiere a los delitos contra la libertad  e 
integridad sexual, responden en términos generales no sólo a lo que 
tradicionalmente ha sido previsto y sancionado por el derecho penal, sino también 
a las exigencias y requerimientos que los instrumentos internacionales han venido 
indicando sobre esta materia. Particularmente, en lo que se refiere a los derechos 
de los niños y niñas, los derechos de la mujer, la erradicación de las diferentes 
formas de discriminación, la trata de personas, etc, verbigracia: “Protocolo para 
prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas”, conocido como Protocolo de 
Palermo1 y “La Declaración sobre la discriminación contra la mujer”2. 
La importancia de sancionar conductas que afectan a la libertad o integridad 
sexual de las personas, tiene como objetivo esencial la procura de una adecuada 
convivencia social, exaltando los principios, derechos y garantías que goza todo 
ser humano, vinculantes a la vida, la integridad física y psicológica, la seguridad, la 
libertad personal, la dignidad y el honor –Principios esenciales de los Derechos 
Humanos-, que forman parte del derecho consuetudinario del Derecho 
Internacional. 
El cuerpo del presente trabajo investigativo está conformado por cuatro capítulos. 
En el primer capítulo se aborda las Generalidades de los Delitos Sexuales, 
iniciando con las definiciones, las cuales sirven de fundamento para comprender 
los aspectos conceptuales que se tratarán a lo largo del presente trabajo. 
En el capítulo segundo, se profundiza sobre los aspectos más específicos 
relacionados con los delitos sexuales en el Código Penal vigente de Nicaragua, 
con el fin de establecer claras diferencias entre las figuras jurídicas que se 
presentan, tales como: los sujetos activos y sujetos pasivos, medios y agravantes 
a través de los cuales se sustentará el análisis del tema de investigación, con el 
                                                            
1 Este Protocolo entró en vigor el veintitrés de Diciembre del año 2003, en Palermo, Italia, el que 
establece de manera expresa la obligación de los Estados de penalizar la Trata de personas con fines 
de explotación sexual.  
2 Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la Resolución 2263 (XXII), 
del 07 de Noviembre de 1967. 
propósito de aportar elementos suficientes que expliquen claramente cada uno de 
ellos para facilitar una mejor comprensión de la implicancia del tema central de 
esta investigación. 
 
En el capítulo tercero, se presentan las Instituciones como la Policía Nacional, el 
Instituto de Medicina Legal, el Ministerio Público de Nicaragua y los Jueces, que 
trabajan en conjunto para intervenir en la prevención, tratamiento y persecución de 
los Delitos contra la libertad e integridad sexual.  
 
Finalmente, en el capítulo cuarto, se presenta un Análisis Comparativo entre el 
Código Penal del año 1974 y El Código Penal vigente, a fin de presentar ambos 
desde un enfoque moderno, partiendo del principio de que el tema es frecuente 
objeto de crítica, y de fácil manejo en distintos sectores, dado que es un fenómeno 
social que, tal como se ha demostrado, no está directamente relacionado con un 
sólo estatus social, que por ende, afecta a la población en general, sin distingo de 

















Periodo 1990 - 1999 
El proyecto de reforma al Código Penal no surge como un proyecto de ley aislado, 
vacío, único, sino que responde a los tiempos democráticos en los que el país se 
sumerge a partir del año 1990, periodo en el cual se incorpora a enarbolar los 
valores y principios de un Estado de Derecho, en donde la ley prima sobre 
cualquier otro interés. 
Desde el punto de vista cronológico, se parten de  algunos postulados esenciales 
del Código Penal del año 1837 -originados del Código Penal Español de 1870- el 
cual fue derogado por el Código Penal del año 1879.  
Posteriormente, surge el Código Penal de 1974, el que fue publicado en La 
Gaceta número 96 del 3 de Mayo de 1974. Este cuerpo normativo sufrió una serie 
de reformas a raíz de la entrada en vigencia de la Ley 150 “Ley de Reformas al 
Código Penal”3, que fue aprobada el 11 de Junio de 1992 y fue publicada en La 
Gaceta número 174 del 9 de Septiembre de 1992, cuya característica principal fue 
innovar en la tipificación de los delitos de violación, agresiones sexuales y otros, 
considerados como delitos contra las personas, a delitos sexuales, término que va 
más de acuerdo con su condición real de violencia sexual. Así también, contempla 
las distintas formas en que se manifiesta la violencia de género y dentro de la 
familia, al detallar aspectos de la violación, estupro, seducción ilegítima, rapto, 
abuso deshonesto, corrupción y trata de personas, que no estaban previstos. 
Seguidamente, el Código Penal de 1974, pasó a ser derogado por la iniciativa de 
ley del 4 de marzo de 1994, que un grupo de diputados introduce como una 
iniciativa de ley de Código Penal, pero éste último era un proyecto que carecía de 
las actuales líneas del pensamiento dogmático del Derecho Penal moderno, 
                                                            
3 Véase Anexo 12.1. 
democrático, regional y, particularmente, alejado de la realidad social 
nicaragüense”4   
En el proceso de formulación del proyecto, participaron una serie de actores que 
fueron determinantes, hasta culminar con la presentación del dictamen favorable 
del Código Penal a la Primer Secretaria de la Asamblea Nacional el 15 de 
diciembre de 1999. 
Periodo 2002 - 2006 
En un segundo intento en el mes de febrero del año 2002, se logra el consenso 
entre las diferentes bancadas parlamentarias y se aprueban, en ese mismo mes y 
año, los artículos del 21 al 197 del referido texto de ley, relativo al Libro Primero, 
pero se introducen modificaciones a través de mociones. Sale pues a luz, el primer 
signo palpable de voluntad política de reformar el sistema penal sustantivo. 
En el año 2003, la Comisión de Justicia de la Asamblea Nacional apoyados por el 
Programa de USAID, inicia una serie de reuniones con el objetivo esencial de 
revisar minuciosamente el articulado del proyecto de ley de Código Penal y dar 
sistematicidad y coherencia al cuerpo legal; como producto de este nuevo 
esfuerzo se realizan importantes modificaciones al texto y se incorporan figuras 
delictivas que no estaban incluidas y que forman parte de las nuevas tendencias 
del derecho penal, así también se realiza una revisión de la proporcionalidad de 
las penas según el bien jurídico protegido, se centra pues en modificar los libros II 
y III. 
En el año 2006 los miembros de la Comisión de Justicia retoman el tema del 
Código Penal con la facilitación técnica del Programa Estado de Derecho de 
USAID; en ese momento la Comisión de Justicia acuerda con la Honorable Junta 
Directiva de la Asamblea Nacional someter a plenario los días jueves que se 
                                                            
4 Dictamen del proyecto de ley de Código Penal de la República de Nicaragua, 1 de Diciembre de 
1999. 
celebre sesión, la discusión del Código Penal, dictamen 2003. En los meses de 
febrero, marzo y abril del 2006, se logran aprobar los capítulos que contienen los 
delitos contra la vida y la integridad física, los delitos contra la libertad e integridad 
sexual y los delitos contra la libertad de actuar; sin embargo, no se logra avanzar 
en la continuidad de su revisión y mejora, por razones políticas y electorales. 
En la actualidad 
El 31 de octubre 2007, los diputados aprobaron los artículos del 1 al 552, relativos 
al Título Preliminar, Libro Primero, de la teoría del delito, las penas y medidas de 
seguridad; el Libro Segundo relativo a los delitos y sus penas, Libro Tercero de 
faltas, quedando pendiente el Libro cuarto que contiene disposiciones adicionales, 













La reforma del Código Penal vigente de la República de Nicaragua en su Capítulo 
II referido a los Delitos Sexuales, ha sido de suma importancia, ya que con el 
pasar del tiempo estos delitos se han incrementado y como consecuencia se han 
dado situaciones insuperables, las cuales han provocado un impacto negativo en 
la sociedad. 
Por tanto, dada su envergadura, se hizo necesario que los legisladores, juristas, 
autoridades judiciales y organismos le dieran la atención que debía dársele a esta 
problemática. Con el fin de prevenir en lo posible, estos delitos y garantizar a las 
víctimas una mayor protección, en vista de que cada día casos de esta naturaleza 
se iban incrementando y afectando notablemente a la sociedad. 
El tema de los delitos sexuales en Nicaragua es un problema real y evidente, que 
afecta a un importante sector social, por lo que, como consecuencia, surge la 
necesidad de hacer un análisis a fondo a esta normativa, con el fin único de dar 
protección a las víctimas de estos delitos y por ende lograr un importante 









PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El Código Penal de la República de Nicaragua de 1974 no respondía a las 
necesidades ni a los diversos cambios surgidos en la sociedad nicaragüense, 
dado que era un cuerpo normativo desfasado, y que en el transcurso del tiempo 
había venido siendo reformado de forma parcial para subsanar estas necesidades 
mediante parches jurídicos, que solamente resolvían el problema de forma 
momentánea, quedando siempre con vacíos jurídicos que no daban respuesta  a 
la población afectada. 
Es en este contexto, la aprobación del Código Penal vigente, ley 641 y su  capítulo 
relativo a los delitos sexuales,  responde a una necesidad social muy sentida, de 
recuperar y proteger la trascendencia de la indemnidad sexual, esto es, de la 
libertad de poder elegir con quién y bajo qué condiciones la persona puede 
mantener encuentros de significación sexual. 
Por tanto, ¿Por qué fue necesaria la reforma del Capítulo II del Código Penal 
nicaragüense referido a los Delitos Sexuales? 

















Garantizar una mejor protección a las víctimas de agresiones sexuales y 
proporcionar  elementos de análisis sobre las reformas del capítulo II del Código 
Penal en lo referido a los delitos sexuales a fin de facilitar su acertada 





 Exponer los aspectos  generales de los delitos sexuales que faciliten a 
la población nicaragüense su adecuada interpretación. 
 Determinar los elementos y factores que intervienen en los delitos 
sexuales con el fin de garantizar un mejor análisis legal y comprensión 
de la reforma al Código Penal Vigente. 
 Dar a conocer el tratamiento y atención brindado a las victimas desde 
las Instituciones que intervienen en la prevención de estos delitos.  
 Establecer un análisis comparativo entre el Código Penal del año 1974 y 
el Código Penal vigente a fin de facilitar a la población elementos de 















CAPITULO I. ASPECTOS GENERALES DE LOS DELITOS CONTRA LA 





La violación es la cópula impuesta por medio de violencia física o moral, con una 
persona de uno u otro sexo, violencia que se hace para abuzar de las personas 
contra su voluntad, este delito tiene su núcleo en la falta de consentimiento de la 
víctima, sometida a la violencia sexual, por lo tanto, esa falta de consentimiento es 
una condición esencial para que pueda configurarse el delito. 
 
La violación se ha definido como el acceso carnal logrado en los siguientes casos: 
1) con fuerza o intimidación para vencer la oposición del sujeto pasivo; 2) con una 
persona que se encuentra físicamente imposibilitada para expresar su disenso o 
consenso; 3) con quien, por ser menor o estar privado de razón, carece 
jurídicamente de capacidad para consentir la relación sexual.5 
 
 
1.2 Violación a menores de catorce años 
 
Es cuando se llega a la cópula con personas que por su minoría de edad y falta de 
experiencia en el orden de lo sexual, pudiese otorgar viciadamente su 




                                                            
5 Zamora Jiménez, Arturo. Manual de Derecho Penal. Análisis de los delitos en México. México, Ed. 
Ángel Editor, 2001, Segunda Edición, pág. 187. 
Proviene de la voz latina stuprum, de romance castellano y de origen etimológico 
muy dudoso, lo más probable es que provenga de stupor, pasmo, estupor 
sensuum, pasmo o entorpecimiento de los sentidos. 
 
Es la conjunción sexual natural, obtenida sin violencia y por medios fraudulentos o 
maliciosa seducción, con mujeres muy jóvenes no ligadas por matrimonio y 




Es definido como cualquier actividad sexual entre dos o más personas sin su 





Consiste en la práctica de relaciones sexuales entre individuos relacionados 
entre sí, bien sea mediante alianza (parentesco por afinidad, matrimonio) o 
mediante consanguinidad (parentesco biológico o consanguíneo). 
 
1.6Acoso sexual 
Es una conducta de naturaleza sexual, o bien toda otra conducta basada en el 
sexo, que afecte a la dignidad de las mujeres y hombres, que resulte ingrato, 
irrazonable y ofensiva para quien la recibe. 




                                                            
6 González de la Vega, Francisco (1991), "Derecho Penal Mexicano", Ed. Porrúa, México. 
La explotación sexual comercial supone la utilización de personas menores de 
edad para relaciones sexuales remuneradas, pornografía  infantil y adolescente, 
utilización de niños, niñas y adolescentes en espectáculos sexuales, donde exista 
además un intercambio económico o pago de otra índole para la persona menor 
de edad o para un tercero intermediario. 
Las actividades sexuales o eróticas remuneradas con personas menores de edad: 
no se restringe a las relaciones coitales, sino que incluye también cualquier otra 
forma de relación sexual o actividad erótica que implique acercamiento físico-
sexual entre la víctima y el explotador. 
La pornografía infantil y adolescente: incluye las actividades de producción, 
distribución, divulgación por cualquier medio, importación, exportación, oferta, 
venta o posesión de material en el que se utilice a una persona menor o su 
imagen en actividades sexuales explícitas, reales o simuladas o la representación 
de sus partes genitales con fines primordialmente sexuales o eróticos. 
Los espectáculos sexuales: consisten en la utilización de personas menores de 
edad, con fines sexuales o eróticos en exhibiciones o en espectáculos públicos o 
privados. 
 
1.8 Promoción de turismo con fines de explotación sexual 
 
Se define como la explotación sexual de un adulto dirigida hacia un niño, niña o 
adolescente, menor de dieciocho años de edad, acompañada del pago en efectivo 
o en especie al niño, niña o adolescente, o a un tercero o terceros. 
1.9 Proxenetismo 
 




Consiste en hacerse mantener ya sea parcial o totalmente por una persona que 
realice cualquier acto de índole sexual de manera remunerada. 
 
1.11 Trata de personas con fines de esclavitud o explotación sexual 
 
 
Es la captación, transporte, traslado, acogida o recepción de personas recurriendo 
a la amenaza, al uso de la fuerza, rapto, engaño, fraude, abuso de poder o de una 








CAPÍTULO II. ANALISIS JURÍDICO DE LOS TIPOS PENALES DE ORDEN 
SEXUAL EN EL CÓDIGO PENAL VIGENTE 
 
2.1 Delito de Violación. (Arto. 167, 168) 
 
2.1.1 Sujeto activo 
El Msc. Sabino Hernández Medina lo describe como la persona que realiza la 
infracción, la cual en este caso puede ser el hombre o la mujer, es por eso que en 
este sentido se abandona la discusión de si la mujer podía ser autora del delito, 
pues se partía que la esencia de la conducta era el "acceso carnal", que sólo 
podía ser realizado por la introducción del miembro viril en la vagina o en el ano, 
pero ahora el tipo penal habla también del que se “haga acceder”, por tanto la 
mujer también puede ser autora de este delito. Esto por dos razones: 
 
 La mujer puede hacerse acceder por un varón, usando fuerza, violencia, 
intimidación o cualquier otro medio que prive a la víctima de voluntad, razón 
o sentido. 
 La mujer introduzca objetos o dedos en la vagina de otra mujer o en el ano 
de otra persona. 
 
En cuanto a la mujer como sujeto activo de la violación en el acceso carnal, debe 
entenderse superada la concepción de que este solo podía consistir en la 
introducción del miembro viril en la vía vaginal o anal, que obviamente podría 
realizarlo un hombre; en tanto, la mujer también puede considerarse actora de la 
violación por acceso carnal, cuando haciendo uso de la fuerza, violencia, 
intimidación o cualquier otro medio que prive a la víctima de la voluntad, razón o 
sentido, se haga acceder por un varón.  
 
Así mismo, en cuanto a la otra forma de comisión de la violación consistente en la 
introducción de dedo, objeto o instrumento, es indiscutible que una mujer puede 
realizar esa acción en la vagina de otra mujer o en el ano o boca de otra persona 
que bien puede ser mujer o varón. En este sentido, es un delito de propia mano, 
en la medida que se requiere de una acción corporal específica (penetrar). Por 
tanto, será sujeto activo el hombre y la mujer de forma indistinta cuando “se haga 
acceder” por otro hombre u otra mujer. 
 
2.1.2 Sujeto pasivo 
Puede ser cualquier persona (un menor de catorce años, una persona que 
comparta el hogar con el sujeto activo, personas vulnerables por razón de 
enfermedad, discapacidad física o psíquica, una mujer embarazada, una persona 
mayor de sesenta y cinco años), sobre la cual se ejerza la acción ya sea hombre o 
mujer, no obstante en ciertos comportamientos es relevante la circunstancia de 
vulnerabilidad del sujeto pasivo, siendo que para lograr el acceso se use la fuerza, 
violencia o intimidación. 
También puede ser las esposas, aunque tengan un deber conyugal y las 
trabajadoras sexuales, ya que para ambas siempre tiene que primar la libertad  y 
auto - determinación sexual.  
2.1.3 Verbo rector 
 
 
El legislador lo describe como tener acceso carnal, hacerse acceder, introducir u 
obligar a la víctima que se introduzca (dedo, objeto o instrumento), usar (fuerza, 
violencia, intimidación), privar a la víctima de voluntad, razón o sentido. 
 
2.1.4 Bien jurídico protegido  
 
Es la libertad sexual, la auto – determinación sexual o la indemnidad sexual, a la 
cual el ser humano tiene derecho una vez que alcanza la madurez emocional, 
intelectual y biológica para poder decidir de forma libre y voluntaria con quién, 
cómo y cuándo mantener relaciones sexuales con cualquier persona. Pero esta 
libertad no puede estar constreñida con algún acto que limite, que anule o que 
obligue y en consecuencia, vicien la voluntad del sujeto. 
 
2.1.5 Elementos descriptivos 
 
Esta acción consiste en tener acceso carnal, hacerse acceder, introducir u 
obligar a la victima a que se introduzca dedo, objeto o instrumento por vía 
vaginal, anal o bucal con o sin su consentimiento. 
 
2.1.6 Elementos normativos 
 
La norma se refiere a la persona que acceda o se haga acceder, con fines 
sexuales, usando fuerza, violencia, intimidación o cualquier otro medio y prive a 
la víctima de voluntad, razón o sentido. 
 
2.1.7 Elemento subjetivo 
 
En este sentido el legislador estableció que es una conducta dolosa, consiste en 
ejecutar el acceso carnal o la introducción de objetos o instrumentos, teniendo 
conocimiento y voluntad de querer hacerlo. 
 
2.1.8 Norma jurídica 
 
En la norma se señala que no se debe tener relaciones sexuales sin el 
consentimiento de las personas, o bien con personas vulnerables por razón de 
enfermedad o discapacidad física o psíquica. 
 
2.1.9 Competencia objetiva 
 
Esta conducta será sancionada con pena de ocho a doce años de prisión, de 
doce a quince años si la victima es menor de catorce años. En el caso que 
concurran dos o mas circunstancias agravantes se impondrá la pena máxima de 
quince años. 
 
2.1.10 Procedimientos más frecuentes para privar a las víctimas de su 
voluntad: fuerza, violencia o intimidación, objetos o instrumentos. 
Para citar otra experiencia, en el léxico de la jurisprudencia española se utiliza 
como equivalente o sinónimo lo que es fuerza física y violencia. Incluso, el tipo 
penal de violación previsto en aquella legislación, sólo se refiere al uso de 
violencia y de intimidación; en tal contexto, se señala que la fuerza física es 
equivalente al acometimiento, a la imposición material, a la coacción. La fuerza 
física implica agresión real, más o menos violenta, por medio de golpes, porrazos, 
empujones y otra serie de actos en los que se comprenden todas aquellas formas 
de las que se puede valer la persona para imponerse físicamente con brutalidad. 
Exige la concurrencia de una violencia que haga físicamente imposible la 
resistencia de la víctima, es decir, que sea apta para privar (quitar) la razón, 
voluntad o sentido a la víctima. Este tipo de actos pueden ser previos o 
concomitantes al acceso carnal o a la introducción de dedos, objetos o 
instrumentos. 
La violencia es entendida como un despliegue de una energía física, animal, 
mecánica o de otra naturaleza que realiza el sujeto activo o un partícipe.7 En el 
caso del acceso carnal por vía vaginal no se exige necesariamente la desfloración 
del himen, pudiendo incluso no encontrarse rupturas dependiendo de las 
condiciones anatómicas de la víctima. Si se presenta la pérdida de la virginidad, 
esa es una circunstancia que debe ser tomada muy en cuenta por el judicial al 
momento de dimensionar la extensión de la pena, pues el hecho de iniciarse en la 
vida sexual de manera violenta tiene un impacto profundo en la víctima, a quien se 
le ha negado de manera definitiva la posibilidad de decidir el comienzo de su vida 
sexual en condiciones que la víctima pueda elegir. 
No es violencia, aquella fuerza que se ejerce como parte de una relación sexual 
consentida y compartida por los participantes del encuentro libremente aceptado. 
Golpes leves, pellizcos, aruños, mordiscos o apretones, pueden ser parte de la 
relación sexual, sin que por ello tengan la connotación jurídica de ser actos de 
violencia en el sentido que aquí se ha indicado.  
Por otra parte, la Intimidación es traducida como un fenómeno psicológico que 
consiste en atemorizar a alguien, es el anuncio de un mal futuro, que puede ser o 
no un delito y que pone en peligro un bien jurídico importante para la víctima, 
intimidación es así sinónimo en lo esencial de aterrorizar. Se trata de un ataque a 
la libre determinación de la voluntad, al de la decisión y elección de la persona, por 
lo que el temor ha de ser en primer término racional y fundado, lo que exige una 
valoración atendiendo a criterios de normalidad, en segundo lugar, ha de recaer 
sobre la persona o bienes del sujeto pasivo, sobre la persona o bienes de sus 
descendientes, ascendientes o cónyuges.8  
                                                            
7 Figari, Rubén: Delitos de índole sexual, Ediciones Jurídicas Cuyo, Mendoza, Argentina, 2003, 
pág.73. 
8 Véase el capítulo referido a los Delitos contra la integridad sexual el Código Penal Español, 3ª. 
Edición, Revisada y Actualizada hasta Julio de 1998, con Comentarios y Jurisprudencia por José 
Moyna Mengües y otros.
. 
 
La violación mediante procedimiento intimidatorio supone el empleo de cualquier 
forma de coacción, amenaza o amedrentamiento, uso de vis compulsiva o vis 
psíquica, que compele a ceder a los propósitos lascivos del agente ante el anuncio 
o advertencia de un mal inminente y grave, racional y fundado, capaz de provocar 
la anulación de los resortes defensivos o contrarrestadores de la ofendida, 
perturbando seria y acentuadamente su facultad volitiva. SS (Suprema Sala). 29-
2-88, 28-4-89, 5 y  18-12-91 y  24-2-93) STS (Sentencia.Tribunal.Supremo). 
671/94, de 25-3).9 
Como objetos deben ser consideradas aquellas cosas que representen y 
sustituyan al pene en sus funciones invasivas y de penetración, en tal sentido no 
pueden ser considerados objeto los gases, líquidos, ni cosas pequeñas, aunque sí 
integran tal acepción las frutas, verduras, lapiceros, etc, la penetración mediante el 
miembro de un animal y juguetes sexuales diseñados para tal efecto. 
Por otra parte, al haberse distinguido en el Arto. 167 del Código Penal del 2007, 
entre objeto y dedo, se revela la intención de discernir entre cosas inanimadas e 
instrumentos corpóreos, incluyéndose en éstos últimos por indicación expresa del 
tipo a los dedos, y por virtud del principio de legalidad, se deja excluido la 
introducción de la lengua en la vagina, ano o boca. 10 
Por lo anterior, se elimina el concepto doctrinal, arraigado en una práctica 
jurisprudencial inquisitiva, que exigía a la víctima demostrar que había resistido 
con fuerza el ataque sexual, pues de lo contrario se concluía, sin más, que la 
relación sexual fue consentida por ella. Esta posición llevó a la impunidad de 
muchos delitos en los que la víctima no pudo demostrar, que había sido víctima de 
violación, por no presentar lesiones en su cuerpo.  
                                                            
9 Véase páginas 396, 399 y 400, del Código Penal  Español, 3ª. Edición, Revisada y Actualizada hasta 
Julio de 1998, con Comentarios y Jurisprudencia por José Moyna Mengües y otros.
. 
10Véase páginas 96 del Curso del Nuevo Código Penal de Nicaragua para capacitadotes, 
Noviembre 2007, por Rodríguez, Alexander. 
Hoy, con razón, se ha dicho que: “…hoy el sexo se maneja con mayor franqueza; 
quien dice no, se opone en realidad y no hay que esperar que lo demuestre 
mediante una escena de pugilato o una lucha encarnizada (…) Por el contrario, 
frente a una seria amenaza a la integridad física o advertida la víctima de la 
inutilidad de sus resistencia, si hay intimidación aunque sea verbal o se use la 
fuerza en su contra, la circunstancia de que no resista firmemente y que no 
queden pruebas materiales (ropa desgarrada, rasguños, moretones) no podrá ser 
tomado como manifestación de consentimiento, ni justifica sin más el rechazo de 
la imputación…”11.  
Esto es especialmente significativo en casos en los que el autor previamente ha 
sometido a las víctimas a un estado de incapacidad aprendida para resistir, como 
pueden ser sistemáticas violaciones o abusos sexuales, contextualizados por las 
víctimas como normales, de acuerdo a esas circunstancias. Evidentemente, 
también es posible consumar la violación en las relaciones entre novios o en 
matrimonio o unión de hecho, o incluso, se puede ejecutar respecto a una 
prostituta, ya que lo relevante en todos estos casos es lograr el acceso carnal o la 
introducción de dedos, objetos o instrumentos en contra de o sin la voluntad de la 
víctima, que sea cual fuere su vínculo con el autor, en cualquier momento, antes o 
durante del encuentro sexual, puede negarse a mantener relaciones sexuales, sin 
que los vínculos previos constituyan una autorización para vulnerar su dignidad 
humana o su integridad sexual. 
 
2.1.11 Agravantes en el delito de violación. (Arto.169) 
 
 
                                                            
11 Peco, citado por Figari, Rubén: Op. Cit., pág.79. 
 
Violación agravada. 
Se impondrá la pena de prisión de doce a quince años cuando: 
El autor cometa el delito prevaliéndose de una relación de superioridad, autoridad, 
parentesco, dependencia o confianza con la víctima, o de compartir 
permanentemente el hogar familiar con ella; 
se contemplan situaciones que se pueden enmarcar dentro de los ciclos de 
violencia intrafamiliar y sexual, en las que el sujeto promueve y mantiene en un 
estado de sumisión u obediencia a la víctima, lo cual puede ser catalogado  como 
intimidación, siendo aplicable en estos supuestos el temor reverencial como un 
supuesto que configura el delito. 
La violación sea cometida con el concurso de dos o más personas; 
En este caso la pena se incrementa porque participan dos o más personas. El 
término concurso significa participación, colaboración. No se requiere que todos 
tengan acceso carnal como coautores, siendo suficiente que los demás faciliten la 
violación. Esto es de esta manera porque en sí, el delito se comete con 
participación de dos o más personas, menores son las posibilidades para que la 
víctima pueda ejercer una defensa efectiva y en el caso en que la violación la 
cometan varias personas, el bien jurídico sufre tanto en calidad como en cantidad 
de ofensas, disminuyendo además las posibilidades de reacción de la víctima. 
Cuando la víctima sea especialmente vulnerable por razón de enfermedad o 
discapacidad física o psíquica para resistir, o se trate de una persona embarazada 
o mayor de sesenta y cinco años de edad; o 
El estar en un estado vulnerable, significa que la víctima está en capacidad de ser 
herida, tanto física como moralmente. La vulnerabilidad es una situación de 
desventaja, que como tal es aprovechada por el sujeto activo, procurando así, 
mayor facilidad en la ejecución del ilícito. Este es el punto de partida para 
interpretar que la víctima no puede manifestar su voluntad, oponiéndose a la 
iniciativa sexual de quien -sin su consentimiento- lo agrede. La vulnerabilidad 
viene definida por circunstancias desventajosas en las que se encuentra la 
víctima, de las cuales se prevalece el agente. 
Lo arriba referido, son supuestos en los que la víctima carece de oportunidad 
efectiva de impedir el ataque sexual. La enfermedad o discapacidad física o 
psíquica, pudo haber sido una situación previa de la víctima o provocada por el 
autor de la violación. 
El acceso carnal con una persona discapacitada mentalmente, no configura por sí 
un delito de violación. Mantener esa tesis sería suprimir ilegítimamente a ese 
sector de la población su derecho a la libertad sexual, la que únicamente podría 
mantener relaciones sexuales con sujetos inimputables, porque cualquier otra 
persona con quien mantuviera relaciones sexuales sería sujeto de un proceso 
penal por el delito de violación. Hay que aclarar que en este punto hay que ser 
muy prudentes, ya que no toda discapacidad produce la pérdida de la capacidad 
de comprensión y determinación de la conducta y hay discapacidades que no 
excluyen la capacidad del sujeto pasivo de disfrutar de su libertad sexual, con 
conocimiento del significado de sus actos; negar esa posibilidad sería condenar a 
los incapaces mentales. 
 
Resulte un grave daño en la salud de la víctima 
El daño causado en la víctima debió haber sido anticipado como posible e  
intencionado por el autor, a menos a título de dolo eventual, si no se demuestra 
esa circunstancia subjetiva, aún indiciariamente, el daño a la salud sería una 
consecuencia imprevista que no puede agravar la pena. Un grave daño para la 
salud puede ser el contagio de una enfermedad de transmisión sexual. En el caso 
del embarazo, por sí mismo no es un grave daño para la salud, salvo si se comete 
en perjuicio de una persona sin capacidad física para sobrellevar el embarazo, 
como puede ser por ejemplo una niña. En este sentido es discutible si el concepto 
de daño a la salud abarca lesiones psicológicas, que en estos casos son siempre 
severas y persistentes, al punto de modificar la autoestima de la víctima y la forma 
en que ésta se relacionará con otros durante toda su vida. 
Si concurren dos o más de las circunstancias previstas en este artículo, se 
impondrá la pena máxima 
 
Adicionalmente, el Código Penal establece una pena agravada de 15 a 20 años de 
prisión si la violación lo es en perjuicio de una persona menor de catorce años de 
edad. En estos casos, es irrelevante el consentimiento de la víctima, pues aún en 
el caso en que la víctima acepte el acceso carnal, la ley estima como ineficaz ese 
consentimiento, ya que se considera que la víctima no tiene la capacidad 
suficiente para tomar por sí misma la decisión de tener acceso carnal o no, porque 
en estos casos el sujeto activo suele aprovecharse de la inocencia del sujeto 
pasivo para cometer el ilícito, acompañando consigo el poder de convencimiento 
sobre la víctima. 
 
2.1.12  Ámbito de protección en relación a la libertad sexual de 
los cónyuges 
Doctrinariamente, se ha discutido sí puede presentarse el indicado delito 
(violación) entre cónyuges, es decir, si la protección que se brinda al bien jurídico 
tutelado libertad sexual, comprende la libertad sexual de los esposos, o si por el 
contrario todo hecho típico de una violación podría ser no antijurídico por estar 
amparado en el ejercicio legítimo de un derecho, eximente de responsabilidad 
penal que en el caso nuestro se encuentra prevista en el Arto. 34.7 del Código 
Penal vigente. 
En ese sentido, resulta interesante y apropiada la exposición de la Dra. Cecilia 
Sánchez Romero, cuando abordando el tema en la Revista de Ciencias Penales 
de Costa Rica12, quien afirma que “el acceso carnal forzado con el cónyuge, es un 
tema poco tratado por los tribunales de ese país, como constitutivo de un ilícito 
penal, lo cual no es debido a falta de denuncia de situaciones de ese tipo, sino 
más bien a una equivocada concepción del papel de la mujer en nuestra 
sociedad.” 
Agrega la Doctora Sánchez Romero, que un penalista sostuvo en Costa Rica, que 
no puede existir violación en el matrimonio porque la mujer tiene un deber de 
cohabitación con el marido y eso es el matrimonio; que ese deber sólo tiene 
excepción cuando la vida de la mujer está en peligro, por el contagio de una 
enfermedad o por la presencia de la menstruación; de lo contrario,  ésta no puede 
negarse a tener relaciones sexuales con su esposo y si viniera una acusación por 
violación, el esposo tendría la facultad de alegar ese derecho.  
Sin embargo, el anterior argumento fue resuelto con mucho atino por sentencia 
No. 600 de las 9:20 horas del 22 de Diciembre del año1994, de la Sala Tercera de 
Costa Rica, oponiéndose a la anterior posición; en tanto, en la sentencia se 
estableció que nunca puede estimarse que el matrimonio implique la enajenación 
de libertades inherentes a la condición de ser humano; los cónyuges no pierden su 
individualidad e identidad y por ello no están sometidos a la voluntad y talante del 
otro, ya que de lo contrario el que esté en desventaja pasaría de ser sujeto a ser 
un objeto. Si bien del matrimonio se adquieren derechos y obligaciones, 
esencialmente de respeto, ninguno de los cónyuges tienen potestad de imponer su 
voluntad al otro ni auto tutelar su interés a la viva fuerza, intimidación o lesión al 
honor. 
                                                            




Por lo antes expuesto, parece que teniendo en cuenta el interés del legislador 
nicaragüense de proteger la libertad sexual, resulta más compatible con tal interés 
de tutela, admitir que incluso la libertad sexual de un cónyuge frente al otro, debe 
protegerse; en consecuencia es admisible la posibilidad de la violación dentro del 
matrimonio, porque de lo contrario sería admitir que el respeto a la libertad y a la 
dignidad de la persona humana que preceptúan como principios los Artos. 5 de 
nuestra Constitución Política13, tendría una excepción en la esfera del matrimonio, 
lo cual es inaceptable. 
 
2.1.13 Amparo que se le brinda a la persona con incapacidad 
para resistir la acción del sujeto activo: menor de doce años, 
víctima privada de razón, de sentido, imposibilitada de resistir el 
acto 
Las víctimas de los delitos sexuales suelen ser personas menores de edad, 
incapaces o privadas de conocimiento, la doctrina prefiere referirse en lugar de la 
libertad sexual, como bien jurídico protegido, a la indemnidad o la intangibilidad 
sexual, situación por la cual surge esta figura, ante la insuficiencia de la libertad 
sexual para explicar y fundamentar las penas de ciertos delitos sexuales en las 
que resulta evidente que no están presentes todas las condiciones y requisitos 
mínimos para el ejercicio de la referida libertad sexual.  
 
La indemnidad o intangibilidad sexual, puede ser entendida: “como una 
manifestación de la dignidad de la persona humana y el derecho que todo ser 
humano tiene a un libre desarrollo de su personalidad, sin intervenciones 
                                                            
13 Artículo 5: “Son principios de la nación nicaragüense: la libertad; la justicia; el respeto a la 
dignidad de la persona humana, …”   
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     
traumáticas en su esfera íntima por parte de terceros, las cuales pueden generar 
huellas indelebles en el psiquismo de la persona para toda la vida”14 
Resulta interesante que el Arto. 167 del Código Penal se refiera sólo a la violación 
realizada con uso de fuerza, violencia, intimidación o cualquier otro medio que 
prive de voluntad, razón o sentido a la víctima; por lo que cabría preguntarse  
¿sería violación atípica, el acceso carnal o introducción de dedo, objeto o 
instrumento con fines sexuales, por las vías señaladas en el tipo, cuando se 
produzca sobre personas que ya carecen de voluntad, razón o sentido por 
padecer de alguna incapacidad? o bien  ¿pueden estar privadas de conocimiento 
o sentido, en los que obviamente para realizar el verbo rector del tipo no se 
requerirá hacer uso de fuerza, violencia o intimidación?. 
Las interrogantes anteriores caben en la medida en que nuestro Arto. 167 no  
previó como forma comitiva de este delito, la violación no forzada, ni violenta ni 
intimidatoria sobre una víctima en la que se aprovecha su situación o estado de 
vulnerabilidad, tal y como si lo previó el Arto. 172 cuando se refiere al abuso 
sexual no forzado, violento, ni intimidatorio, realizado sobre víctimas en las que el 
sujeto activo aprovecha su estado de incapacidad para resistir. 
En esta circunstancia, vale relacionar la  posición adoptada por la doctrina 
española que se encuentra en igual situación que la nuestra en relación al delito 
de violación, en donde también no se previó las formas comitivas de la violación 
en contra de víctimas privadas de sentido o abusando de su enajenación y por 
consiguiente sin fuerza, violencia o intimidación; la cual en su práctica ha sido 
recurrir a las agravantes del delito de violación para comprender que esas formas 
comitivas también se encuentran reprochada por el legislador, incluso con mayor 
punición y que por consiguiente son típicas como violación. 
En el caso de nuestro Código Penal, en su Arto. 169, se estableció como 
agravante de la violación el hecho de que la víctima sea especialmente vulnerable 
                                                            
14 Castillo Alba, José Luís. 
por razón de enfermedad o discapacidad física o psíquica para resistir. Debemos 
entender que la tipicidad de la violación subsiste aunque no haya fuerza, violencia 
o intimidación, cuando sean realizados cualquiera de los verbos rectores en 
perjuicio de estas personas especialmente vulnerables. 
 
2.1.14 La tentativa y la frustración en el delito de violación 
De acuerdo con la ley 641, existen dos formas de  llevar a cabo la realización 
parcial del delito de violación: la frustración y la tentativa. Existe frustración cuando 
la persona, con la voluntad de realizar un delito, practica todos los actos de ejecución 
que objetivamente deberían producir el resultado, y sin embargo,  éste no se 
produce por causas independientes o ajenas a la voluntad del sujeto activo. Por su 
parte, existe tentativa, cuando el sujeto activo, con  la voluntad de realizar un delito, 
da principio a su ejecución directamente por hechos exteriores, pero sólo ejecuta 
parte de los actos que objetivamente pueden producir la consumación, por cualquier 
causa que no sea el propio y voluntario desistimiento.  
Tal como se aprecia en lo planteado, la diferencia entre ambas figuras consiste en 
que en el delito frustrado, el sujeto realizó todas las acciones que desencadenarían 
el resultado, mientras que en la tentativa, los actos de ejecución  iniciaron, pero no al 
punto en que se estaba en condiciones previas inmediatas de consumarlo como en 
la frustración. En ambos casos, frustración y tentativa, la cadena causal se 
interrumpe por una causa ajena a la voluntad del autor. Es así como la pena que se 
le asigna al delito frustrado es mayor que la correspondería al delito tentado.15 
                                                            
15 Articulo 73. Penalidad por frustración. Al autor del delito frustrado, teniendo en cuenta 
gravedad del hecho y la culpabilidad del sujeto, a criterio del juez, le seré impuesta una pena 
atenuada cuyo límite máximo será el inferior de la pena que merezca el delito consumado y cuyo 
límite mínimo será la mitad de este.    
Artículo 74. Penalidad por tentativa. Al autor de la tentativa, se le impondrá, a criterio del juez, 
quien deberá tener en cuenta la gravedad del hecho y la culpabilidad del sujeto, una pena atenuada, 
 2.2 Delito de Estupro. (Arto. 170) y Estupro agravado. (Arto. 171) 
El Código Penal en su articulo 171 dice: “ Cuando el estupro sea cometido por 
quien esté encargado de la educacion u orientacion espiritual, guarda o 
custodia de la víctima o por persona que mantenga con ella relacion de 
autoridad, dependencia o familiaridad o comparta permanentemente el hogar 
familiar con ella, se impondrá la pena de prision de cinco a diez años.” 
 
En el Código Penal del año 1974, la concepcion tradicional del Delito de Estupro 
era el tener acceso carnal con una doncella (virgen), mediante el engaño. Esta 
noción se supera y se tiene como objeto de castigo en este tipo penal el mantener 
relaciones sexuales con adolescentes entre los catorce y dieciseis años de edad, 
sin que media la violencia o la intimidación, de quienes se protege su libertad 
sexual por encontrase en una posicion de desventaja frente al sujeto acttivo de 
este tipo penal, sobre todo cuando se presentan las circunstancias del Estupro 
agravado previsto en el articulo 171 del Código Penal, en los que dichos 
adolescentes ven comprometida su autodeterminacion sexual frente a una notable 
posicion de desventaja en relacion a su profesor, guía espiritual, guardador, 
custodia, etc.    
El delito de Estupro, a diferencia de la violación, consiste únicamente en el acceso 
carnal cometido en perjuicio de una persona cuya edad se ubique entre los catorce y 
los dieciséis años de edad. El Código Penal protege a los menores en este rango de 
edades, sin importar si la perjudicada era o no virgen (doncella), pues no existe 
razón para excluir el delito si la víctima anteriormente había tenido experiencia 
sexual, ya que el objeto de castigo es mantener relaciones sexuales con estos 
                                                                                                                                                                                     
cuyo máximo será la mitad del límite inferior de la pena establecida para el autor del delito 
consumado y cuyo mínimo será la mitad de este. 
menores, sea que medie engaño o no, dejando este de ser un requisito esencial 
para que se dé el tipo penal. 
Es requisito del delito que no se utilice la violencia o la intimidación, pues en caso de 
haberlas, se comete el delito de violación. Si la acción lograda consiste en la 
introducción de dedos, objetos o instrumentos por vía anal, vaginal o bucal, sin 
violencia o intimidación, la acción es atípica, pues el estupro, como ya se ha dicho, 
solo castiga el acceso carnal contra las personas y en las condiciones antes 
comentadas, donde el autor del estupro, puede ser tanto el hombre como la mujer, 
siendo que ambos pueden acceder o hacerse acceder carnalmente. 
El delito se comete aún cuando entre el autor y la víctima exista un lazo de afinidad, 
por ejemplo el noviazgo. En este sentido el Código Penal no hace distinciones que 
excluyan la sanción, agravándose la pena hasta su límite máximo cuando el autor es 
persona mayor de veintiún años, casado o conviviente en unión de hecho estable 
con otra persona. 
Ahora bien, cuando el Estupro sea cometido por quien esté encargado de la 
educación u orientación espiritual, guarda o custodia de la víctima o por persona 
que mantenga con ella relación de autoridad, dependencia o familiaridad o 
comparta permanentemente el hogar familiar con ella, se impondrá la pena de 
prisión de cinco a diez años. Este es el estupro agravado. En estos casos se 
reforma la autodeterminación de la víctima que se ve disminuida la posibilidad de 
negarse a la oferta sexual, pues en este caso el sujeto activo aprovecha la ventaja 
de su edad y experiencia, que lo hace estar en una posición privilegiada y de 
superioridad respecto de la víctima.  
2.2.1 Sujetos activos 
Expresa el legislador, que son las personas casadas, en unión de hecho estable o 
mayor de edad, ya sean estos un hombre o una mujer, ya que esta acción no es 
solamente exclusiva del hombre, ya que una mujer adulta también puede acceder 
a un menor con el sentimiento del mismo. 
También puede ser la persona encargada de la educación u orientación espiritual, 
guarda o custodia de la victima, o bien que tenga una relación de autoridad, 
dependencia, familiaridad o que comparta el hogar familiar con la misma. 
  2.2.2 Sujetos pasivos 
Las personas sobre las cuales recae la acción, pueden ser mayores de catorce 
años y menores de dieciséis años, es decir, que tienen que estar comprendidos 
entre esas edades. 
  2.2.3 Verbo rector 
La acción consiste es acceder o que hacerse acceder carnalmente. 
2.2.4 Bien jurídico protegido 
 
Es la indemnidad sexual y la autodeterminación, entendidas estas como derechos 
fundamentales que las personas tenemos de escoger libremente la manera en 
como queremos llevar nuestra sexualidad, donde en ocasiones el sujeto activo se 
vale de la inocencia y falta de madurez del sujeto pasivo, es decir,  que no tiene la 
capacidad para discernir, si su actuar esta bien o mal, por su falta de conocimiento 
o información en torno al tema de la sexualidad.  
 
2.2.5 Elementos descriptivos 
 
Se refiere a la persona que estando casada, en unión de hecho estable, el 
encargado de la educación u orientación espiritual, guarda, custodia, quien tenga 
relación de autoridad, dependencia, familiaridad o comparta el hogar con la 
víctima la acceda o se haga acceder carnalmente por la misma. 
 
2.2.6 Elementos normativos 
 
Señala la norma la acción de acceder o el/la que se haga acceder, sin usar la 
violencia o intimidación. 
 
2.2.7 Elemento subjetivo 
 
Siendo esta una conducta dolosa, que tiene como fin el acceso carnal, teniendo 
conocimiento y voluntad del hecho cometer. 
 
2.2.8 Norma jurídica 
 
Referida esta a que no se debe tener relaciones sexuales con personas con las 
que se tenga una relación de autoridad, dependencia o familiaridad, o bien con 
personas que se encuentren bajo su cargo. 
 
2.2.9 Competencia objetiva 
 
Dicha conducta será sancionada con una pena de dos a cuatro años de prisión, si 
la víctima es mayor de catorce años y menor de dieciséis años. 
Si el hecho se da cuando el sujeto activo este a cargo de la víctima, o bien tenga 
una relación de autoridad, dependencia, familiaridad o comparta el hogar con la 
misma, siendo estas agravantes del hecho se impondrá una pena de cinco a diez 
años de prisión. 
 
 2.3 Delito de Abuso Sexual. (Arto. 172) 
2.3.1 Sujetos activos 
 
Debe entenderse que puede ser cualquier persona, el sujeto activo es innominado, 
es decir, puede ser un hombre o una mujer, excepto cuando el abuso ocurre bajo 
prevalimiento, el sujeto activo será cualificado. 
 
2.3.2 Sujetos pasivos 
 
Puede ser cualquier, sea esta hombre o mujer, un menor de edad, o bien una 
persona con discapacidad física o psíquica. 
 
2.3.3 Verbo rector 
 
Es realizar actos lascivos, tocamientos lúbricos en otra persona, u obligar a que lo 
realice, hacer uso de la fuerza, intimidación, privar de voluntad, razón o sentido, 
aprovechar el estado de incapacidad.    
 
2.3.4 Bien jurídico protegido 
 
La libertad e indemnidad sexual, del sujeto pasivo, entendido este como cualquier 
persona, hombre o mujer, ya sea éste menor o mayor de edad, o persona con 
discapacidad física o psíquica. 
 
2.3.5 Elementos descriptivos 
 
Referido a la persona que realice actos lascivos o lúbricos tocamientos, 
entendidos estos como contactos corporales, caricias, con fines sexuales en otra 
persona, sin su consentimiento, u obligue a que lo realice, haciendo uso de fuerza, 
intimidación o cualquier otro medie con el que prive de voluntad, razón o sentido y 
se aproveche del estado de incapacidad para resistir de la víctima. 
 
2.3.6 Elementos normativos 
 
Consiste en realizar actos lascivos y tocamientos lúbricos utilizando fuerza, 
intimidación o cualquier otro medio que prive la voluntad de la víctima y que por 
alguna incapacidad para resistirse se aproveche de la misma, será sancionado 
con prisión. 
 2.3.7 Elemento subjetivo 
 
Siendo esta una conducta dolosa, que tiene como fin los actos lascivos y los 
tocamientos lúbricos, sin llegar a tener acceso carnal, donde se tiene el  
conocimiento y la voluntad de llevar a cabo la comisión del hecho. 
 
2.3.8 Norma jurídica 
 
Refiere que no se deben realizar actos lascivos y tocamientos lúbricos a las 
personas, sin su consentimiento o bien obligarlas a que los realicen. Así mismo,  
no se pueden realizar en menores de catorce años de edad, o persona con 
discapacidad o enfermedad mental 
 
2.3.9 Competencia objetiva 
 
Esta conducta será sancionada con pena de prisión de cinco a siete años. Cuando 
se dé alguna de las circunstancias de la violación agravada, la pena será de siete 
a doce años de prisión y en el caso que concurran dos o más de estas 
circunstancias o bien la víctima sea niño, niña, o adolescente se impondrá la pena 
máxima. 
 
 2.4 Delito de Incesto. (Arto. 173) 
2.4.1 Sujetos activos 
Puede ser cualquier persona (varón o mujer) que tenga acceso carnal o relaciones 
coitales con un ascendiente, descendiente, o colateral dentro del primer grado de 
consanguinidad o bien dentro del segundo grado de consanguinidad. 
 
2.4.2 Sujetos pasivos 
En este caso son los que se encuentran dentro del primer grado de 
consanguinidad siendo estos los hijos e hijas y dentro del segundo grado de 
consanguinidad como lo son los sobrinos, cuando éstos sean mayores de 
dieciocho años de edad. 
2.4.3 Verbo rector 
 
En este tipo penal, el legislador que consiste en tener acceso carnal. 
 
2.4.4 Bien jurídico protegido 
 
Lo que se pretende proteger es la Indemnidad sexual del sujeto pasivo. 
 
2.4.5 Elementos descriptivos 
 
Se describe como la acción de tener acceso carnal con persona mayor de 
dieciocho años, con las que tenga relaciones consanguíneas que lo vinculan y con 
el consentimiento de las mismas.  
 
En este caso, se hace la salvedad que puede quedar extinguida la acción penal 
cuando el ofendido le otorgue el perdón al sujeto activo. 
 







Señala la norma que es tener acceso carnal con personas con las cuales se tenga 
relaciones consanguíneas que los vinculen, como los ascendientes, descendientes 




2.4.7 Elemento subjetivo 
 
Es esta conducta dolosa, que tiene como fin el acceso carnal, a sabiendas de las 
relaciones consanguíneas que pueda tener con el sujeto pasivo y teniendo así 
siempre la intención y  voluntad de cometer el hecho. 
 
2.4.8 Norma jurídica 
 
Señala esta que no debe darse el acceso carnal con personas mayores de 
dieciocho años, con las cuales se tenga relaciones consanguíneas que los 
vinculen mediando el consentimiento. 
 
2.4.9 Competencia objetiva 
 
Este delito será sancionado con prisión de uno a tres años. 
2.4.10 Excepción de aplicación de esta norma en caso de  menores 
de catorce años 
En este sentido es importante hacer mención que se da una excepción a la norma 
jurídica, siendo que en el caso que si la victima es una persona menor de catorce 
años de edad, la pena ha imponerse será de catorce a veinte años de prisión, 
considerándose una violación agravada. 
 
 2.5 Delito de Acoso Sexual. (Arto. 174) 
2.5.1 Sujetos activos 
 
La persona que realiza la acción puede ser cualquier persona, ya sea hombre o 
mujer, que se vale de su posición de poder, autoridad o superioridad ante el sujeto 
pasivo. 
 
2.5.2 Sujetos pasivos 
 
Son las personas sobre las que recae la acción, las cuales pueden ser cualquier 
persona, hombre o mujer ya sean estos mayores o menores de dieciocho años de 
edad. 
 
2.5.3 Verbo rector 
 
Consiste esta acción en solicitar para sí o para un tercero, cualquier acto sexual. 
 
2.5.4 Bien jurídico protegido 
 
Se pretende proteger la libertad, la autodeterminación o indemnidad sexual, 
puesto que la víctima puede actuar por una promesa, aprovechándose el sujeto 
activo de la inocencia de la misma o bien por una amenaza obviando así la 
libertad de la víctima de poder elegir si desea o no realizar el acto sexual. 
 
2.5.5 Elementos descriptivos 
 
Entendiéndose esta acción en solicitar a la víctima que para sí o para un tercero 
realice un acto sexual, de manera reiterada o valiéndose de su posición de poder, 
autoridad o superioridad a cambio de cumplir una promesa ya sea esta explícita o 
implícita o bien bajo alguna amenaza. 
 
2.5.6 Elementos normativos 
 Refiere la norma que se trata de solicitar para sí o para un tercero la realización de 
cualquier acto sexual. 
 
2.5.7 Elemento subjetivo 
 
Es una conducta dolosa, que tiene como fin el realizar un acto sexual, teniendo 
conocimiento y voluntad del hecho a realizar. 
 
2.5.8 Norma jurídica 
 
Impide la norma solicitar a personas mayores o menores de dieciocho años a 
realizar acto sexual ya sea para sí o para un tercero valiéndose de su posición de 
poder, autoridad, superioridad, promesas o bajo alguna amenaza. 
 
2.5.9 Competencia objetiva 
 
Esta conducta será penada con prisión de uno a tres años y en el caso que diera 




2.6 Delito de Explotación sexual, pornografía y acto sexual con 
adolescentes mediante pago. (Arto. 175) 
 
2.6.1 Sujeto activo 
 
Es la persona que lleva a cabo el delito, la cual puede ser cualquier persona, ya 
sea hombre o mujer. 
 
2.6.2 Sujetos pasivos 
 En este tipo penal se castigan cuatro tipos de conductas, por lo que en cada 
conducta se presenta un tipo de sujeto pasivo siendo estos: personas menores de 
dieciséis años de edad o discapacitados, personas menores de dieciocho años de 
edad, persona mayor de catorce años y menor de dieciocho años de edad de 
cualquier sexo. 
 
2.6.3 Verbo rector 
 
En el primer párrafo son inducir, facilitar, promover o utilizar con fines sexuales o 
eróticos, hacer presenciar o participar en un comportamiento o espectáculo 
público o privado a la víctima. 
En el segundo párrafo son promover, financiar, fabricar, reproducir, publicar, 
comercializar, importar, exportar, difundir, distribuir material para fines de 
explotación sexual. 
En el tercer párrafo es poseer material pornográfico o erótico con fines de 
explotación sexual. 
En el último párrafo es ejecutar acto sexual o erótico prometiendo un pago o 
ventaja económica. 
 
Todos lo anteriores entendidos como puentes o medios de enlace necesarios para 
que se cumpla con los requisitos que se exigen por la norma para que se de el tipo 
penal antes dicho.    
 
2.6.4 Bien jurídico protegido 
 
En este tipo penal es la indemnidad sexual, el derecho al bienestar psíquico de los 
adolescentes o incapaces de obtener un adecuado proceso de formación sin 
obstáculos que influyan negativamente en el desarrollo de su personalidad. 
 
2.6.5 Elementos descriptivos 
 Consiste esta acción en la participación de un menor de edad o de un 
discapacitado en un acto sexual o erótico, con fines sexuales obteniendo por dicha 
participación algún tipo de pago o ventaja económica. 
 
2.6.6 Elementos normativos 
 
Describe la norma que debe el sujeto activo debe inducir, facilitar, promover, 
utilizar, promover, financiar, fabricar, reproducir, publicar, comercializar, importar, 
exportar, difundir, distribuir, ejecutar acto sexual o erótico donde participa un 
menor de edad o discapacitado prometiéndole un pago o ventaja económica. 
 
2.6.7 Elemento subjetivo 
 
Se trata de una conducta dolosa, cuyo fin es la participación de un menor de edad 
en un acto sexual o erótico, obteniendo por el mismo algún pago, del cual el sujeto 
activo tiene conocimiento y voluntad de realizar. 
 
2.6.8 Norma jurídica 
 
Según lo que prohíbe la norma lo que no se debe es inducir, facilitar, promover, 
utilizar, promover, financiar, fabricar, reproducir, publicar, comercializar, importar, 
exportar, difundir, distribuir, ejecutar acto sexual o erótico donde participe un 
menor de edad o discapacitado. 
 
2.6.9 Competencia objetiva 
 
Al tratarse de un delito en el cual se dan cuatro tipos de conductas ilícitas, así 
mismo se dan cuatro tipos de penas, siendo estas las siguientes:  
 Cuando la victima participe o presencie un acto sexual o erótico bajo su 
consentimiento, la pena será de cinco a siete años de prisión, y se 
impondrá de cuatro a seis años de prisión, cuando la victima sea mayor de 
dieciséis y menor de dieciocho años de edad. 
 Cuando se promueva, financie, fabrique,…, la pena será de cinco a siete 
años de prisión y de ciento cincuenta a quinientos días de multa. 
 El que con fines de explotación sexual, posea material pornográfico o 
erótico, será castigado con pena de uno a dos años de prisión. 
 Quien realice acto sexual o erótico con persona mayor de catorce y menor 
de dieciocho años de edad, mediando pago la pena será de cinco a siete 
años.  
 
2.6.10 Agravantes en los casos de explotación sexual en 
adolescentes. (Arto. 176) 
 
La pena será de seis a ocho años de prisión cuando: 
 
a) El hecho sea ejecutado con propósitos de lucro. 
b) El autor o autores sean parte de un grupo organizado para cometer delitos 
de naturaleza sexual, salvo que cometa el delito de crimen organizado. 
c) Mediante engaño, violencia, abuso de autoridad o cualquier medio de 
intimidación o coerción. 
d) El autor cometa el delito prevaliéndose de una relación de superioridad, 
autoridad, parentesco, dependencia o confianza con la victima o de        
compartir permanentemente el hogar familiar con ella. 
 
Si concurren dos o más de las circunstancias previstas, se impondrá pena de siete a 
nueve años de prisión. Se impondrá la pena máxima cuando sea persona con 
discapacidad o menor de catorce años de edad. 
 
 
2.7 Delito de promoción del turismo con fines de explotación sexual. 
(Arto. 177) 
 2.7.1 Sujetos activos 
 
La persona que comete este ilícito puede ser cualquier persona, es innominada,  
es decir, que puede tratarse de un hombre o mujer. 
 
2.7.2 Sujetos pasivos 
 
Las personas sobre las cuales se comete la acción ilícita son menores de 
dieciocho años, utilizadas para la promoción del turismo del país. 
 
2.7.3 Verbo rector 
 
Estableció el legislador que el verbo en esta acción es promover. 
 
2.7.4 Bien jurídico protegido 
 
Lo que se quiere cuidar es la autodeterminación e indemnidad sexual, puesto que 
estas personas se valen de la necesidad e inocencia de las victimas, para cometer 
el ilícito. 
 
2.7.5 Elementos descriptivos 
 
Se entiende como la promoción del país como atractivo y destino turístico, dentro 
o fuera del territorio nacional a través de campañas, textos, imágenes utilizando a 
menores de edad. 
 
2.7.6 Elementos normativos 
 
Señala la norma que se trata de la promoción del país como destino turístico 
sexual utilizando como medio a menores de edad. 
 2.7.7 Elemento subjetivo 
 
Se trata de una conducta dolosa, donde el fin es la promoción del país como 
atractivo o destino turístico sexual utilizando como medio a menores de dieciocho 
años de edad, teniendo conocimiento y voluntad de hacerlo. 
 
2.7.8 Norma jurídica 
 
Señala que no se debe utilizar a personas menores de dieciocho años de edad 
para promover al país como un atractivo o destino turístico sexual. 
 
2.7.9 Competencia objetiva 
 
Esta conducta se sancionará con cinco a siete años de prisión y de ciento 
cincuenta a quinientos días multa. 
 
 
2.8  Delito de Proxenetismo. (Arto. 178) 
 
2.8.1 Sujetos activos 
 
Cometen este delito las personas (hombre o mujer) quienes con ánimo de lucro, 
induzcan, promuevan, faciliten o favorezcan la explotación sexual. 
 
2.8.2 Sujetos pasivos 
 
Son las personas sobre las cuales se ejerce la acción, las cuales pueden ser de 
ambos sexos, a quienes no solamente se les remunera el ejercicio de la 
prostitución, sino también cualquier explotación sexual, pornografía o acto sexual. 
 
2.8.3 Verbo rector 
 
Consiste en inducir, promover, facilitar, reclutar o favorecer la explotación sexual, 
pornográfica y acto sexual. 
 
2.8.4 Bien jurídico protegido 
 
La libertad e indemnidad sexual, ya que estas personas al sufrir el reclutamiento, 
pierden la libertad de decidir su actuar. 
 
2.8.5 Elementos descriptivos. 
 
Según lo que señala la norma consisten en inducir, promover, facilitar  la 
explotación sexual, pornográfica y acto sexual remunerando a las personas, las 
que pueden ser de cualquier sexo, por el acto realizado. 
 
2.8.6 Elementos normativos 
 
Se refiere el legislador a promover y facilitar la explotación sexual, pornográfica y 
acto sexual remunerado. 
 
2.8.7 Elemento subjetivo 
 
Entendido como una conducta dolosa, que tiene como fin único la facilitación, 
inducción y promoción de la explotación sexual, pornografía y acto sexual 
remunerado, teniendo voluntad y conocimiento del hecho a cometer. 
 
2.8.8 Norma jurídica 
 
Expresa que no se debe inducir, promover, facilitar o favorecer la explotación 
sexual, la pornografía y el acto sexual remunerado. 
 2.8.9 Competencia objetiva 
 
Esta conducta es penada con cuatro a seis años de prisión y de cien a trescientos 
días multa. 
 
2.8.10 Agravantes en el delito de proxenetismo. (Arto. 179) 
 
La pena será de seis a ocho años de prisión y multa de trescientos a seiscientos 
días cuando: 
 
a) La victima sea menor de dieciocho años o con discapacidad. 
b) Exista ánimo de lucro. 
c) Medie engaño, violencia, abuso de autoridad o cualquier medio de 
intimidación o coerción. 
d) El autor cometa el delito prevaliéndose de una relación de superioridad, 
autoridad, parentesco, dependencia  o confianza con la victima o de 
compartir permanentemente el hogar familiar por ella. 
 
Asimismo,  para la realización de este delito que afecta la libertad sexual pueden 
concursar otros delitos incluso contra la libertad de actuar como el de amenazas, 
chantaje, etc, sólo que éstas conductas por el principio de especialidad podrían 
subsumirse en el proxenetismo16. 
 
2.9 Delito de Rufianería. (Arto 180) 
 
2.9.1 Sujetos activos 
 
                                                            
16 Véase pág. 472 del Código Penal de España, 3ra edición 1998, Revisada y actualizada a Junio de 
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Entendidos estos son personas que valiéndose de amenazas o coacciones se 
hacen mantener económicamente total o parcialmente por personas que realizan 
algún acto sexual.  
 
2.9.2 Sujetos pasivos 
 
Por lo que señala la norma pueden ser hombre, mujer o persona con discapacidad 
que realizan actos sexuales mediante pago, las cuales pueden ser menores de 
edad o bien con algún tipo de discapacidad. 
 
2.9.3 Verbo rector 
 
La acción en este tipo penal según el legislador consiste en realizar acto sexual 
mediante pago. 
 
2.9.4 Bien jurídico protegido 
 
Libertad e indemnidad sexual, que tiene el sujeto pasivo ante este tipo de delitos. 
 
2.9.5 Elementos descriptivos 
 
Los describe la norma como amenazar o coaccionar a personas, para que por la 
realización de un acto sexual remunerado mantengan total o parcialmente al 
sujeto activo. 
 
2.9.6 Elementos normativos 
 
Refiriéndose la norma a hacerse mantener total o parcialmente por personas que 
realicen actos sexuales remunerados. 
 
 
2.9.7 Elemento subjetivo 
 
Es esta una conducta dolosa, cuyo fin es hacerse mantener de manera total o 
parcial por personas que realicen actos sexuales remunerados, teniendo 
conocimiento del hecho a ejecutar. 
 
2.9.8 Norma jurídica 
 
Esta señala que no se debe amenazar ni coaccionar a personas para que realicen 
actos sexuales remunerados y hacerse mantener por las mismas. 
 
2.9.9 Competencia objetiva 
 
Este delito es penado con prisión de tres a cinco años y de sesenta a doscientos 
días multa. 
En los casos que la victima fuere menor de dieciocho años de edad o con 
discapacidad, la sanción será de cinco a siete años de prisión y doscientos a 
cuatrocientos días multa. 
La misma pena se le aplicara al autor que estuviere unido en matrimonio o en 
unión de hecho estable con la victima.  
 
 
2.10 Delito de Trata de personas con fines de esclavitud o explotación 
sexual. (Arto 182) 
 
2.10.1 Sujetos activos 
 
En este caso, son innominados, es decir,  que puede ser cualquier persona, ya 
sea hombre o mujer, que se encuentre en ejercicio de poder sobre la victima, o 
bien sea familiar, tutor o encargado de la educación, guarda o custodia, guía 
espiritual o comparta el hogar familiar con la victima. 
   
2.10.2 Sujetos pasivos 
 
Puede recaer la acción en cualquier persona, siendo ésta mayor o menor de 
dieciocho años de edad o con discapacidad. 
 
2.10.3 Verbo rector 
 
Consiste en promover, facilitar, inducir o ejecutar la captación, reclutamiento, 
contratación, transporte, traslado, retención, acogida o recepción de personas. 
También vender, ofrecer, entregar, transferir o aceptar a una niña, niño o 
adolescente. 
 
2.10.4 Bien jurídico protegido 
 
Lo que se intenta proteger es la libertad e indemnidad sexual, ya que en este 
delito no se toma en cuenta la decisión de la victima de realizar o no un acto 
sexual, puesto que ésta puede encontrarse bajo esclavitud y sometida bajo poder 
de autoridad o bien puede hacerlo por encontrase en un estado de necesidad. 
 
2.10.5 Elementos descriptivos 
 
Se entiende que el que bajo amenaza, ofrecimientos, engaños, promueva, facilite, 
induzca o ejecute el reclutamiento, transporte, traslado, retención o recepción de 
personas con fines de esclavitud, explotación sexual o adopción para que sea 
ejercida ya sea dentro o fuera del territorio nacional, auque sea consentido por la 
víctima. 
 
2.10.6 Elementos normativos 
 
Consisten en captar, reclutar, trasladar, transportar, retener a personas con fines 
de esclavitud, explotación sexual o adopción. 
 
2.10.7 Elemento subjetivo 
 
Se trata de conducta dolosa, que tiene como fin la explotación sexual de niños, 
niñas, adolescentes y mujeres jóvenes, teniendo el sujeto activo la voluntad y el 
conocimiento de cometer el delito. 
 
2.10.8 Norma jurídica 
Prohíbe la norma promover, facilitar, inducir o ejecutar la captación, reclutamiento, 
contratación, transporte, traslado, retención, acogida o recepción de personas con 
fines sexuales, ni vender, ofrecer, entregar, transferir o aceptar a una niña, niño o 
adolescente para fines de explotación sexual. 
. 
2.10.9 Competencia objetiva 
 
Refiere que el que bajo amenazas, ofrecimientos, engaños, promueva, facilite, 
induzca o ejecute el reclutamiento, transporte, traslado, retención o recepción de 
personas con fines de esclavitud y explotación sexual aun bajo el consentimiento 
de la victima, será sancionado con pena de siete a diez años de prisión. 
Si la victima fuere menor de dieciocho años de edad, o persona con discapacidad, 
o bien el hecho fuera cometido por algún familiar, tutor o encargado de la guarda, 
custodia, guía espiritual o comparta el hogar con la victima y medie una relación 
de confianza, la pena será de diez a doce años de prisión. 
El que venda, ofrezca, entregue, transfiere y acepte a niño, niña, adolescente, con 













CAPITULO III. INSTITUCIONES QUE INTERVIENEN EN LA PREVENCION, 
TRATAMIENTO Y PERSECUCION EN LOS DELITOS CONTRA LA LIBERTAD 
E INTEGRIDAD SEXUAL 
 
3.1 Policía Nacional 
 
 3.1.1 Actuación policial 
 
La importancia que tiene la Policía Nacional en la erradicación de las agresiones 
sexuales a mujeres y niños es capital. Es la Policía, la institución a la que acude la 
víctima o bien a otras instituciones como Fiscalía, Servicios de salud o Centros de 
mujeres, siendo a la Institución Policial a la que se le remite la documentación 
para la iniciación de las actuaciones.  
 
Es pertinente destacar la importancia de las Comisarías de la mujer como un 
recurso especifico para la atención a este tipo de delitos, y la alta calificación de su 
personal. 
 
La atención policial en estas situaciones de emergencia, consiste 
fundamentalmente en ofrecer un trato respetuoso y preferente a la víctima, así 
como información, asesoramiento de urgencia y las medidas policiales que fueran 
necesarias en cada caso. 
 
El primer aspecto a tomar en consideración es que nos encontramos ante una 
situación potencialmente grave, que nunca se debe minimizar y que siempre 
requiere de una respuesta policial rápida, especialmente si la llamada se refiere a 
personas o domicilios relacionados con delitos de agresión sexual. 
  
 3.1.2 La denuncia 
 
Como norma general y dado que la descripción de las agresiones sexuales en las 
denuncias son muy escuetas y no reflejan todas las circunstancias existentes, 
estas deben de recoger de forma completa y detallada el relato pormenorizado del 
hecho, la que debe incluir lo siguiente: 
 
a. Antecedentes inmediatos a la agresión sexual. 
b. Dinámica o modo en que se dio. 
c. Circunstancias concurrentes, como la agresión que une al agresor con la 
víctima, composición familiar. 
d. Existencia de otras agresiones anteriores, indicando si se ha denunciado o 
no, y si en el caso fuera negativa la respuesta, descripción pormenorizada 
de las mismas a los efectos de destacar el elemento de la habitualidad, tan 
frecuente en este tipo delictivo.  
e. Si existen testigos presenciales o de referencia de estas agresiones. 
 
Por otro lado se le informara a la víctima de los derechos básicos que la asisten, 
así como el procedimiento o recursos existentes para las personas víctimas de 
agresiones sexuales.  
 
 3.1.3 Guía ética para el personal policial 
 
La actuación policial no deberá centrarse únicamente en la labor de investigación 
y protección de la víctima objeto de los comportamientos violentos o agresivos a 
su libertad, sino que ha de dirigirse, en primer lugar, a la práctica de aquellas 
actuaciones de detención y prevención que impidan a que tales conductas 
violentas lleguen a producirse.      
   3.1.3.1 Presentación de la denuncia 
 
Antes de hacer la formal presentación de la denuncia, se deben tomar en cuenta 
los siguientes aspectos:  
 
a) Ante la presentación de la denuncia se darán todo tipo de facilidades, 
tendrá una tramitación preferente y se admitirá la misma aunque el hecho 
perteneciera a otra demarcación, en dicho caso se le dará el traslado 
oportuno, con comunicación al o la denunciante.  
b) Se dispensará a la mujer denunciante, ya sea ofendida o pariente de la 
víctima, un trato especialmente respetuoso dándole un tratamiento 
preferente. 
c) En caso de una emergencia médica el ofendido/a por el delito será 
inmediatamente trasladado al Servicio de salud mas cercano para procurar 
la atención médica que reclame la situación. Dicha diligencia médica se 
incluirá en el Informe policial.     
d) En aquellas dependencias donde exista personal especializado. Será éste 
quien asista desde el principio al ofendido/a por el delito. 
e) Recogida la denuncia se realizarán, con la mayor brevedad, los posibles 
actos de investigación que el caso requiera, como inspección ocular, 
recogida de evidencias, toma de declaraciones, tendentes a la constitución 
de los medios de prueba para determinar la existencia del delito y la 
responsabilidad del autor. A estos efectos se recabará de la víctima a que 
proporcione cuantos datos sean precisos para la realización de la 
investigación.  
f) En el caso en el que existieran denuncias anteriores realizadas por el o la 
denunciante se reflejarán en el informe policial. 
g) Se acompañará a la víctima al Instituto de Medicina Legal o Médico 
debidamente acreditado por la Corte Suprema de Justicia perteneciente al 
Servicio Nacional Forense para la constatación de las lesiones que 
presente.      
h) Se practicarán cuantas diligencias sean precisas para garantizar la dignidad 
y la integridad física y psíquica de la víctima, especialmente en los traslados 
a los domicilio, reconocimientos del lugar donde se dio la agresión y 
traslados a los centros médicos. 
i) Se evitará el contacto físico entre la víctima y su agresor, y en la medida 
que sea posible, se le mantendrá en un ambiente de privacidad impidiendo 
miradas de terceras personas. 
j) La víctima será informada, con precisión, de la existencia de las 
instituciones públicas y privadas en las que pueda ser atendida tanto 
psicológicamente, como social y jurídicamente. 
k) Se le participará a la víctima el nombre del funcionario que la ha atendido 
con el fin de que pueda recabar información sobre la marcha de la denuncia 
interpuesta. 
l) En ningún caso se procederá a la citación del investigado/a a través de la 
víctima o sus familiares. 
 
Como es evidente, nos encontramos ante una situación especial, en la que se 
entremezclan sentimientos complejos y contradictorios entre el agresor y la 
víctima. Es necesario, por ello, que los funcionarios policiales conozcan la 
importancia y favorecer un adecuado acogimiento en el primer contacto que se 
tiene con las víctimas, con una atención basada en la escucha, comprensión y 
esfuerzo de la decisión tomada, comprendiendo la complejidad de la dependencia 
emocional que presentan las víctimas, que, incluso, pueden limitar su colaboración 
con los agentes policiales, y que en ocasiones pueden llevarlas a retirar la 
denuncia. 
 
La Policía Nacional debe de tener una “sensibilización especial y una perfecta 
formación” para no juzgar estas acciones, mostrando siempre la misma atención e 
interés, aunque la víctima haya retirado mas de una vez la denuncia.  
   3.1.3.2 Investigación de los hechos 
 
Durante la investigación de los hechos los funcionarios policiales cuidarán de que 
queden perfectamente documentadas las evidencias reveladoras de los hechos 
denunciados. Así, concretamente, recogerán las evidencias de las agresiones, las 
ropas del agredido (a), si presentara evidencias que pudieran acreditar los hechos 
y documentarán con sumo cuidado la posible diligencia de inspección ocular del 
lugar de la agresión o del domicilio en el que ocurrieron los hechos. Igualmente 
dejarán constancia en la denuncia de todos los datos que pueda aportar la víctima; 
en concreto: 
 
1. Si es la primera agresión que recibe. 
2. Si hubiera habido otras, los motivos por los que no denunció antes los 
hechos, sin que esta indagación pueda culpabilizarla, pues solo tiene 
sentido para contextualizar la agresión objeto de la denuncia.  
3. Si han habido más agresiones anteriores y si puede recordar hechos y 
fechas. 
4. Es preciso que si han existido más denuncias se haga constancia, si lo 
sabe, la situación de las denuncias anteriores; si ha existido, o no, condena 
previa, etc, con el propósito de presentar una completa documentación que 
permita, en su caso, incorporar diligencias penales por el delito de lesiones 
psíquicas por ser habituales en las agresiones. 
5. Las medidas de protección personal que podría interesar que fueran 
acordadas judicialmente, concretamente las medidas a las que se refiere el 
art. 167 del Código Procesal Penal17 atendido el riesgo que podría sufrir la 
víctima si continuara residiendo en el mismo domicilio tras presentar la 
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denuncia. Esta medida debe ser especialmente recogida y valorada 
atendidas las circunstancias concretas del caso.  
6. Las personas a las que podría extender la prohibición que, en su caso, 
adoptara el juez de comunicarse con ellas el agresor por el apoyo que 
hubieran prestado a la víctima y las posibles represalias que pudieran 
recibir del agresor. 
7. Dejar constancia de si el agresor dispone de armas en su domicilio y, en su 
caso, requisarlas en función de la situación de peligrosidad.  
 
3.1.3.3 Actuación de la policía en el lugar de los hechos  
 
Si la actuación policial se realiza en el propio domicilio familiar, se tendrán en 
cuenta las siguientes consideraciones: 
 
1. Derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio. La entrada policial en 
la vivienda solo será legalmente posible en el supuesto de la existencia de 
un delito flagrante o contando con el permiso de sus moradores (basta el 
permiso de la víctima para acceder al domicilio). 
2. Procurar la mayor separación física posible entre el agresor y la víctima, 
para conseguir una comunicación mas fluida en esta última. 
3. Tratar de infundir calma y seguridad en la víctima, escuchando su relato y 
reteniendo los datos que se consideren más relevantes. 
4. En su caso, inspección ocular del lugar donde se produjo la agresión, 
detallando de forma minuciosa los medios de prueba que pudieran 
evidenciar el desarrollo de los hechos. 
5. Si la agresión se ha producido con algún instrumento, se procederá a su 
incautación como pieza de convicción.   
6. Localización de testigos directos o indirectos a los que se entrevistará, si es 
necesario, documentando las manifestaciones y se recogerán las firmas del 
testigo y del investigador policial. Hay que tener en cuenta las dificultades 
reales que se presentan en ocasiones para contar con la colaboración de 
los vecinos, ya que todavía persiste la idea de que se trata de un problema 
“privado”. 
7. En el supuesto en el que la actuación policial haya sido motivada por la 
llamada de la víctima o de algún vecino, la policía deberá cerciorarse de las 
condiciones de seguridad de la víctima y le informará de que puede ser 
llevada a dependencias policiales con el objeto que pueda reflexionar sobre 
las decisiones a tomar con mayor libertad y seguridad, informándola sobre 
los recursos y servicios existentes (en muchas ocasiones, no resultará 
conveniente abordar el tema de la presentación de la denuncia en el lugar 
de los hechos).     
8. Si la víctima no desea presentar la denuncia, denunciarán los 
investigadores policiales cuando se trate de un delito o falta pública, caso 
de las lesiones por tratarse de un delito o falta de acción pública. 
9. Si existen lesiones físicas o psíquicas, se acompañará a la víctima a un 
centro de salud, donde se le ofrezca la atención necesaria y se omita el 
correspondiente “Dictamen Médico”, que se adjuntará a la denuncia, si la 
hubiere.  
 
3.1.3.4 Actuación en la Delegación policial 
 
Si la intervención policial se inicia por presentación de la víctima en las 
dependencias policiales, se seguirán pasos idénticos respecto a: 
 
a. Traslado de la víctima a un centro médico, en el caso de agresión. 
b. Asesoramiento e información de recursos y servicios existentes. 
c. Acompañamiento a domicilio para recogida de documentación y/o enseres 
personales. 
d. Posibilidad de ser trasladada a un centro de mujeres.  
 
3.1.3.5 Entrevista con la victima 
 
Independientemente del lugar donde se produzca la intervención policial, se 
mantendrá una entrevista con la víctima en un espacio que le permita preservar su 
intimidad y privacidad. Durante el desarrollo de esta entrevista se tendrá en cuenta 
lo siguiente: 
 
1. Intentar establecer un buen contacto con la víctima: empatía, escucha, 
posición cercana y respetuosa. 
2. Ayudarla a la acción. Examinar con ella el problema objetivamente, no 
minimizar ni dramatizar, ayudándola a la toma de decisiones. 
3. La entrevista debe realizarse sin interrupciones. 
4. Explicarles el por qué de cada pregunta antes de formularla. 
5. Ayudarle en la sistematización y puesta en orden de la información 
facilitada. 
6. Estimulo de la denuncia como acción que se emprende para romper una 
relación abusiva. Se debe entender el estado emocional de la víctima, y no 
juzgar su decisión en caso de no querer presentar denuncia o en el caso 
de retirarla posteriormente. 
7. No es necesario proceder a la toma de declaración inmediatamente, es 
mejor que primero relate los hechos y se desahogue.   
 
3.1.4 Aspectos procesales: La detención y la citación del investigado 
 
Se han detectado algunas disfunciones en el funcionamiento de la Policía 
Nacional en la investigación de los delitos de agresiones sexuales, referidas, 
principalmente, a las dificultades de detención por la Policía Nacional en este tipo 
de delitos, a la conducción de la víctima al médico forense y a la utilización de la 
víctima como medio para lograr la citación del denunciado. Estos aspectos 
merecen un breve comentario. 
 
 
Resulta claro que la Policía Nacional tiene facultades para la detención de 
acusados por la comisión de hechos delictivos que pueden ser calificados de 
delitos de agresiones sexuales. En efecto, el art. 231 del Código Procesal Penal18 
prevé la posibilidad de detención, sin necesidad de mandato judicial, en los 
supuestos de flagrante delito. También con mandato judicial de detención. Y 
también bajo la responsabilidad del jefe de las delegaciones de la Policía 
Nacional. 
 
Se trata de una facultad del jefe de la policía cuando tenga indicios fundados de la 
comisión de un hecho delictivo. La atribución de la facultad de detener se 
corresponde con el deber del funcionario policial de atender y vigilar la seguridad 
de los ciudadanos ante lesiones psíquicas y agresiones sexuales. En este caso, el 
indicio resulta de la propia denuncia y de la constatación de las lesiones 
apreciables a simple vista, sin perjuicio de su constatación objetiva por la pericial 
médica que al efecto se realice. 
 
En los supuestos de delitos de agresiones sexuales, para los que se prevé pena 
privativa de libertad, no hay duda alguna de la posibilidad de detener por parte de 
la Policía Nacional, si bien se hace preciso una efectiva sensibilización de los (as) 
funcionarios (as) policiales para advertir la gravedad de los hechos, ye en los que 
la interposición de la denuncia puede, a su vez, suponer una mayor agravación 
cuando de ella recibe noticia del agresor. 
 
 
Tampoco se considera admisible que las víctimas del delito de agresiones 
sexuales, se vean tan desprotegidas en su situación procesal y vayan solas al 
reconocimiento médico, prueba fundamental en estos delitos. Por otra parte, el 
que la víctima vaya sola a este reconocimiento y que se ella la que recoja y tenga 
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que llevar el informe médico a la sede de la Policía supone una quiebra absoluta 
de los deberes policiales referidos tanto al deber de protección a las víctimas, 
como a la necesaria custodia de la prueba. (Art. 195 CPP).19 
 
Las diligencias con consideración de prueba deben ser practicadas y custodiadas 
por los órganos públicos pertenecientes al sistema penal, sin que puedan dejarse 
a la custodia de una parte, aunque sea la ofendida. Por otra parte, una adecuada 
sensibilización con el dolor de la víctima, por violencia sexual, obliga a disponer un 
acompañamiento dispensado por la policía, a través de los funcionarios de la 
misma. 
 
Igualmente, es contrario a la Les de la Policía Nacional, de Auxilio Judicial y al 
Código Procesal Penal la utilización de la víctima para realizar las citaciones 
derivadas de la interposición de la denuncia. Las normas son claras y esta 
actuación no es sino una costumbre anómala que debe ser erradicada de la 
actuación policial. 
 
La utilización de la víctima como persona citadora, supone la creación de un 
efecto perverso y criminógeno, pues la víctima es, al mismo tiempo, la portadora 
de una noticia que alimenta la venganza del agresor y cuyas consecuencias 
pueden ser, como de hecho lo son, trágicas.  
 
3.2 El Instituto de Medicina Legal 
 
 3.2.1 El Sistema Nacional Forense 
 
                                                            
19 Artículo 195.- Protección de la prueba. La autoridad correspondiente deberá adoptar las 
medidas necesarias de protección de testigos, peritos y demás elementos de convicción cuando sea 
necesario. 
 
Las quejas son numerosas sobre la reduplicación de informes médicos a realizar a 
las víctimas de estos delitos. La razón que justifica esta reduplicación parece 
deducirse de la apariencia de parcialidad de su realización por el personal médico 
que, perteneciente al Sistema Nacional Forense, elabora sus informes en las 
Comisarías de la mujer y otras instituciones de ayuda a la mujer. Esa 
reduplicación de informes no se produce cuando los mismos son realizados en el 
Instituto de Medicina Legal, a donde se envían a las víctimas para que, 
nuevamente, realicen el informe. 
 
Esto produce unas graves disfunciones. En primer lugar porque se obliga a la 
víctima a un segundo reconocimiento que, lógicamente, revictimiza. En segundo 
lugar, porque el nuevo médico/a que debe realizar el segundo informe no tiene los 
datos precisos para su elaboración, en la medida en que el tiempo transcurrido 
destruye parte de las evidencias médicas a las que se refiere la pericia. Además, 
porque la duplicidad del informe no está apoyada en la calidad del informe sino en 
la aparente falta de calificación de su autor, extremo que no debería plantear 
dudas pues se trata de personal médico que ha sido acreditado por la Corte 
Suprema de Justicia para su realización. 
 
Por ello se dispone que las pruebas periciales realizadas por el personal médico 
acreditado por la Corte y perteneciente al Sistema Nacional Forense, utilizando los 
formularios homogeneizados por el Instituto de Medicina Legal y haciendo constar 
su condición de pertenencia al Sistema Nacional Forense, no tengan que ser 
nuevamente realizadas cuando lo que se discute es la calificación del perito, pues 
la misma le viene dada por la acreditación de la Corte Suprema de Justicia. Si una 
de las partes del proceso, en el ejercicio legitimo de su derecho de defensa, 
interesa una nueva pericia lo procedente es que actúe conforme ordenan las 
normas previstas en el Código Procesal, valorando su necesidad y pertenencia 
con el objeto de la causa. 
 
Los profesionales de la salud tienen una especial responsabilidad, ética, 
profesional e institucional, en la lucha contra la erradicación de las agresiones. 
 
Estas recomendaciones, en esa línea, pretenden fijar pautas de comportamiento 
de los profesionales de la salud ante la sospecha de malos tratos en la consulta o 
en la asistencia en los centros de salud. Con ellas se intenta dar respuesta general 
a las principales preguntas que puede llegar a formularse el profesional sanitario.  
 
 3.2.2 Guía ética para el profesional médico 
 
Debe tener siempre presente la posibilidad de malos tratos, escuchar activamente 
y aceptar el relato del/a paciente, insistiendo en que la agresión nunca es 
justificable y que nadie merece recibir agresiones físicas, emocionales o sexuales, 
y que en algún modo estos conflictos afectan exclusivamente al ámbito de lo 
privado. Cuando alguien acude a la consulta está demandando ayuda, la 
obligación del facultativo es dársela. 
 
Las preguntas sencillas y directas sobre agresiones demuestran ser las mas 
eficaces, desde el mismo ambiente neutro de escucha activa, confidencialidad y 
evitando emitir juicio, indagar la posibilidad de malos tratos a miembros de la 
familia; en caso de sospecha los citaremos y comprobaremos dicha posibilidad. 
 
Al realizar el dictamen médico hay que ser extremadamente cuidadosos 
detallando todas las marcas actuales y anteriores. Mencionado explícitamente el 
estado psico-emocional de la víctima. Recomendando, si fuera necesario, en el 
mismo informe, que se derive al psicólogo o médico psiquiatra. Una ves rellenado 
el informe, se le leerá en voz alta, repasando las lesiones a fin de que la 
descripción sea lo mas exacta posible y puedan determinarse futuras secuelas. 
Hay que hacer referencia de las afirmaciones del/a paciente.      
 
Es importante tener en cuenta como criterios de actuación:  
 1. Escuchar y creer la experiencia de las agresiones que relata el/la paciente. 
2. Asegurarle que no está sólo/a y que no es culpa suya. 
3. Defender su derecho a vivir sin el temor de las agresiones. 
4. Aplazar la prescripción excesiva de medicaciones sedantes. 
5. Animarle a buscar servicios de apoyo  a la comunidad. 
6. Responder a sus necesidades de realizar un plan de seguridad. 
7. Apoyar y asistirle en sus decisiones. 
 
Recomiendan los expertos, en caso de ser posible, adjuntar fotografías de las 
agresiones, previo consentimiento, si es posible por escrito, de la presunta víctima. 
 
El trabajo relacionado con personas víctimas de agresiones sexuales es duro e 
ingrato para los profesionales por la complejidad de los distintos casos y la 
dificultad en proporcionar una atención continuada, tanto a los/as pacientes como 
a sus parejas, por lo que es conveniente realizar sesiones clínicas.   
 
En los supuestos de intervenciones médicas ante una agresión sexual y cuando 
las agresiones tienen como destinatarios los menores, la guía ética de actuación 
es, en términos generales, la acaba de exponer si bien tendrá  que tenerse en 
cuenta las especificaciones médicas propias de la agresión y que figuran en el 
manual de actuación  elaborado por el Instituto de Medicina Legal. 
Cuando las víctimas sean niños o adolescentes, se reiteran las prevenciones de 
carácter ético expuestas, con la especial sensibilización y, en su caso, presencia 
de personas acompañantes.   
 
 3.2.3 Documentos utilizados 
 
Los documentos utilizados son los informes médicos que elaborados por el 
Instituto de Medicina Legal, han sido aprobados por la Corte Suprema de Justicia 
y servirán como documentos en los que los médicos informantes desarrollaran el 
contenido de su informe sobre las agresiones sexuales.   
 
3.3 El Ministerio Público 
 
 3.3.1 El Sistema acusatorio 
 
Colofón de su estatuto orgánico es el Código Procesal Penal que al instaurar un 
proceso penal regido por el sistema acusatorio convierte al Ministerio Público en 
un órgano clave del sistema penal. Actúa en el proceso representado a la 
sociedad, en general, con especial atención al interés de la víctima, a la que 
también representa, en unión de la acusación particular, recibiendo las 
investigaciones de la policía a la que puede ordenar la práctica de especificas 
investigaciones para, finalmente, ejercitar la acción penal tras recibir el informe de 
la policía nacional, salvo que proceda el archivo o se ejercite el principio de 
oportunidad en los supuestos previstos en los artos. 55 y siguientes del Código 
Procesal Penal.  
 
La formulación del proceso bajo el sistema acusatorio parte de la diferenciación de 
los órganos de acusación de los de enjuiciamiento, de la premisa de quien instruye 
no debe juzgar y de establecer una vinculación entre el escrito de acusación y la 
sentencia penal. Estas tres características básicas del sistema acusatorio se 
complementan, durante la instrucción de las causas penales, con la configuración 
del Juez como órgano jurisdiccional de garantía de los derechos de las partes en 
el proceso manteniendo su imparcialidad en las decisiones que debe adoptar 
frente a peticiones de las acusaciones y, en su caso, de la defensa en un proceso 
regido por el principio de contradicción.   
 
La función de postulante de la acción penal que ostenta el Ministerio Público 
aparece enmarcada con la observancia del principio de legalidad, lo que otorga a 
esta institución la condición de “parte imparcial” que, aunque encierra un 
contrasentido supone la expresión mas clara de su trascendental función. 
 
Esa posición de objetividad en el ejercicio de la acción, obviamente, no está reñida 
con su obligación de defender a las víctimas de los delitos, pues su defensa es, al 
mismo tiempo, la defensa de interés de la sociedad que actúa en el proceso penal.     
 
Los funcionarios del Ministerio Público tienen que estar especialmente 
sensibilizados con la problemática de la violencia sexual posibilitando, a través del 
ejercicio de la acción penal, la realización de la justicia. 
 
 3.3.2 Las medidas cautelares 
 
La adopción del sistema acusatorio supone que debe ser el Ministerio Público o, 
en su caso, la acusación particular, quien debe solicitar las medidas de protección 
a las víctimas  que el Código Procesal Penal establece en el art. 167, alguna de 
ellas de vital importancia en el enjuiciamiento de los delios de agresión sexual. 
 
La lectura conjunta de los arts. 110, 195 y 201, de una parte, y 167 de otra, todos 
del Código Procesal Penal20, pone de manifiesto la importancia que para el 
                                                            
20 Código Procesal Penal. Arto. 110. (Ver anexos)  
Artículo 195.- Protección de la prueba. La autoridad correspondiente deberá adoptar las medidas 
necesarias de protección de testigos, peritos y demás elementos de convicción cuando sea necesario. 
Artículo 201.- Forma de la declaración. Antes de comenzar la declaración, el testigo deberá ser 
instruido acerca de sus deberes y de las responsabilidades en que incurriría si falta a ellos, prestará 
promesa de ley y será interrogado sobre su nombre, apellido, estado civil, oficio o profesión, 
domicilio, vínculos de parentesco y de interés con las partes, y sobre cualquier otra circunstancia 
útil para apreciar su veracidad.  
Si el testigo teme por su integridad física o la de otra persona, podrá autorizársele para no indicar 
públicamente su domicilio y se tomará nota reservada de él, pero el testigo no podrá ocultar su 
identidad ni se le eximirá de comparecer en Juicio.  
Legislador tiene la protección de la víctima, particularmente en este tipo de delitos, 
que el operador de la Justicia, sensibilizado con este tema, debe aplicar en su 
plenitud. Debe ser consciente, particularmente el postulador de la acción penal, 
que la situación de desamparo de las víctimas, moral, emocional y económica, 
debe ser inmediatamente remediada con la adopción de las medidas de 
protección previstas en la norma procesal. Su adopción judicial, previa instancia 
de la acusación, permitirá no solo la solución concreta a una situación denunciada, 
sino también contribuirá a la creación de una cultura contraria a la agresión, pues 
su petición generalizada, tras un estudio de cada caso concreto, aumentara el 
temor a la realización de actos de agresión temerosos de que su realización pueda 
suponer una reacción inmediata y fulminante a través de las medidas de 
protección de la víctima.     
 
 3.3.3 El juicio oral 
 
Durante el juicio oral, momento central del enjuiciamiento en el sistema acusatorio, 
el Ministerio Público deberá evitar que en su realización se produzcan situaciones 
de revictimización y, concretamente deberá evitar que en el juicio oral se formulen 
preguntas que atenten a la dignidad de la persona, tanto de los acusados como de 
las víctimas, así como de aquellas preguntas innecesarias, como las referidas al 
comportamiento sexual de la víctima. El arto. 307 del Código Procesal Penal21 es 
claro en su contenido protector y es al fiscal, además de a otros operadores 
jurídicos, a quien corresponde especialmente su observancia. 
  
 
De la misma manera dispondrá lo necesario para que en las audiencias del 
proceso, la víctima, que no tiene obligación de comparecer, realice su 
comparecencia en condiciones que puedan impedir confrontaciones con el 
                                                            
21 Código Procesal Penal. Arto. 307. (Ver anexos) 
 
agresor. Para evitar retardos y revictimizaciones se opondrá a la suspensión de 
las audiencias por motivos injustificados e interesará la urgente celebración de las 
audiencias. 
 
Particular importancia ha de tener la reiteración de los actos de agresión. El 
Ministerio Público, recogiendo el informe de la Policía Nacional deberá comprobar 
la realidad de anteriores denuncias para, en estos casos, solicitar las medidas 
cautelares precisas para impedir nuevas agresiones y tenerlo en cuenta para la 
solicitud de la pena. 
 
Como se señaló en el apartado destinado al Sistema Nacional Forense, se 
recuerda que este está integrado tanto por el personal médico del Instituto de 
Medicina Legal como por el personal acreditado por la Corte Suprema de Justicia, 
que desarrolla sus funciones profesionales en Comisarías de la mujer u otros 
centros.   
 
Sus informes, serán utilizados como elementos de prueba y su valoración se 
realizará exclusivamente en función de su contenido sin que quepa alegar 
invalidez en razón de la persona que emitió el dictamen, conforme se especifica 
en el capitulo de la actuación jurisdiccional.    
 
 3.3.4 Guía ética para el personal del Ministerio Público 
 
Durante la sustanciación del proceso y en el juicio oral, el Ministerio Público 
deberá velar por los derechos fundamentales de la víctima, defendiendo sus 
derechos y postulando que en el curso del enjuiciamiento no se produzcan 
situaciones de revictimización, lo que implica: 
 
1. El control sobre la actuación policial para que respete y observe los derechos 
de la víctima. 
2. Evitar la repetición de pruebas que sean innecesarias en la etapa de 
investigación y en la del juicio oral. 
3. Oponerse a la práctica de interrogatorios a la víctima que sean impertinentes, 
por no guardar relación con el objeto del proceso, o sugestivas, por sugerir 
respuestas, o innecesarias para el enjuiciamiento.  
4. Propiciar la adopción de medidas cautelares de protección del testigo y de las 
víctima, tanto en la etapa de investigación del proceso panal como en el 
enjuiciamiento de los hechos.  
5. Asistir a la víctima en las demandas que le realice, manteniendo su posición de 
imparcialidad que rige su actividad procesal. 
6. Mantener informada a la víctima sobre la marcha del proceso. 
7. Interesarse por las medidas de protección referidas en el art. 110 del Código 
Procesal Penal en relación con las previstas en el art. 102 del Código Penal22, 
y las previstas en el art. 167 del Código Procesal Penal. 
8. Actuar las acciones civiles y las medidas cautelares reales en interés de la 
víctima dirigidas a solventar la problemática familiar en los casos previstos en 
la ley. 
9. Vigilará desde su posición el proceso.   
 
3.4 La actuación Jurisdiccional 
 
La Constitución de la República contempla, en su art. 15923, la función 
jurisdiccional con la clásica definición de sus competencias de “juzgar y hacer 
                                                            
22Art. 102 Quebrantamiento: El quebrantamiento de una medida de seguridad de internamiento 
dará lugar al reingreso del sujeto en el mismo centro del que se haya evadido o en otro que 
corresponda a su estado. 
Si se trata de otras medidas, el Juez o Tribunal podrá acordar la sustitución de la medida 
quebrantada por la de internamiento, si esta está prevista para el supuesto de que se trate y si el 
quebrantamiento demuestra su necesidad. 
23Artículo 159.- Los tribunales de justicia forman un sistema unitario, cuyo órgano superior es la 
Corte Suprema de Justicia. EL Poder Judicial recibirá no menos de cuatro por ciento del 
Presupuesto General de la República. Habrá tribunales de apelación, jueces de distrito, jueces 
ejecutar lo juzgado”. Para su ejercicio la dota de las necesarias características de 
independencia, inamovilidad y sujeción única a la Ley.  
 
El diseño del Poder Judicial en la Constitución de la República tiene como eje 
central a la Corte Suprema de Justicia, con los mas altos contenidos 
jurisdiccionales y de gobierno del Poder Judicial. La Ley Orgánica del Poder 
Judicial, prevé el ejercicio de la función jurisdiccional a través de los Juzgados 
Locales de lo Penal y de los Juzgados de Distrito de lo Penal con una 
competencia distinta en función de la gravedad de los delitos, y regula a 
intervención del pueblo en la administración de Justicia a través del Jurado.   
 
Concurren, en la actualidad, dos procedimientos procesales. El derivado del 
anterior Código de Instrucción Criminal (In) y el instaurado por el nuevo Código 
Procesal Penal (CPP). Para facilitar la concurrencia normativa la Corte Suprema 
ha establecido la división de los Juzgados entre aquellos que tramitarán sus 
procedimientos por el viejo proceso y los que lo harán por el nuevo, medida que 
asegurará la efectiva vigencia del nuevo Código, cuando el tiempo permita la 
conclusión de las causas tramitadas bajo la vigencia del anterior. Esta buena 
medida permitirá la aplicación de la nueva normativa procesal sin las ataduras, 
siquiera forenses, del anterior. 
 
 
 3.4.1 El Juez de garantías. 
 
Los cambios normativos producidos por la promulgación del nuevo Código 
procesal pueden haber creado una cierta zona de inseguridad en la aplicación que 
se van resolviendo mediante la creación de comisiones de análisis de la 
problemática creada, conformando una situación que aunque costosa va 
produciendo sus efectos positivos en la implantación de la norma procesal. 
                                                                                                                                                                                     
locales, cuya organización y funcionamiento será determinado por la ley. Se establece la carrera 
judicial que será regulada por la ley.  
Particular importancia tiene, en este aspecto, los profundos cambios producidos 
en el quehacer judicial derivados, principalmente de la asunción el principio 
acusatorio que sustituye el inquisitivo, desde la actuación jurisdiccional de oficio en 
la investigación de los hechos delictivos, que ahora se traslada a la Policía 
Nacional y al Ministerio Público; la activa intervención judicial en la Mediación, que 
ahora pasa en lo referente a su aprobación al Ministerio Público; la contradicción 
exigida en la adopción de la tramitación procesal, frente al interior procedimiento 
de oficio; etc, conforman una distinta manera de enjuiciar, situación en la que han 
incidido los cursos de capacitación realizados. No obstante, se han producido 
algunas disfunciones en la tramitación que no son sino las lógicas que se derivan 
de la reciente promulgación de una norma de la importancia del Código Procesal 
Penal.    
 
Ciertamente, el cambio es histórico. Se ha pasado de un modelo de Juez que 
impulsa el proceso y dirige la investigación, a otro Juez, mas respetuoso con las 
garantías que el proceso concede a los ciudadanos y del carácter de instrumento 
de control formalizado que caracteriza el proceso penal, en el que el Juez no es 
sino el árbitro de la contienda cuyos protagonistas principales son la acusación y 
la defensa, la víctima y el acusado, representados, respectivamente por el 
Ministerio Público, y en su caso por la Acusación particular, y la defensa del 
imputado, en una contienda en el Código Procesal es el marco para la actuación 
de los respectivos intereses, el de la sociedad y la víctima y el del imputado. El 
Juez resolverá las cuestiones conflictivas, derivadas de esos intereses 
enfrentados, conforme a las disposiciones del Código Procesal, sin arrogarse 
funciones de la acusación o de la defensa, sino asumiendo la función jurisdiccional 
de árbitro de las garantías constitucionales de las partes del proceso.    
Como se señaló al comentar la Institución del Ministerio Público, esa imparcialidad 
que caracteriza al Poder Judicial en el Código Procesal no supone una actuación 
despreocupada de la víctima, pues sus derechos aparecen consagrados en la 
Constitución y en el resto del ordenamiento jurídico, que debe atender, 
propiciando que sus derechos sean reconocidos en el proceso, entre ellos, y de 
manera principal, el de no ser revictimizada por el sistema de enjuiciamiento.  
 
 3.4.2 Los derechos del acusado y la víctima. 
 
En el nuevo esquema procesal los platillos de la balanza, en la forma que 
tradicionalmente se representa a la justicia como contienda jurisdiccional, están 
ocupados por la sociedad y el acusado, para los que la ley procura una igualdad 
de armas procesales. La víctima, integrante de la sociedad, es la persona que 
comparece en el proceso de forma involuntaria, sorprendida y agredida por la 
acción de otra persona a la que acusa. Aunque el acusado tiene el derecho 
fundamental a la presunción de inocencia que le amprara en su andadura 
procesal, la víctima no es la persona a la que se le otorgan derechos para su 
defensa frente al ejercicio de la acción pena, sino que los tiene por su condición de 
persona que de forma involuntaria ha sido llamada al proceso penal para participar 
los datos precisos que permitan el enjuiciamiento de unos hechos lascivos a toda 
la sociedad. 
 
En otras palabras, los derechos de las víctimas aparecen en el proceso como 
derechos fundamentales naturales e inalienables y, en ocasiones, cuando se trata 
de niñez, adolescencia y de mujeres que sufren el maltrato familiar y sexual, están 
especialmente protegidos en aras a una especifica normativa protectora. los 
derechos de los acusados en un proceso penal, igualmente fundamentales, son 
inalienables en su consideración como persona, pero otorgados por el 
ordenamiento para procurar la igualdad de armas en el enjuiciamiento. 
 
En el sistema acusatorio hay que huir de interpretaciones que supongan 
materializar una especie de “teoría de los vasos comunicantes”, en cuya virtud el 
reconocimiento de los derechos de un imputado ha de suponer una paralela 
restricción de los de la víctima, o viceversa. Por el contrario, el sistema acusatorio 
propugna la defensa de los derechos de la partes en el proceso, sin merma de los 
derechos de ninguna de las partes. El derecho del menor a su desarrollo integral, 
el denominado “interés superior del menor”, o de la víctima, a que se le respete su 
dignidad, etc., no aparecen cercenados por los derechos reconocidos al imputado 
en el proceso penal, pues ambos actúan en el proceso con la plenitud de sus 
derechos como persona. Nunca el reconocimiento a la presunción de inocencia 
deberá permitir la revictimización de quien ya ha sido víctima del delito, sino que 
tendrá que practicarse la prueba sobre los hechos sin lesionar ni el derecho del 
imputado ni el de la víctima, en este caso, de la mujer o del menor, quienes por 
disposiciones expresas de los ordenamientos, nacional e internacional, gozan de 
una especial protección derivada a la indefensión social en la que son situados.    
 
 3.4.3 Las agresiones sexuales. 
 
La solución judicial a un problema de violencia sexual no deja de ser un palmario 
reconocimiento de la ineficacia de otros sistemas de control y de las políticas de 
prevención. 
 
Los tipos penales recogidos bajo la rúbrica “De la violación y otras agresiones 
sexuales” contemplan una serie de conductas lesivas a la libre determinación en 
materia de sexualidad de la víctima y al libre desarrollo de la personalidad, cuando 
se trata de menores. Como se señaló anteriormente, el bien jurídico protegido es 
la libertad, en este caso, sexual, de la víctima que resulta agredida cuando se 
realiza la agresión de contenido sexual contra la voluntad del ofendido/a por la 
acción agresora de un autor.  
 
En ocasiones no se alcanza a comprender, cómo, en ocasiones, se solicita del 
médico forense que informe sobre la “gata de la desfloración”, pues a los efectos 
de la aplicación del tipo penal de la violación y otras figuras afines, es 
intrascendente que la víctima fuera, o no, virgen al tiempo de la agresión. Para la 
tipificación de la conducta agresiva es necesario acreditar la realidad de la 
agresión, sin incidir  en la vida sexual anterior de la mujer ofendida por el delito. 
 El Código Penal establece unas presunciones legales, es decir, afirmaciones de la 
ley que integran requisitos del tipo, de falta de consentimiento en función de la 
edad, por ejemplo en la violación “cuando la víctima sea menor de 14 años”,. Se 
trata de una presunción legal destinada a proteger a los menores de esa edad, o 
de otras en los tipos penales que contemplan como elementos del tipo distintas 
referencias a la edad, al disponer el legislador, con acierto, que por debajo de esa 
edad no hay capacidad de disposición de la libertad sexual y cualquier acceso 
carnal siempre se considera no consentido y, por lo tanto, típico de la violación o 
del delito del que se trate. Por lo tanto, no serían admisibles pruebas respecto a 
menores de esas edades sobre el consentimiento a la relación, pues legalmente 
se ha dispuesto la falta de disposición por el menor. 
 
El Código prevé una gravacion en la pena cuando el agresor pertenezca al núcleo 
familiar, que se corresponde a la mayor antijuricidad de la conducta de quien está 
llamado a educar, a no agredir, y que se aprovecha de su situación de convivencia 
para su acción agresiva sobre personas especialmente protegidas dada su 
vulnerabilidad.    
 
 3.4.4 Aspectos procesales. 
 
  3.4.4.1 Actuaciones contra la victimización secundaria. 
 
Reiteradamente, a lo largo de este documento, se ha aludido a la necesidad de 
evitar que en este tipo de procesos, donde las víctimas sufren un maltrato en sus 
distintas variedades, una nueva agresión por parte del sistema penal encargado 
de la investigación de las conductas y, en su caso, de la condena de los 
agresores. Los delitos englobados en la rúbrica de maltrato sexual a mujeres y 
niños agreden no solo los concretos bienes jurídicos protegidos por la respectiva 
norma penal, sino también agreden otros bienes jurídicos, la convivencia familiar, 
la seguridad emocional, económica y afectiva, el libre desarrollo de la 
personalidad, y otros bienes que hacen que las víctimas se encuentran en una 
especial situación de vulnerabilidad a la que los operadores jurídicos deben ser 
especialmente conscientes al aplicar la norma penal sustantiva. Ha de cuidarse, 
muy especialmente, que el proceso penal no sea un espacio de hostilidad para 
quienes acuden al mismo en demanda de justicia. 
 
Ciertamente, las oficinas policiales, los juzgados y los tribunales son espacios muy 
duros para quienes los conocen. Al igual que los hospitales, los ciudadanos que a 
ellos acudimos nos encontramos ante estructuras tan duras que difícilmente 
podemos actuar con libertad, dejando que sean los conocedores del lugar quienes 
dirijan nuestros pasos. Por eso han de desplegarse  especiales prevenciones para 
evitar situaciones de incomprensión, cuando no de agravio, reiteraciones 
innecesarias, molestias que pueden ser evitadas para quienes por situaciones 
muy lascivas, se ven obligadas a comparecer ante las oficinas de policía, del 
Ministerio Público o de los Juzgados. 
 
El retardo en el cumplimiento de las diligencias policiales no solo es un defectuoso 
funcionamiento de la oficina judicial, en este caso, revela para la víctima una 
incomprensión de su dolor. Otro tanto cabe decir de las diligencias, ya periciales, 
declaraciones personales, pues son percibidas por la víctima como síntoma de la 
poca credibilidad de su situación. Es cierto que, en muy contadas ocasiones, esas 
reiteraciones son necesarias pero una especial sensibilidad con el dolor de la 
víctima aconsejaría que, si realmente es necesaria, se explicará a la víctima el 
motivo de la reiteración. 
 
  3.4.4.2 Valoración de la prueba. 
 
El Código Procesal Penal señala como criterio de valoración de la prueba el de la 
conciencia, para los Jurados, y el de la apreciación conjunta y armónica de la 
prueba, apreciación racional y acorde a las reglas de la lógica para el Juez 
profesional, (art. 193 CPP)24. Básicamente estos criterios son coincidentes, si bien 
los órganos jurisdiccionales profesionales, precisamente por la profesionalidad de 
la función que desarrollan, deben expresar motivadamente el resultado de la 
convicción, exponiendo el contenido de la valoración de la prueba. Esa exigencia 
de motivación de la prueba no es sino la manifestación de la apreciación racional y 
acorde a las reglas de la lógica. En otras palabras, al Juez profesional se le exige 
que motive la convicción y la única forma de realizarlo es que la exprese a través 
de razonamientos lógico. No existe un sistema de reglas de valoración de prueba 
tasada, sino una apreciación en conciencia sujeto a las reglas de la lógica. 
 
 
Para alcanzar esa convicción son válidas las pruebas cuya práctica esta regulada 
en el código. De entre las pruebas destacan por su importancia las denominadas 
pruebas de carácter personal, es decir, aquellas que son apreciables 
sensorialmente por el juzgador que directamente las percibe. Con ellas el tribunal 
puede alcanzar una convicción directamente a través de lo que el testigo relata y 
atento a todas las circunstancias concurrentes de la declaración. Entre los 
elementos de la valoración de la prueba personal destaca la inmediación, es decir 
la percepción directa e inmediata de la prueba atento el juzgador no solo a lo que 
el testigo dice, sino también a la seguridad que transmite el declarante, a las 
reacciones que provoca en otros intervinientes en el enjuiciamiento, todo lo cual 
conforma una convicción  que el tribunal adquiere y debe reflejar en la sentencia. 
Dicho de otro modo, cuando se cree a una persona a la que no se conoce con 
anterioridad es en base, no solo a lo que esa persona manifiesta, sino a la 
                                                            
24 Artículo 193.- Valoración de la prueba. En los juicios sin jurados, los jueces asignarán el valor 
correspondiente a cada uno de los elementos de prueba, con aplicación estricta del criterio racional, 
observando las reglas de la lógica. Deberán justificar y fundamentar adecuadamente las razones 
por las cuales les otorgan determinado valor, con base en la apreciación conjunta y armónica de 
toda la prueba esencial.  
 
credibilidad que merece por un conjunto de circunstancias que se engloban en lo 
que se denomina la inmediación en la práctica de la prueba.   
 
  3.4.4.3 Declaraciones de la víctima. 
 
Las declaraciones de la víctima, en un sistema de valoración como el previsto en 
el Código Procesal Penal, es una prueba susceptible de ser valorada por el 
Juzgado que la ha percibido, si bien en el caso de que sea prueba única, su 
valoración requiere especiales condicionamientos que, sin convertirla en prueba 
tasada, permitan la valoración racional de la prueba y la fundamentación de la 
convicción. Así, se ha considerado como criterios relacionados de la valoración, la 
ausencia de elementos espurios que puedan invalidarla al referenciar sospechas 
de venganza; la existencia de elementos de corroboración a su testimonio, como 
ropas, testigos referenciales a su testimonio, evidencias de los hechos, etc,. Se 
trata de criterios de valoración, no de reglas de valoración, pues la prueba se 
practicó en el juicio a través de la declaración de testigos a presencia del Juzgado, 
o del Jurado, y con intervención activa de las partes del proceso. 
 
Las declaraciones de los testigos son obligatorias. Expresamente el art.196 CPP25 
establece esa obligación y la víctima “lo hará en condición de testigo”. Su negativa 
a declarar puede dar lugar a responsabilidad penal y puede ser detenida para 
                                                            
25 Artículo 196.- Deber de rendir testimonio. Sin perjuicio de las excepciones previstas en el 
presente Código, toda persona tendrá la obligación de concurrir al llamamiento a Juicio y de 
declarar la verdad de cuanto conozca, sin omitir ningún hecho relevante.  
Cuando se cite a declarar a la víctima u ofendido, lo hará en condición de testigo.  
Ningún testigo estará obligado a declarar sobre hechos que le puedan deparar responsabilidad 
penal a sí mismo.  
asegurar su comparecencia al juicio, por un plazo máximo de veinticuatro horas 
(art. 200 CPP)26. Esta obligado a decir la verdad bajo promesa.  
 
  3.4.4.4 Declaraciones de niños, niñas y adolescentes. 
 
Otro tanto cabe decir de las declaraciones de los menores. Estos, no facultados 
para la realización de actos de disposición patrimonial o para la realización de 
determinados actos porque su edad le impide tener una determinada capacidad 
jurídica, sí que pueden testificar en el proceso penal para la investigación de 
conductas. Si bien su testimonio, precisamente para proteger su especial 
situación, debe ir acompañado de determinadas prevenciones, como la presencia 
de sus padres o de personas que legalmente le representen. Pero esas 
prevenciones están dispuestas para proteger su personalidad pero no afectan al 
contenido de su declaración. 
 
Caracteriza a la prueba testifical que el testigo es una persona que comparece en 
el juicio para participar unos hechos que ha percibido sensorialmente. El menor 
reúne esta característica, puede participar al órgano jurisdiccional lo que ha 
percibido por los sentidos, lo que ha visto y oído, y comunicar esos hechos sobre 
los que es preguntado para conformar una convicción al órgano jurisdiccional. 
Ninguna tacha cabe oponer al testigo menor de edad sobre su capacidad para 
declarar en el juicio. 
 
Ahora bien, las especiales condiciones del menor hacen preciso que su 
declaración se practique en unas especiales condiciones para evitar que de ella 
pueda darse una lesión a su libre desarrollo, mediante la formulación de preguntas 
de forma precisa y acomodando el lenguaje forense a las circunstancias del 
                                                            
26 Artículo 200.- Aprehensión inmediata. El tribunal podrá ordenar, mediante resolución 
motivada, la aprehensión de un testigo cuando haya temor fundado de que evada su 
responsabilidad. Esta medida no podrá exceder de veinticuatro horas. 
menor, lo que no impide la posibilidad de valoración de su testimonio como prueba 
de campo. 
 
  3.4.4.5 Declaración del acusado. 
El acusado tiene derecho a no declarar y, en caso de hacerlo, a no declarar contra 
si mismo (art. 34.7 Cn)27. Este precepto constitucional es profusamente reiterado 
en el Código Procesal Penal. En el art. 95.1228 se reconoce el derecho del 
acusado a “abstenerse a declarar y a no declararse culpable”. Particular 
regulación se expresa en la regulación de la Audiencia inicial. El art. 27029 dispone 
“el acusado no tiene ningún deber de declarar en este acto. Si lo quiere hacer, el 
juez le informará sobre su derecho de mantener silencio y las consecuencias de 
renunciar a ese derecho”. El art. 27130 regula la admisión de hechos, disponiendo 
que “si el acusado espontáneamente admite los hechos de la acusación, el juez se 
asegurará que la declaración sea voluntaria y veraz. También le informará que su 
                                                            
27 Articulo 34.- Todo procesado tiene derecho, en igualdad de condiciones, a las siguientes 
garantías mínimas: 7)A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni contra su cónyuge o 
compañero en unión de hecho estable, o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad, ni a confesarse culpable. 
28 Artículo 95.- Derechos. El imputado o el acusado tendrán derecho a: 12. Abstenerse de declarar, 
y a no declararse culpable. 
29 Artículo 270.- Declaración del acusado. El acusado no tiene ningún deber de declarar en este 
acto. Si lo quiere hacer, el juez le informará sobre su derecho de mantener silencio y las 
consecuencias de renunciar a ese derecho.  
27 Artículo 271.- Admisión de hechos. Si el acusado espontáneamente admite los hechos de la 
acusación, el juez se asegurará de que la declaración sea voluntaria y veraz. También le informará 
que su declaración implica el abandono de su derecho a un Juicio oral y público.  
Si lo estima necesario, ordenará la recepción de prueba en una audiencia que deberá celebrarse en 
un plazo no mayor de cinco días. Si la prueba recibida arroja dudas sobre la culpabilidad del 
acusado, rechazará la declaración de culpabilidad y ordenará la continuación del proceso. De lo 
contrario, señalará fecha y hora, dentro de los siguientes quince días durante los cuales ambas 
partes podrán presentar pruebas y alegatos acerca de la sentencia por imponer, la cual será 
impuesta al final de este plazo.  
declaración implica el abandono de su derecho a un juicio oral y público”. Por 
último, el art. 31131 también refiere una previsión similar para la declaración del 
acusado en el juicio, donde nuevamente es informado de su derecho a no declarar 
y a no confesarse culpable, añadiendo que si declarara se realizará en la forma de 
la prueba testifical, valorándose como cualquier otro medio de prueba. 
Nótese que el precepto señala que declarará en la forma prevista para el testigo, 
no que tenga la condición de testigo, como dice para la víctima el art.196 del CPP. 
Del conjunto de los preceptos referentes a la declaración del acusado se 
comprueba que el legislador constitucional dispuso el derecho a no declarar, 
precepto que ha sido reproducido en el Código Procesal Penal, imponiendo al 
Juez la obligación de recordarle la vigencia de su derecho. La prevención de que 
si quiere declarar lo realizará en la forma prevista para el testigo, no lo convierte 
en prueba testifical, sino que se utiliza esa forma, es decir, la típica del 
interrogatorio cruzado entre acusación y defensa, sin que eso suponga que su 
valoración deba ser la correspondiente al testigo. 
  
  3.4.4.6 Pruebas periciales. 
 
 
                                                            
31 Artículo 311.- Declaración del acusado y derecho al silencio. El acusado tiene derecho a no 
declarar. Si decide hacerlo, el juez previamente le advertirá del derecho que le asiste de no declarar, 
de que de su silencio no podrá derivarse ninguna consecuencia que le sea perjudicial, de que si 
declara lo hará previa promesa de ley y en la forma prevista para la declaración de los testigos y de 
que, en tal caso, su declaración se valorará como cualquier medio de prueba.  
Durante el Juicio, no deberá hacerse mención alguna al silencio del acusado, bajo posible sanción de 
nulidad.  
El acusado podrá en todo momento comunicarse con su defensor, sin que por ello la audiencia se 
suspenda; para tal efecto se le ubicará a su lado. No obstante, no lo podrá hacer durante su 
declaración o antes de responder a preguntas que se le formulen.  
 
La prueba pericial se revela de extrema importancia en el enjuiciamiento de los 
delitos de violencia sexual. A través de la pericia se comprobará la efectividad de 
las agresiones sexuales. Se reproduce aquí cuanto se expuso en orden del 
apartado relativo al Instituto Médico Legal y, particularmente, en orden a la no 
reiteración de la prueba pericial efectuada sobre la víctima de un delito sexual. 
Una segunda pericia sobre la misma persona contribuye a la revictimización de la 
víctima. Además, su contenido puede aparecer desvirtuado pues la segunda 
pericia se realiza cuando ya han desaparecido, en gran medida, las evidencias de 
la acción agresiva. 
 
Los artículos del Código Procesal Penal reguladores de la prueba pericial, arts. 
203 y siguientes32, establecen un juicio sobre idoneidad del perito circunscrito a la 
                                                            
32 Artículo 203.- Peritaje. Cuando sea necesario o conveniente poseer conocimientos especiales en 
alguna ciencia, arte, técnica o materia para conocer o para apreciar un elemento de prueba, el juez 
podrá admitir la intervención de un perito en el Juicio, para que exprese su opinión sobre el punto 
en cuestión.  
Cuando la prueba pericial sea ordenada a propuesta del Ministerio Público o del acusado que no 
tenga capacidad económica, los honorarios de los peritos privados, determinados por el juez o 
tribunal, correrán a cargo del Poder Judicial. Si la prueba pericial es propuesta por alguna otra parte 
o por el acusado con capacidad económica, los honorarios periciales correrán a su cargo.  
En todos los casos señalados, los emolumentos a los peritos deberán ser pagados por medio del juez 
o tribunal.  
Código Procesal Penal. Arto. 204. (Ver anexos)  
Código Procesal Penal. Arto. 205. (Ver anexos)  
Artículo 206.- Deber de reserva. El perito deberá guardar reserva de Cuanto conozca con motivo de 
su actuación y sólo podrá dar opiniones técnicas durante y dentro del proceso.  
Artículo 207.- Testigo técnico. Es testigo y no perito quien declare sobre hechos o circunstancias 
que hubiere conocido casualmente, aunque para informar utilice tas aptitudes especiales que posee 
en una ciencia, arte, técnica o materia. En este caso regirán las reglas de la prueba testimonial.  
Artículo 208.- Traductores e intérpretes. El juez admitirá un intérprete idóneo cuando fuere 
necesario traducir documentos redactados o declaraciones por producirse en idioma distinto del 
español, aun cuando lo conozca.  
capacidad técnica del perito compareciente, sin que pueda ser negada esa 
condición de perito por criterios meramente subjetivos, como es el sexo, o el lugar 
de trabajo del perito que comparece ante el órgano jurisdiccional encargado del 
enjuiciamiento.  
 
Como se ha señalado la pericia, en este tipo de delitos, debe ser realizada por 
personal de salud acreditado para su realización, tanto pertenezca al Instituto de 
Medicina Legal o al Sistema Nacional Forense, como acreditado por la Corte 
Suprema de Justicia, sin que quepa la repetición de la prueba por causas 
subjetivas de la persona que realice el informe pericial, en los términos que se 
analizaron en el capitulo del Sistema Nacional Forense. 
 
  3.4.4.7 Régimen de limitación de pruebas. 
 
Bajo esta rúbrica se incluyen determinadas prevenciones que la propia ley 
establece, y que lógica aconseja, para evitar situaciones de revictimización en los 
ofendidos por el delito. 
  
   3.4.4.7.1 Pertinencia y necesidad de la prueba. 
 
El art. 192 del Código Procesal Penal33 previene que será objeto de la prueba los 
hechos que consten en la causa, lo que excluye de la posibilidad de practicarse 
                                                                                                                                                                                     
En todo lo relativo a los traductores e intérpretes regirán análogamente las disposiciones para los 
peritos.  
Artículo 209.- Excusa por implicancia o recusación. Serán causas de excusa por implicancia o 
recusación de los peritos las establecidas para los jueces, excepto la circunstancia de haber 
intervenido como investigador técnico o experto, perito o intérprete en la misma causa.  
 
 
33Artículo 192.- Objeto de prueba. Solo serán objeto de prueba los hechos que consten en la causa.  
prueba sobre hechos ajenos a la misma, como interrogatorios sobre hechos que 
no guardan relación con el enjuiciamiento, de particular importancia en las causas 
seguidas por delitos de agresiones sexuales cuando se pretende indagar sobre 
extremos que no guardan relación con la agresión. 
 
Además, este artículo señala que el tribunal podrá limitar los medios de prueba 
ofrecidos para demostrar un hecho cuando resulten manifiestamente repetitivos o 
cuando sean redundantes sobre el hecho ya probado. El legislador ha 
considerado, con buen criterio, que sobre el hecho ya probado o cuando ya se 
disponga de una acreditación al respecto pueda no considerarse necesaria su 
repetición, consciente, de que la repetición causa unos daños sobrevenidos a la 
víctima y del retardo que ello produce al enjuiciamiento de los hechos. 
 
Esta previsión es, particularmente, relevante en el enjuiciamiento de las 
agresiones sexuales cuando la prueba cuya repetición se pretende, la testifical o la 
pericial, se insta con el objeto, no expresamente indicado, de buscar 
retractaciones del testigo o, en el caso de la pericial, se pretende repetir en base a 
un criterio de pretendida idoneidad del perito en razón a criterios puramente 
subjetivos. 
 
   3.4.4.7.2 Protección de testigos, víctimas de los hechos. 
 
A este apartado se refieren los artículos 110 y 195 del Código Procesal Penal. En 
el primero se dispone que la víctima tiene derecho a solicitar medidas de 
protección frente a probables atentados en contra suya o de su familia, en tanto 
                                                                                                                                                                                     
El tribunal podrá limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho cuando resulten 
manifiestamente repetitivos. Asimismo, podrá prescindir de la prueba cuando ésta sea ofrecida 
para acreditar un hecho notorio o cuando exista acuerdo en que determinados hechos o 
circunstancias sean considerados como probados.  
  
que en el segundo de los artículos mencionados se dispone que la autoridad 
correspondiente deberá adoptar medidas precisas de protección de testigos. 
 
Se añade en el art. 201 la posibilidad de que la víctima pueda solicitar no 
comunicar su domicilio, lo que alcanza singular importancia en los supuestos en 
los que las agresiones sexuales hayan dado lugar a un cambio de domicilio por 
parte del ofendido en el delito. 
 
En esta relación destacamos el art. 167 del Código Procesal Penal que al regular 
las medidas cautelares contra los acusados en un proceso penal refiere una 
relación de medidas directamente aplicables a los delitos que son objeto de este 
estudio. Así, la prohibición de acudir a determinados lugares, por ejemplo, el 
domicilio del ofendido/a, o de comunicarse con determinadas personas, por 
ejemplo el ofendido/a, el abandono inmediato del hogar si se trata de delitos 
sexuales, cuando la víctima conviva con el acusado. 
 
Nada impide, aunque no figure expresamente en la norma pero resulta del 
mandato de protección a los testigos, que en el curso del juicio oral o en las 
audiencias previas al juicio a las que deba asistir la víctima junto al agresor se 
adopten especiales prevenciones dirigidas a la protección de las víctimas, 
particularmente cuando se trata de menores agredidos. Así la posibilidad de que el 
Juez se dirija al juicio disponga lo necesario para evitar la confrontación visual 
entre el agresor y su persona, utilizando para ello las múltiples posibilidades de la 
técnica, posibilita o incluso la colocación de mobiliario especialmente dispuesto 
que evite el contacto visual entre el agresor y la víctima. Igualmente evitando 
confrontaciones verbales entre ambos que reproducen la agresión sufrida en su 
día y potenciar la situación de desigualdad, origen, en ocasiones de la agresión 
sufrida. 
3.4.4.7.3 Facultades de moderación del Juez durante el 
interrogatorio de testigos. 
 
En el art. 307 del Código Procesal Penal previene la facultad del Juez de moderar 
el interrogatorio y, a petición de parte excepcionalmente de oficio, evitará que el 
declarante conteste a preguntas capciosas, sugestivas e impertinentes y procurará 
que el interrogatorio se conduzca sin presiones indebidas y sin ofender la dignidad 
de las personas. Esta previsión requiere una especial sensibilización del Juez a la 
hora de dirigir el debate contradictorio, procurando que no se realicen preguntas 
que no guarden relación con el objeto del proceso, o que sea equívocas o traten 
de confundir al testigo con interrogatorios deliberadamente oscuros. 
  
3.4.4.7.4 Limitación a la publicidad del juicio. 
 
La publicidad del juicio es un derecho garantizado en la Constitución (art. 34)34, 
que también permite su limitación en atención a consideraciones de moral y de 
orden público a los que se añade, en el art. 285 del Código Procesal Penal35, la 
posibilidad de restringir la publicidad cuando declare un menor de edad. 
 
La consideración del orden público hace referencia, en parte a una potestad de 
actuación del Juez cuando la celebración del juicio pueda provocar altercados que 
aconsejen la medida, e incluso cuando su celebración suponga una publicidad que 
incida en la victimización del ofendido por el delito haciendo que la inicial agresión 
sea objeto de reproducción mediática con reproducción de la lesión. 
 
  3.4.4.8 Medidas cautelares. 
 
 
                                                            
34Código Procesal Penal. Arto. 34. (Ver anexos)   
35Código Procesal Penal. Arto. 285. (Ver anexos)   
   
Constituye un hecho objetivamente constatable en la actualidad la sensación de 
desamparo que padecen las víctimas de los delitos de violencia sexual y, 
paralelamente, la sensación de impunidad que acompaña a los autores de este 
tipo de agresión. Las causas generadoras de este resultado indeseable son 
múltiples, pero de entre ellas destacan poderosamente dos principales: por un 
lado, el reducido número de sentencias que recaen frente al número real, no el 
oficial, de agresiones que se comenten y, por otro, la falta de inmediatez de la 
respuesta judicial en los escasos supuestos en que se formulan denuncias, 
inmediatez que resulta imprescindible para provocar en los potenciales agresores 
la reflexión, el temor y, finalmente, el abandono de sus conductas violentas ante la 
reacción fulminante y contundente en su contra del sistema penal. 
 
De ahí la importancia de articular una serie de medidas cautelares que permitan 
contrarrestar efectivamente el hecho delictivo con esa doble finalidad, dar 
respuesta inmediata al hecho delictivo y, sobre todo, servir de medida de 
educación dirigida a potenciales delincuentes para prevenir la acción. 
 
La medida cautelar por excelencia, la prisión preventiva puede ser adecuada para 
los hechos graves de agresiones sexuales. Al analizar la actuación policial 
comprobamos la posibilidad que tiene este órgano de investigación de actuar 
ordenando la detención de sospechosos y su presentación al Juzgado en el plazo 
de las cuarenta y ocho horas siguientes a la detención, restaurando la paz social 
quebrantada por el delito. En este sentido ha de recordarse que la eficacia policial 
no se mide solo por las estadísticas sobre hechos denunciados, investigados y 
descubiertos, también cuando se actúa directamente sobre la sociedad, 
demostrando la efectiva proximidad de la policía sobre la sociedad de la que se 
actúa. 
 
En todo caso, el art. 110 del Código Procesal Penal prevé la adopción de medidas 
de protección para prevenir posibles atentados a la víctima o su familia entre las 
que podrían ser adoptadas las previstas en el art. 102 del Código Penal. En el 
mismo sentido, el art. 167 al regular las medidas cautelares que pueden ser 
adoptadas en el proceso penal prevé la adopción de medidas cautelares 
especialmente referidas a los delitos de agresión sexual, como el abandono 
inmediato del hogar y la prohibición de acudir a determinados lugares, por ejemplo 
el domicilio de la víctima. Estas medidas, convenientemente dispuestas pueden 
dar una adecuada respuesta al hecho delictivo que deberán ser actuadas por el 
Ministerio Público y, en su caso, la acusación particular, para posibilitar una 
respuesta inmediata al hecho de la violencia intrafamiliar. 
 
  3.4.4.9 Guía ética para judiciales.  
 
Las normas de comportamiento judicial parten, como premisa previa, de una 
adecuada sensibilización hacia el problema de este tipo de delitos, recordando 
que, en todo caso, los Jueces deben sustraerse a sus opiniones personales sobre 
el asunto que enjuician para aplicar las normas jurídicas en el sentido que señala 
la ley. 
 
1. En la tramitación de las causas cuidarán especialmente que las 
programaciones de las audiencias se observe la máxima urgencia de su 
realización. 
2. Igualmente en estas programaciones por agresiones sexuales que tramitan 
ordenarán que sean dispuestas en primer lugar a fin de evitar estancias 
prolongadas en las inmediaciones de las dependencias judiciales. En todo 
caso evitarán que agresor y víctima coincidan en el mismo local de espera. 
3. En las actuaciones procesales en las que se investiga en el proceso de 
Mediación se procurará su realización con exquisito respeto a las partes 
que median, evitando que la diferente posición  que ocupan sea 
aprovechada para producir mas daño del sufrido. 
4. En las declaraciones de las víctimas se realizarán en espacios adecuados, 
imposibilitando el contacto entre víctimas y victimarios. 
5. Impedirán, salvo que fuera estrictamente necesaria, la repetición de 
pruebas periciales y testifícales, que ya obren en el procedimiento. 
6. Cuidarán que la declaración de la víctima de estos delitos se desarrolle en 
términos que no agredan la dignidad, impidiendo preguntas capciosas, 
sugestivas e impertinentes. 
7. Acordarán, en caso de que procedan, las medidas cautelares adecuadas a 
la situación denunciada. 
8. Comunicarán a la víctima los centros de atención para víctimas de 
agresiones sexuales. 

















CAPITULO IV. ANÁLISIS COMPARATIVO ENTRE LOS DELITOS CONTRA LA 
LIBERTAD E INTEGRIDAD SEXUAL DEL CÓDIGO PENAL DEL AÑO 1974 Y 
EL CÓDIGO PENAL VIGENTE 
  
 
En nuestra Legislación, se protege la libertad e indemnidad sexual como derecho 
inherente a los seres humanos,  tiene como fundamento la Constitución Política, 
en cuyo articulo 36 se establece que: “Toda persona tiene derecho a que se 
respete su integridad física, psíquica y moral... La violación de este derecho 
constituye delito y será penado por la ley” . 
 
De este precepto se colige que el bien Jurídico “Libertad e indemnidad sexual” que 
ha sido tutelado tanto en el Código Penal de 1974, como en el Código Penal 
vigente, tienen su fundamento Jurídico a nivel constitucional, y lo que el legislador 
hizo en estos códigos es seleccionar las conductas a través de las cuales 
considera que puede ser afectado real o potencialmente este bien jurídico. Por lo 
que, a efecto de realizar un análisis comparativo de la legislación penal anterior y 
la legislación penal actual, he realizado un estudio a las diversas conductas 
tipificadas en la ley, a través de las cuales se considera que puede atacarse el 
bien Jurídico “Libertad e indemnidad sexual”, y de previo al análisis de los tipos 
penales.  
 
De lo anterior, se presentan de forma paralela los articulados que tienen 
correspondencia entre sí del Código Penal del año 1974 y el vigente, en la tabla 
siguiente: 
 
4.1. Delito de Violación 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 195: Comete delito de 
violación el que usando la fuerza, la 
intimidación o cualquier otro medio que 
prive de voluntad, razón o de sentido a 
una persona, tenga acceso carnal con 
ella, o que con propósito sexual le 
introduzca cualquier órgano, 
instrumento u objeto. 
Se presume la falta de consentimiento 
cuando la víctima sea menor de catorce 
Artículo. 167 Violación: Quien tenga 
acceso carnal o se haga acceder o 
introduzca a la víctima o la obligue a 
que se introduzca dedo, objeto o 
instrumento con fines sexuales, por vía 
vaginal, anal o bucal, usando fuerza, 
violencia, intimidación o cualquier otro 
medio que prive a la víctima de 
voluntad, razón o sentido, será 
sancionado con pena de ocho a doce 
años o cuando sea mujer casada o en 
unión de hecho estable, a quien el 
violador hace creer que es su marido. 
Pueden ser autores y víctimas de este 
delito, personas de ambos sexos. 
La pena Del delito de violación será de 
quince a veinte años de prisión. No 
serán circunstancias atenuantes el 
estado de embriaguez o drogadicción. 
Son circunstancias agravantes 
específicas para este delito, sin 
perjuicio de las contenidas en el Arto. 
30 Pn, las siguientes: 
 
1.- Cuando resultare grave daño en la 
salud física o mental de la víctima. 
2.- Cuando el autor fuere pariente de la 
víctima dentro del cuarto grado de 
consanguinidad afinidad, tutor o 
encargado de su guarda o que esté 
ligado por matrimonio o unión de hecho 
con la madre o padre de la víctima. 
3.- Cuando la víctima sea persona 
discapacitada física o mentalmente. 
4.- Cuando existiere entre el autor del 
delito y la víctima relación de autoridad, 
dependencia o confianza. 
5.- Cuando la violación fuere cometida 
con el concurso de otra u otras 
personas. 
6.- Cuando el autor sea portador de 
años de prisión. 
 
Pueden ser autores o víctimas de este 
delito, personas de uno u otro sexo. 
 
Artículo. 168 Violación a menores de 
catorce años: Quien tenga acceso 
carnal o se haga acceder con o por 
persona menor de catorce años o quien 
con fines sexuales le introduzca o la 
obligue a que se introduzca dedo, 
objeto o instrumento por vía vaginal, 
anal o bucal, con o sin su 
consentimiento, será sancionado con 
pena de doce a quince años de prisión. 
 
Artículo. 169 Violación agravada: Se 
impondrá la pena de doce a quince 
años de prisión cuando: 
a) El autor cometa el delito 
prevaliéndose de una relación de 
superioridad, autoridad, parentesco, 
dependencia o confianza con la 
víctima, o de compartir 
permanentemente el hogar familiar con 
ella; 
b) La violación sea cometida con el 
concurso de dos o más personas; 
c) Cuando la víctima sea especialmente 
vulnerable por razón de enfermedad o 
discapacidad física o psíquica para 
una enfermedad grave, transmisible por 
contacto sexual. 
7.- Cuando la víctima esté embarazada. 
Cuando la víctima se encuentre en 
prisión. 
9.- Cuando la víctima sea una persona 
mayor de sesenta años. 
10.- Cuando el autor y la víctima 
hubiesen estado unidos en matrimonio 
o en unión de hecho estable. 
 
Si con motivo de la consecuencia de la 
violación, resultare la muerte de la 
persona violada, el aborto o la muerte 
del que está por nacer, se aplicará lo 
dispuesto en el Art. 89 del Código 
Penal. 
En cualquier caso en que la víctima sea 
menor de diez años, 
independientemente de las 
circunstancias, se impondrá la pena 
máxima.  
resistir, o se trate de una persona 
embarazada o mayor de sesenta y 
cinco años de edad; o 
d) Resulte un grave daño en la salud de 
la víctima. 
 
Si concurren dos o más de las 
circunstancias previstas en este 




Obsérvese que en el Código Penal de 1974 la redacción de este tipo penal era 
muy limitada, ya que no se contemplaba en su totalidad las modalidades en que 
se podía cometer esta conducta delictiva, puesto que la limitaba al utilizar 
solamente el término “acceder”36. En cambio en el Código Penal vigente hay 
amplitud en la descripción en lo que respecta a las modalidades para llevar a cabo 
la comisión del hecho, puesto que no sólo se habla de acceder carnalmente, sino 
también de hacerse acceder, considerando de esta forma la posibilidad de que la 
víctima en este caso tome un rol activo en el ilícito, pero bajo el entendido que 
ésta pueda encontrarse privada de voluntad o sentido. 
 
Por otra parte, en el Código Penal de 1974 se entendía que el acceso carnal 
solamente podía darse por la introducción del miembro viril, objeto o instrumento 
en el órgano sexual de la víctima. En el Código Penal vigente se contempla que la 
violación también puede darse cuando el sujeto activo introduzca a la víctima o la 
obligue a que se introduzca dedo, objeto o instrumentos con fines sexuales 
(juguetes sexuales). 
 
Otro aspecto es que, el legislador al redactar este tipo penal, agregó las áreas del 
cuerpo humano que son susceptibles para que se cometa este delito, a como lo 
son además de la vagina, el ano y la boca, inclusión que se da como 
consecuencia de casos que a diario eran y siguen siendo conocidos en los 
tribunales de justicia en los que la víctima describía las partes del cuerpo en las 
que había sido accesada, evitando de esta manera que queden en la impunidad 
algunas conductas por falta de descripción en el tipo penal, como sucedía en el 
Código Penal de 1974. 
 
 
Un aspecto novedoso es que el legislador al referirse a este tipo penal, lo hizo con 
sumo cuidado, puesto que el Código Penal vigente no habla simplemente del 
delito de violación de manera generalizada, sino que especificó aún más con una 
certera división del mismo desde su primer artículo (167) al referirse al delito de 
violación, dando  una descripción del tipo penal; y  en un segundo artículo (168) se 
                                                            
36 Yacer: proviene del latín accedere, acercarse, que significa Tener trato carnal con alguien. 
Diccionario de la Real Academia Española.  
refiere a la violación a menores de catorce años, lo que en el Código Penal de 
1974 era a menores de doce años y un tercer artículo (169), que hace mención a 
las agravantes del delito.  
 
Así también el Código Penal de 1974 solamente contemplaba que para cometer el 
delito, la víctima podía ser privada de razón o sentido, en cambio el Código Penal 
vigente señala, además de estas circunstancias, que la víctima puede ser 
vulnerable por razón de su edad, persona mayor de sesenta y cinco años de edad, 
lo que nos permite concluir que así se le da una mejor protección a la misma. 
 
Otro punto a destacar son las penas, puesto que en el Código Penal de 1974 la 
violación era sancionada con 15 a 20 años de prisión. En el Código Penal vigente 
esta conducta es sancionada con ocho a doce años de prisión; en los casos de 
violación a menores de catorce años con prisión de doce a quince años y, en los 
casos en que se presenten los agravantes previstos en el artículo 169, se 
impondrá la pena máxima, si bien es cierto en este código se da una gran 
disminución de la pena, pero esto de alguna manera se subsana en el sentido que 
este código castiga ciertas circunstancias que no estaban previstas en el Código 
Penal de 1974.  
 
 
4.2. Delito de Estupro 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 196: Comete estupro el que 
tuviere acceso carnal con otra persona, 
mayor de catorce años y menor de 
dieciséis, interviniendo engaño. 
Comete también estupro el que tenga 
acceso carnal con persona mayor de 
dieciséis años que no lo hubiere tenido 
Artículo.170 Estupro: Quien estando 
casado o en unión de hecho estable o 
fuera mayor de edad, sin violencia o 
intimidación, acceda carnalmente o se 
haga acceder por una persona mayor 
de catorce y menor de dieciséis años, 
será sancionado con pena de dos a 
antes, interviniendo engaño. 
Para ambos casos se presume engaño 
cuando el hechor fuere mayor de 
veintiún años, o estuviere casado o en 
unión de hecho estable. 
El estupro será penado con prisión de 
tres a cinco años. 
Si la persona agraviada contrae 
matrimonio con el ofensor o le otorga 
su perdón, se suspende el 
procedimiento y queda extinguida la 
pena impuesta. Si fuere menor de 
dieciséis años el perdón sólo podrá 
otorgarlo su representante legal. 
Si el estupro fuere cometido por 
autoridad pública, ministro de cualquier 
culto, empleador o superior en el 
trabajo, tutor, guardador, maestro o 
encargado por cualquier título de la 
educación o guarda de la víctima o 
cuando existiere entre el autor y la 
víctima relación de autoridad, 
dependencia, confianza o familiaridad, 
de hecho o de derecho, la pena será de 
cuatro a diez años de prisión. 
cuatro años de prisión. 
 
Artículo.171 Estupro agravado: 
Cuando el estupro sea cometido por 
quien esté encargado de la educación u 
orientación espiritual, guarda o custodia 
de la víctima o por persona que 
mantenga con ella relación de 
autoridad, dependencia o familiaridad o 
comparta permanentemente el hogar 
familiar con ella, se impondrá la pena 
de prisión de cinco a diez años. 
 
En el Código Penal vigente el legislador hizo una separación en este delito, como 
se puede observar en el artículo 170 aparece este delito como tal y en el artículo 
171 aparecen las causas que lo agravan, situación que no se daba en el Código 
Penal de 1974, donde aparecía todo unificado y limitado en su descripción, lo que 
demostraré a continuación. 
 
En el Código Penal de 1974 se decía que comete el delito de estupro el que tenga 
acceso carnal con una doncella (virgen) cuya edad oscile entre los catorce y 
dieciséis años de edad, primando el engaño, en cambio en el Código Penal 
vigente, no prevalece el hecho de que la víctima sea virgen ni que el acceso carnal 
se dè utilizando el engaño, sino lo que tiene relevancia es el acceso carnal, ya sea 
que el sujeto activo acceda a la víctima o que obligue a ésta a que lo acceda 
carnalmente, siendo la víctima mayor de catorce y menor de dieciséis años. 
Al hablar de las penas cuando se cometa el estupro como tal, en el Código Penal 
de 1974 era condenado con prisión de tres a cinco y en el caso de que el ofensor 
fuera autoridad pública, ministro de cualquier culto, empleador o superior en el 
trabajo, tutor, guardador, maestro o encargado por cualquier título de la educación 
o guarda de la víctima o cuando existiere entre el autor y la víctima relación de 
autoridad, dependencia, confianza o familiaridad, de hecho o de derecho, la pena 
será de cuatro a diez años de prisión, según lo establecía el Código Penal de 1974 
y como se puede observar en el Código Penal vigente el sujeto activo puede ser el 
encargado de la educación u orientación espiritual, guarda o custodia de la víctima 
o por persona que mantenga con ella relación de autoridad, dependencia o 
familiaridad o comparta permanentemente el hogar familiar con ella, será 
sancionado con cinco a diez años de prisión. 
Por lo anterior, puede observarse que los sujetos activos son similares, pero se da 
una evidente variación en las penas, ampliando aspectos bastante particulares de 
las víctimas, incluyendo víctimas del sexo opuesto; en definitiva en el Código 
Penal vigente se da un aumento de la pena, cuando se cumple una o varias de 
circunstancias que lo agravan. 
 
4.3. Delito de Seducción ilegitima y Acoso sexual  
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 197.- Comete delito de 
seducción ilegítima el que tenga acceso 
carnal con persona mayor de catorce y 
menor de dieciocho años, que estuviere 
bajo autoridad o dependencia, o en 
relación de confianza o nexo familiar. 
Se incluye en este caso a las 
autoridades públicas, ministros de 
cualquier culto, empleador, tutor, 
guardador, maestro o encargado por 
cualquier título de la educación o 
guarda de la víctima. 
La seducción ilegítima será penada con 
prisión de dos a cuatro años. 
El que somete a una persona a acoso o 
chantaje con propósitos sexuales, sin 
consumar el delito de violación o de 
seducción ilegítima, será penado con 
uno a dos años de prisión. 
En estos casos, una vez iniciada la 
acción, los jueces deberán continuar los 
juicios hasta dictar sentencia definitiva. 
Artículo. 174.- Quien de forma 
reiterada o valiéndose de su posición 
de poder, autoridad o superioridad 
demande, solicite para sì o para un 
tercero, cualquier acto sexual a cambio 
de promesas, explicitas o implícitas, de 
un trato preferencial, o de amenazas 
relativas a la actual o futura situación 
de la víctima, será penado con prisión 
de uno a tres años. 
Cuando la víctima sea persona menor 
de dieciocho años de edad la pena será 




Como se puede observar en ambos Cuerpos legales, para que se lleve a cabo la 
comisión de este tipo delictivo,  las modalidades de ejecución en su mayoría son 
similares, y a mi consideración ambos delitos de manera general tienen el mismo 
fin, a como es obtener de la víctima un acto de índole sexual pero esto basado en 
una relación de poder desplegado en amenazas o promesas de trato preferencial 
actuales o futuras que incidan directamente en la situación en que se encuentre la 
víctima sea en su entorno público o privado.  
 
Una de las variaciones que es importante destacar y que se dan en nuestro actual 
Código penal es que cambia la Denominación legal, ya no se habla de “Seducción 
ilegitima” sino de “Acoso sexual”, al respecto tengo a bien considerar que es màs 
atinente esta última denominación, pues el significado gramatical de la palabra 
“Acoso” según el Diccionario de la Real Academia Española esta referido a 
“Obtener favores sexuales de una persona y quien lo realiza se halla en posición 
de superioridad respecto a quien lo sufre”, en cambio  la Seducción está referida a 
atraer físicamente a alguien con el propósito de obtener una relación sexual, 
entendiéndose que esto se da dentro del campo de las relaciones de pareja, por lo 
que fue acertada la decisión del legislador actual eliminar este nomen iuris. 
 
Otro aspecto primordial,  que es meritorio resaltar, es que nuestro legislador en el 
Código vigente se alejó de la condición inicial que para que se consumara el delito 
puesto que se tenían que dar el acceso carnal como elemento principal, y las 
primeras manifestaciones de su tendencia se dan con la reforma que el articulo 
197 del Código Penal de 1974 sufrió a través de la reforma de la Ley No. 150, 
mediante  la cual se trata de incorporar una aclaración en el sentido de que 
también la víctima puede ser sometida a “Acoso” o “Chantaje” con propósitos 
sexuales sin que se consume el delito de violación, es decir, que reconoce la 
aparición del delito sin que se llegue a realizar un acto sexual, reconoce 
tímidamente que pueden existir otros medios de contacto carnal entre agresor y 
víctima, lo que hace óptima la aplicación de la norma en el sentido de que no 
queden a nivel de atipicidad conductas por carencia de descripción en la norma.  
 
La tendencia antes descrita de nuestro legislador en el año 1992, se perfecciona 
hoy en la norma contenida en el arto 174 del nuevo Código Penal, en donde 
motivado por la dinámica social  se amplía aún màs la cobertura de protección de 
la norma en este delito, y a como mencioné en el párrafo precedente, no 
necesariamente tiene que darse el acceso carnal para que se consume el mismo, 
sino que basta con que se de cualquier tipo de acto sexual, entendiéndose estos 
como sexo oral, manipulación de genitales o del cuerpo entre otros, siendo estos 
por tocamientos lascivos o lúbricos.  
 
Otro de los aspectos novedosos del Código Penal vigente es que no limita 
descriptivamente los cargos o posición que puede tener el sujeto activo al 
momento del hecho, respecto al sujeto pasivo, al establecer la nueva norma que lo 
puede hacer desde su posición de poder, autoridad o superioridad, dentro de la 
esfera pública o privada, otorgándole una mayor amplitud a la interpretación 
normativa a que se encuentra referido el Poder. 
 
En relación a la penalidad se puede notar un cambio considerable, ya que la 
norma del código de 1974  contempla dos penalidades: la primera referida a la 
Seducción Ilegitima, y la segunda por lo que es el Acoso o Chantaje, en ambos 
casos ninguna de las penas es mayor a cuatro años. En la norma actual, se puede 
notar diferencia en la penalidad cuando se trata de víctimas mayores de dieciocho, 
la pena no es tan gravosa, pues no es superior a tres años. Sì hay un avance 
importante cuando se trata de personas menores de dieciocho años, ya que la 
pena oscila entre un mínimo de tres hasta un máximo de cinco años de prisión, es 
decir que, implícitamente se agrava si el ilícito se comete en contra de personas 
menores de edad. 
 
 
4.4. Delito de Rapto y Trata de personas con fines de esclavitud, explotación 
sexual y adopción 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 198.- Comete rapto el que 
con propósitos sexuales sustrae o 
retiene a una persona contra su 
voluntad. El rapto será sancionado con 
prisión de dos a cinco años. 
Se presume la falta de voluntad cuando 
la víctima sea menor de catorce años, 
en cuyo caso la pena será de cuatro a 
diez años de prisión. 
 
Artículo. 199.- Si el rapto se ejecutare 
con violencia en una persona casada o 
en unión de hecho estable, se aplicará 
la pena máxima establecida para este 
delito. 
Los reos del delito de rapto que no 
entreguen a la persona raptada o no 
dieren razón o explicación satisfactoria 
sobre su paradero, su muerte o 
desaparecimiento, serán castigados 
con la pena del delito de homicidio. 
Si posteriormente apareciere la persona 
raptada, se procederá a revisar la pena 
en la forma que corresponda. 
Si se comprueba que en la comisión del 
rapto concurrió el delito de violación, 
estupro, seducción ilegítima, abusos 
deshonestos, parricidio, homicidio, 
asesinato o infanticidio, se aplicará 
además la pena que corresponda a 
 
este otro delito, conforme el Arto.89 Pn. 
 
En el Código Penal de 1974, como es evidente, este delito de rapto aparecía  
tipificado en los artículos 198 y 199 del mismo, en el cuarto párrafo, e incluso se 
refería a que este delito podía conducir a que se diera la violación y el estupro. Por 
su parte, el Código Penal vigente no lo contempla como tal, y mas bien hoy se 
encuentra contenido en el Titulo II referido a los delitos contra la libertad, pero no 
se encuentra contenido como un tipo penal independiente dentro del Capitulo II de 
este Titulo que contiene los Delitos contra la Libertad e Integridad Sexual, además 
podemos encontrarlo como uno de los componentes del delito de Trata de 
personas con fines de esclavitud, explotación sexual y adopción que contempla el 
Arto. 182 del actual código, en el cual se aborda acerca de la captación y el 
reclutamiento de personas. 
 
4.5. Delito de Abuso sexual 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 200.- Comete delito de abusos 
deshonestos el que realice actos 
lascivos, o lúbricos tocamientos en otra 
persona, sin su consentimiento, 
haciendo uso de fuerza, intimidación o 
cualquier otro medio que la prive de 
voluntad, de razón o de sentido, sin 
llegar con ella al acceso carnal o a la 
penetración establecida en el Arto. 195. 
Se presume la falta de consentimiento 
Artículo. 172 Abuso sexual: Quien 
realice actos lascivos o lúbricos 
tocamientos en otra persona, sin su 
consentimiento, u obligue a que lo 
realice, haciendo uso de fuerza, 
intimidación o cualquier otro medio que 
la prive de voluntad, razón o sentido, o 
aprovechando su estado de incapacidad 
para resistir, sin llegar al acceso carnal u 
otras conductas previstas en el delito de 
cuando la víctima sea menor de catorce 
años. 
La pena será de tres a seis años de 
prisión. 
Cuando concurra cualquiera de las 
circunstancias agravantes establecidas 
en el Arto. 195, la pena será hasta de 
doce años de prisión.  
 
violación, será sancionado con pena de 
prisión de cinco a siete años. 
 
Cuando en la comisión del delito se dé 
alguna de las circunstancias de la 
violación agravada, la pena será de 
siete a doce años de prisión. Si 
concurren dos o más de dichas 
circunstancias o la víctima sea niña, 
niño, o adolescente se impondrá la pena 
máxima. 
 
No se reconoce, en ninguno de los 
supuestos, valor al consentimiento de la 
víctima cuando ésta sea menor de 
catorce años de edad, o persona con 
discapacidad o enfermedad mental. 
 
En el Código Penal de 1974 el legislador dejó una descripción limitada de las 
conductas que conformaban el tipo penal de Abusos Deshonestos, dejando por 
fuera una serie de acciones que podían darse dentro del mismo, al igual que no 
menciona a otras personas posibles víctimas de este ilícito, corriéndose el riesgo 
de que algunas conductas quedaran atípicas o que algunas víctimas por su 
condición especial quedaran sin protección dejándolas aún mas vulnerables,  
como es el caso de aquellas personas que presentan algún tipo de discapacidad, 
lo que en la nueva normativa viene a agravar el delito, por lo que el legislador 
actual al redactar el nuevo Código Penal tuvo el cuidado de hacer una descripción 
mas clara, amplía y detallada de las modalidades en los que puede manifestarse 
este delito que hoy se denomina “Abuso Sexual”, y de igual forma en relación a la 
víctimas se ha otorgado una protección especial a las personas con capacidades 
diferentes y a los menores de edad . 
 
Con relación a las penas, el legislador en este delito realizó una gran variación de 
las mismas. En el caso del antiguo Abuso Sexual  la pena oscilaba entre tres a 
seis años de prisión, y si la víctima era menor de catorce años y  se presentaban 
las agravantes previstas en el artículo 195 de este mismo cuerpo legal (que 
contenía el delito de Violación)  la pena serìa  hasta un máximo de doce años de 
prisión. 
 
En cambio en el Código Penal vigente, en los casos en que el delito se realice sin 
agravante, la pena será de cinco a siete años de prisión, si se da bajo alguna de 
circunstancias que agravan el delito, el legislador ubica al operador en las 
modalidades del delito violación agravada, lo que incrementa la penalidad en una 
pena que oscila entre  siete a doce años de prisión. 
 
Otro aspecto, no menos relevante es que en el nuevo Código este delito no se 
reconoce, en ninguno de los supuestos, que el ilícito haya sido cometido bajo el  
consentimiento de la víctima cuando ésta sea menor de catorce años de edad o 
persona con discapacidad o enfermedad mental. En el caso de los menores de 
edad es debido a su edad aún no ha alcanzado su madurez psíquica por ende 
sexual, ni tiene claro y definido el concepto de lo que es una relación sexual ni, las 
consecuencias de lo que esto conlleva, situación que es similar en el caso de las 
personas con discapacidad o enfermedad mental, que precisamente por su 
condición de salud se ven afectadas o limitadas en su discernimiento o capacidad 
de decisión, lo que hoy es un avance muy trascendental al ser tutelado por la 
norma.      
 
 
4.6. Delito de Incesto 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 210.- Los que cometieren 
incesto conociendo las relaciones que 
lo ligan con un ascendiente o 
descendiente por consanguinidad 
legítima o ilegítima o afinidad legítima o 
con un hermano consanguíneo legítimo 
o ilegítimo, aunque sean mayores de 
veintiún años, serán castigados con 
prisión de dos a cuatro años. 
Artículo. 173 Incesto: Se impondrá 
prisión de uno a tres años a quien, 
conociendo las relaciones 
consanguíneas que lo vinculan y 
mediante consentimiento, tenga acceso 
carnal con un ascendiente, 
descendiente, o colateral dentro del 
segundo grado de consanguinidad 
mayor de dieciocho años de edad. Lo 
anterior, sin perjuicio de la pena que se 
pueda imponer por la comisión de otros 
delitos. 
En este caso el perdón del ofendido 
extingue el ejercicio de la acción penal. 
 
Este delito al ser redactado por el legislador en el Código Penal vigente, realizó 
importantes aportes al mismo para brindar una mejor tutela jurídica, ya que 
efectuó una descripción más especifica de la conducta típica, pues indica que 
quien conociendo de la relaciones que lo vinculan con el sujeto pasivo, sean estas 
consanguíneas (ascendientes, descendientes) o colaterales, y mediando 
consentimiento tenga “acceso carnal”, situación que no estaba descrita de forma 
clara en el anterior  Código Penal de 1974, pues el elemento “consentimiento” por 
parte de la víctima, no estaba claramente contemplado, pudiendo ocasionar una 
confusión que,  a falta de este elemento, estaríamos ante la presencia del delito de 
Violación.  
 
La edad establecida para el sujeto pasivo de este delito es mayor de dieciocho 
años, lo que es complementario al tema de la voluntad de consentir pues a esta 
edad se espera que biológica y psicológicamente la víctima ya haya alcanzado un 
grado de madurez que le permita discernir que tener acceso carnal con un 
pariente es contrario a las reglas que rigen a la sociedad. En el código de 1974 la 
edad no estaba vinculada a la voluntad de aceptar el hecho, sino que al establecer 
que la víctima podían ser los mayores de veintiún años, ubicando esta edad en la 
mayoría de edad legal que establece el Código Civil. 
El legislador de 1974 no habla de que se comete este delito cuando se sostenga 
relaciones sexuales o acceso carnal con un ascendiente o descendiente por 
consanguinidad legítima o ilegítima o afinidad legítima, o con un hermano 
consanguíneo legítimo o ilegítimo, aunque este sea mayor de veintiún años de 
edad, sino que dejaba a la interpretación normativa del operador de Justicia en 
que consistían las relaciones incestuosas. 
En el Código Penal vigente, el legislador además de referirse, a los ascendentes y 
los descendientes, agrega a los colaterales que se encuentren dentro del segundo 
grado de consanguinidad.    
Por otra parte se da una disminución en las penas, siendo que en el Código Penal 
de 1974, este delito era castigado con prisión de dos a cuatro años y en el Código 
Penal vigente, se castiga con prisión de uno a tres años. 
Un aspecto muy novedoso que incorporó el legislador en el Código Penal vigente, 
es que el autor de este delito queda liberado de toda responsabilidad penal en el 
caso en el que la víctima le otorgue el perdón, lo que no fue contemplado por los 
legisladores en el año de 1974. 
4.7. Delito de Corrupción y Explotación sexual, pornografía y acto sexual con 
adolescentes mediante pago 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 201.- Comete delito de 
corrupción el que en cualquier forma 
indujere, promoviere, facilitare o 
favoreciere la corrupción sexual de una 
persona menor de dieciséis años de 
edad, aunque la víctima consienta en 
participar en actos sexuales o en verlos 
ejecutar. Será sancionado con prisión 
de cuatro a ocho años. 
La pena se aumentará hasta doce años 
cuando concurra cualquiera de las 
circunstancias siguientes: 
 
1.- Cuando la víctima fuere menor de 
doce años. 
2.- Cuando el hecho fuere ejecutado 
con propósitos de lucro o para 
satisfacer deseos de terceros. 
3.- Cuando para su ejecución mediare 
violencia, abuso de autoridad o 
cualquier otro medio de intimidación o 
coerción. 
4.- Cuando el autor fuere pariente del 
menor, por matrimonio o unión de 
hecho estable, dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de 
afinidad, tutor o encargado de la 
educación, guarda o custodia del 
mismo. 
5.- Cuando el acto de corrupción sea 
masivo. 
Artículo. 175.- Explotación sexual, 
pornografía y acto sexual con 
adolescentes mediante pago: Quien 
induzca, facilite, promueva o utilice con 
fines sexuales o eróticos a personas 
menor de dieciséis años o 
discapacitado, haciéndola presenciar o 
participar en un comportamiento o 
espectáculo público o privado, aunque 
la víctima consienta en presenciar ese 
comportamiento o participar en él, será 
penado de cinco a siete años de prisión 
y se impondrá de cuatro a seis años de 
prisión, cuando la víctima sea mayor de 
dieciséis y menor de dieciocho años de 
edad. 
 
Quien promueva, financie, fabrique, 
reproduzca, publique, comercialice, 
importe, exporte, difunda, distribuya 
material para fines de explotación 
sexual, por cualquier medio sea directo, 
mecánico, digital, audio visual, o con 
soporte informático, electrónico o de 
otro tipo, la imagen, o la voz de persona 
menor de dieciocho años en actividad 
sexual o eróticas, reales o simuladas, 
explicitas e implícitas o la 
representación de sus genitales con 
fines sexuales, será sancionado con 
pena de prisión de cinco a siete años 
de prisión y de ciento cincuenta a 
quinientos días de multa. 
 
Quien con fines de explotación sexual, 
posea material pornográfico o erótico 
en los términos expresado en el párrafo 
anterior, será castigado con la pena de 
uno a dos años de prisión. 
 
Quien ejecute acto sexual o erótico con 
persona mayor de catorce años y 
menor de dieciocho años de edad de 
cualquier sexo, pagando o 
prometiéndole pagar o darle a cambio 
ventaja económica o de cualquier 
naturaleza, será sancionado con pena 
de prisión de cinco a siete años. 
 
Artículo. 176.- Agravantes 
específicas en caso de explotación 
sexual, pornografía y acto sexual 
con adolescentes mediante pago: La 
pena será de seis a ocho años de 
prisión cuando: 
a) El hecho sea ejecutado con 
propósitos de lucro; 
b) El autor o autores sean parte de un 
grupo organizado para cometer delitos 
de naturaleza sexual, salvo que 
concurra el delito de crimen organizado; 
c) Medie engaño, violencia, abuso de 
autoridad o cualquier medio de 
intimidación o coerción; o 
d) El autor cometa el delito 
prevaliéndose de una relación de 
superioridad, autoridad, parentesco, 
dependencia o confianza con la víctima, 
o de compartir permanentemente el 
hogar familiar con ella. 
 
Si concurren dos o más de las 
circunstancias previstas, la pena que se 
impondrá será de siete a nueve años 
de prisión. Se impondrá la pena 
máxima cuando sea persona con 




corresponde ocuparme en este caso del análisis de una serie de conductas 
relacionadas de una u otra forma con distintas modalidades de explotación sexual, 
las que en sus primeras manifestaciones fueron calificadas por el legislador de 
1974 como “corrupción”, considerada como relevante a efectos penales, la 
corrupción que constituyera un paso previo para la prostitución, enfocada a que el 
sujeto activo fomentara inicialmente a los menores a la práctica de 
comportamientos sexuales que pudieran enviciarlos o extraviarlos, rompiéndose 
de esta manera el normal desarrollo de su vida sexual, lo que de alguna manera 
sería un facilitador posteriormente para la explotación sexual. No obstante, el 
legislador actual consideró que mantener el vocablo “Corrupción” no era lo 
adecuado, en virtud de que esta palabra viene originada por connotaciones 
morales y puede estar referida a distintas situaciones, no necesariamente al 
ámbito sexual de las personas.  
 
En esa  época  también se visualizaba a la mujer como único sujeto pasivo de este 
delito, aunque la norma no lo señalara expresamente, lo que ha sido superado en 
nuestra actual legislación, pues la forma a como están redactadas los normas 
atinentes a los delitos sexuales están dirigidas indistintamente a que los sujetos 
activos o pasivos pueden ser personas de ambos sexos en las edades 
comprendidas mayor de catorce años y menor de dieciocho años. 
 
A mi juicio el antiguo delito de Corrupción, se encuentra hoy subsumido dentro del 
delito de Explotación sexual, pornografía y acto sexual con adolescentes mediante 
pago, tipo penal incorporado por el nuevo Código Penal, y  –desde mi perspectiva- 
existen similitudes entre ambas figuras penales en cuanto a las acciones típicas 
que tienen como fin inducir, facilitar, promover a que se lleven a cabo la 
realización de actos de índole sexual para ejercer la prostitución, en los que en 
calidad de víctimas se encuentran involucradas personas mayores de catorce 
años y menores de dieciocho, contemplándose en ambas normas las mismas 
edades objeto de protección.  
 
Otra de las novedades de esta norma actual, es que eliminó de las agravantes del 
tipo la posibilidad de que en este ilícito puedan ser consideradas víctimas o 
sujetos pasivos personas menores de doce años, pues las agresiones sexuales a 
menores de catorce años ya están claramente descritas en otras normas.  
 
Hay una inclusión importante en cuanto a que el legislador actual contempló la 
posibilidad que también sean víctimas de este delito personas con discapacidad, 
situación que en ninguna norma referente a delitos sexuales fue contemplada en 
el Código Penal de 1974.  
 
La acciones típicas contempladas por la norma del artículo 175 del actual Código, 
no ubica solo a la víctima como un sujeto pasivo sobre el cual recaen la acciones 
punibles, sino que se amplía la gama de punibilidad en el sentido de que siempre 
se configura el delito también cuando el sujeto activo hace presenciar o participar 
en ese comportamiento o espectáculo público o privado, aunque la víctima 
consienta en presenciar ese comportamiento o participar en el, este aspecto es 
importante porque se determina que el delito existe aún cuando el sujeto pasivo 
haya aceptado participar o presenciar el hecho, pero en el entendido que su 
presencia en los mismos sea para satisfacer o intentar satisfacer la lujuria de 
otros. 
 
Como consecuencia que el legislador actual multiplicó excesivamente los 
preceptos legales para incluirlos dentro de una misma norma, contradiciendo el  
principio de economía legislativa.  En esta misma norma contenida en el actual 
artículo 175 del Código penal, incorporó el nuevo Delito de “Pornografía” (del que 
no hay antecedentes en el código de 1974), consistente en la reproducción, 
publicación, comercialización de materiales que contengan la imagen o la voz de 
una persona menor de dieciocho años en actividad sexual o erótica, reales o 
simuladas, explicitas e implícitas o la representación de sus genitales  con fines 
sexuales.  Desde mi punto de vista este ilícito penal ha cobrado tal trascendencia 
hoy en día, que se utiliza como una variante de la explotación sexual.  Lo ideal 
sería que el legislador lo hubiera redactado como una norma independiente, ya 
que a como al fragmentar la norma del artículo 175 en distintos preceptos se corre 
el riesgo de hacer indescifrable el sentido de la norma y tener claro sus alcances y 
limites, lo que provoca una falta de armonización del conjunto normativo. 
 
Pese a lo antes expresado, no se puede dejar de reconocer y darle mérito a la 
voluntad del Legislador de brindar protección a todas las conductas posibles en 
que sea afectada la integridad sexual de personas menores de dieciocho años, 
con el fin de que no intervengan en imágenes o espectáculos de carácter 
pornográficos, además que se incorpora un elemento novedoso como es la 
posibilidad de que este delito se pueda materializar a través de medios 
tecnológicos modernos como son los medios digitales audiovisuales, informático o 
electrónicos, en los que no necesariamente se requiere que aparezca solo la 
imagen de la víctima, sino también su voz.  
 
Contempla también esta norma  la posibilidad  de que se utilice la Pornografía con 
fines de explotación sexual, y se reprime el sólo hecho de poseer el material, 
decisión que tomó acertadamente el legislador para reprimir aquellas situaciones 
en las que el sujeto activo quiera encontrar una justificación en el hecho de que 
poseer este tipo de materiales sin que se le demuestre el uso, le deje en la 
impunidad.  
 
En el mismo orden de ideas, tengo a bien reiterar que la inclusión de varias 
conductas punibles en un mismo tipo penal afecta la practicidad de la  aplicación 
de la norma, y consecuentemente considero que el reprimir el Acto Sexual con 
Adolescente mediante pago, fue una decisión importante del Legislador por ser un 
flagelo que por múltiples causas (en la que destacan económicas y sociales) 
afectan gravemente hoy en día a nuestro país, por lo cual lo hacía merecedor de 
que se regulara en una norma independiente. Sin embargo, no se puede dejar de 
reconocer que ha sido un paso trascendental que la legislación penal 
nicaragüense sancionara la práctica de que se utilice a personas jóvenes 
(menores de dieciocho años) para ejercer la prostitución, no importando su sexo. 
 
Si tuvo el cuidado el legislador al no utilizar en la redacción de la norma el término 
“prostitución”, para evitarse la interpretación de que la misma sólo se entiende que 
se ejerce mediando remuneración económica, en el caso de esta moderna norma  
se previó que la conducta también puede realizarla el sujeto pasivo por una 
promesa de ventaja económica o de cualquier naturaleza, que puede tratarse de 
un beneficio que persiga la víctima en el campo laboral o social.  
Los delitos contenidos en el artículo 175 del Código Penal vigente, también 
contienen agravantes específicas, las que incrementan las penas hasta un 
máximo de ocho años de prisión. 
 
El Código de 1974 en sus artículos 201 y 202, se acerca un poco al contemplar la 
conducta de Actos sexuales con personas mayores de doce y menor de dieciocho,  
calificándola de prostitución, y se contemplaba la posibilidad de remuneración con 
el término “ánimo de lucro”, además que fuera una forma de explotación sexual, 
pero no se redactó muy claramente. Sí se puede apreciar que el legislador  
procuró en detalle establecer circunstancias que agravaran el tipo penal, lo cual  
dio lugar al incremento de la pena hasta un máximo de cinco años de prisión.  
   
4.8. Promoción del turismo con fines de explotación sexual 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
  Artículo. 177.- Promoción del 
Turismo con fines de explotación 
sexual: Los que dentro o fuera del 
territorio nacional, en forma individual o 
a través de operadores turísticos, 
campañas publicitarias, reproducción 
de textos e imágenes, promuevan al 
país como un atractivo o destino 
turístico sexual, utilizando personas 
menores de dieciocho años, serán 
sancionados con la pena de cinco a 
siete años de prisión y de ciento 
cincuenta a quinientos días multa. 
 
La norma contenida en el moderno artículo 177, no ha tenido precedente en la 
Legislación anterior, y al igual que los otros delitos que conforman el Capítulo 
referido a delitos sexuales, es un tipo penal moderno, ajustado a las necesidades 
de protección jurídica a nuestra población joven, a quien este tipo penal esta 
especialmente dirigido, pues se contempla como sujetos pasivos de este delito a 
“personas menores de dieciocho años”, además que el Legislador pretendió de 
alguna forma de proteger la actividad turística de nuestro país, y que no se vea de 
ninguna forma empañada por personas que utilizan fachadas de operadoras 
turísticas, para esconder el verdadero fin de sus actividades que promuevan la 
explotación sexual en menores de edad. Es sumamente importante darle 
protección al rubro Turístico, porque es una de las principales actividades que 
generan ingresos en Nicaragua.   
 
4.9. Proxenetismo o Rufianearía, Proxenetismo y Rufianearía 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 202.- Comete delito de 
proxenetismo o rufianería: 
 
1.- El que instale o explote lugares de 
prostitución, o con ánimo de lucro, 
mediante violencia física o moral, abuso 
de autoridad o cargo, de maniobras 
engañosas o valiéndose de cualquier 
otra maquinación semejante, haga que 
una persona ingrese a ellos o la obligue 
a permanecer en las mismas, o a 
dedicarse en cualquier otra forma al 
comercio sexual. Será sancionado con 
prisión de tres a seis años; 
 
2.- El que con ánimo de lucro o para 
satisfacer deseos ajenos promoviere, 
Artículo. 178.- Proxenetismo: Quien 
induzca, promueva, facilite o favorezca 
la explotación sexual, pornografía y 
acto sexual remunerado de persona de 
cualquier sexo, las mantenga en ella o 
las reclute con ese propósito, será 
penado con prisión de cuatro a seis 
años y de cien a trescientos días multa. 
 
Artículo. 179.- Proxenetismo 
agravado: La pena será de seis a ocho 
años de prisión y de trescientos a 
seiscientos días multa cuando: 
a) La víctima sea menor de dieciocho 
años o con discapacidad; 
b) Exista ánimo de lucro; 
c) Medie engaño, violencia, abuso de 
facilitare o favoreciere la prostitución. 
Será sancionado con prisión de tres a 
seis años. 
La pena se aumentará hasta diez años 
cuando el autor estuviere unido en 
matrimonio o unión de hecho estable 
con la víctima; 
 
3.- El que sin tener derecho a reclamar 
alimentos a una persona, participa de 
sus ganancias en la práctica de la 
prostitución, y el que teniendo ese 
derecho la obliga por la fuerza a 
entregarle el total o parte de esas 
ganancias. La pena por este delito será 
de prisión de dos a cuatro años. 
 
Se entiende por prostitución el ejercicio 
del comercio carnal por precio, entre 
personas del mismo o diferente sexo. 
autoridad o cualquier medio de 
intimidación o coerción; 
d) El autor cometa el delito 
prevaliéndose de una relación de 
superioridad, autoridad, parentesco, 
dependencia o confianza con la víctima, 
o de compartir permanentemente el 
hogar familiar con ella. 
 
Artículo. 180.- Rufianería: Quien por 
medio de amenazas o coacciones, se 
haga mantener económicamente, aún 
de manera parcial, por una persona que 
realice acto sexual mediante pago, será 
penado con prisión de tres a cinco años 
y de sesenta a doscientos días multa. 
 
Si la víctima fuere menor de dieciocho 
años o con discapacidad, la sanción 
será de cinco a siete años de prisión y 
doscientos a cuatrocientos días multa. 
 
La misma pena se aplicará cuando el 
autor estuviere unido en matrimonio o 
en unión de hecho estable con la 
víctima. 
 
Artículo. 181.- Restricción de 
mediación y otros beneficios:  
 Cuando el delito sexual sea cometido 
contra niños, niñas y adolescentes, no 
habrá lugar al trámite de la mediación, 
ni cualquier beneficio de suspensión de 
pena. 
Los tipos penales a abordar en este análisis “Proxenetismo” y “Rufianería”, han 
sido considerados y tipificados básicamente por las legislaturas en donde se 
promulgaron los Códigos Penales objeto de este trabajo. Existen similitudes en el 
actual texto y el anterior Código Penal, en cuanto a las acciones, que continúan 
siendo las de promover o facilitar la explotación sexual. No obstante, en este tipo 
penal el actual legislador, según mi consideración si hizo un correcto uso de la 
técnica legislativa, al independizar cada conducta la que se describió en una 
norma específica, optimizando de esta manera su redacción en atención a la 
materia a regular la cual es de connotación en nuestros días   
 
En el Código Penal de 1974, el “Proxenetismo” se pensaba que podía cometerse 
desde un lugar habilitado para tal fin, en el cual se conseguía la participación del 
sujeto pasivo con ánimo de lucro, mediante violencia física o moral, abuso de 
autoridad. En el nuevo Código Penal, no se limita la acción del Proxeneta a un 
lugar, ya que tal circunstancia no la describe la norma. También se modificó y 
amplió la gama de verbos rectores que contemplan las distintas formas en que 
puede manifestarse este delito, no limitando que la acción necesariamente tenga 
que realizarse desde un lugar habilitado para tal fin, entendiéndose que puede 
realizarse en cualquier lugar, además se amplió también la acción no solo a la 
explotación sexual sino también a la Pornografía.  
 
El Código anterior previó como una circunstancia que agravaba el ilícito, el 
Matrimonio o Unión de hecho estable, incrementado la pena máxima hasta diez 
años de prisión. En la actual Legislación, existe una norma especifica que describe 
varias circunstancias que agravan el delito de “Proxenetismo”, y a diferencia del 
Código anterior, se contempla que los menores de dieciocho años o personas con 
discapacidad puedan ser sujetos pasivos y cuya condición especial agrava el 
delito, lo que es algo muy  positivo, ya que a como he mencionado a lo largo de 
este análisis estas son personas más vulnerables y son merecedores de una 
especial protección. También se contemplaron como agravantes de este delito las 
relaciones de parentesco (no solo por matrimonio o unión de hecho estable como 
el anterior Código) sino que se dejó amplitud a no describir taxativamente si se 
trata de parentescos por consanguinidad o afinidad, además se incluyeron las 
relaciones de Poder (autoridad, dependencia o confianza) que le permitan al 
sujeto activo a someter a la víctima a este tipo de conductas reprochables.  
 
Las agravantes contenidas en el articulo 179 del Código penal vigente, permite al 
Juzgador imponer una pena máxima de hasta ocho años de Prisión, observando 
en lo relativo a la Punibilidad una escala menor en relación a la anterior versión de 
este delito.  
 
Una novedad muy importante que ha incorporado el legislador actual obedeciendo 
al clamor social, es haber creado una norma especifica que señala que cuando las 
víctimas de este delito sean niños, niñas o Adolescentes, no existe ninguna 
posibilidad de Mediación entre las partes, así como tampoco los condenados por 
este delito podrán acceder a beneficios de suspensión de pena; evitando de esta 
manera que los autores de este tipo de delitos continúen aprovechándose de las 
víctimas y sometiéndolas a re victimización por chantajes para lograr que estas 
accedan a que se les beneficie con criterio de oportunidad a como es la Mediación 
y acceder a que se les beneficie con suspenderles la ejecución de la pena, 
lográndose evitar que continúen los autores cometiendo este tipo de ilícitos. 
 
Esta decisión del Legislador está directamente relacionada a lo que establece el 
artículo 71 de la Constitución Política en su párrafo segundo  que señala “Que la 
niñez goza se protección especial y de todos los derechos que su condición 
requiere por lo cual tiene vigencia la convención Internacional de los derechos del 
niño y la niña”  y el artículo 9 del Código de la Niñez y de la Adolescencia, que 
establece que Todas las medidas que tomen las Instituciones públicas y privadas 
de bienestar social, los tribunales, las Autoridades nacionales y municipales del 
País, que afecten a las niñas, niños y adolescentes, se deberá tomar en cuenta  
como principio primordial el interés superior de la niña, el niño y el Adolescente.  
 
La Rufianería, es un tipo penal que ha estado presente en ambas legislaciones, 
existiendo similitudes en la descripción del tipo básico, al expresar que el sujeto 
activo de este delito se caracteriza por explotar económicamente el ejercicio de la 
prostitución de de una persona (según el Código de 1974) hoy en día la 
modificación que se ha dado es que el legislador eliminó el término “Prostitución” y 
lo sustituyó por el término  “acto sexual mediante pago”, sin embargo en ambos 
tipos penales la Rufianería se ha caracterizado por una explotación de naturaleza 
económica que realiza el autor con respecto de la persona que se prostituye, en 
este caso la conducta del autor es tan repudiable en sí mismo, ya que se trata de 
una persona que sabe sacar provecho del vejamen a que es sometido otro (en 
este caso la víctima) y se hace mantener por esta aunque sea parcialmente lo que 
implica que el autor se hace proveer de todo aquello que fuera necesario para la 
satisfacción de sus necesidades. 
 
En ambos códigos, tanto en el texto derogado como en el vigente, no se efectuó 
ninguna diferencia por parte del legislador para la condición del autor, ya que en 
este delito puede ser cualquier persona varón o mujer, quien sin ninguna distinción 
pueden cometer la explotación económica de índole sexual, sin embargo para ser 
víctima si se requiere de una situación especial, es decir, que el sujeto pasivo 
debe ejercer la prostitución o relaciones sexuales mediante pago. 
 
La penalidad en el código vigente ha sufrido variación con respecto al anterior, 
puesto que se ha incrementado la sanción estableciéndose la pena mínima de tres 
años y una pena máxima de cinco años, más penas accesorias de sesenta a 
doscientos días multas. 
4.10. Trata de personas y Trata de personas con fines de esclavitud, 
explotación sexual o adopción 
 
Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 203.- Comete delito de trata 
de personas el que reclute o enganche 
a personas con su consentimiento, o 
valiéndose de amenazas, 
ofrecimientos, engaños o cualquier otra 
maquinación semejante, para ejercer la 
prostitución dentro o fuera de la 
República, o introduzca al país 
personas para que la ejerzan. Este 
delito será sancionado con prisión de 
cuatro a diez años. 
 
Se aplicará la pena máxima cuando el 
autor estuviere unido en matrimonio o 
unión de hecho estable con la víctima o 
cuando ésta fuere menor de catorce 
años. 
Art. 182 Trata de personas con fines 
de esclavitud, explotación sexual o 
adopción: Quien en ejercicio de poder 
o valiéndose de amenazas, 
ofrecimientos, engaños, promueva, 
facilite, induzca o ejecute la captación, 
reclutamiento, contratación, transporte, 
traslado, retención, acogida o recepción 
de personas, con fines de esclavitud, 
explotación sexual o adopción, para 
que la misma sea ejercida dentro o 
fuera del territorio nacional, aun con el 
consentimiento de la víctima será 
sancionado con pena de prisión de 
siete a diez años. 
 
Si la víctima es una persona menor de 
dieciocho años, o persona con 
discapacidad, o el hecho fuere 
cometido por algún familiar, tutor o 
encargado de la educación, guarda o 
custodia, guía espiritual o comparta 
permanentemente el hogar familiar de 
la víctima, o medie una relación de 
confianza, la pena será de diez a doce 
años de prisión. 
 
Quien venda, ofrezca, entregue, 
trasfiera o acepte a una niña, niño, o 
adolescente en la que medie o no, pago 
o recompensa con fines de explotación 
sexual, será sancionado con pena de 
ocho a doce años de prisión. Igual pena 
se aplicará a quien oferte, posea, 
adquiera o acepte la venta de una niña, 
niño o adolescente con fines de 
adopción ilegítima. 
El delito de Trata de personas, ha estado presente en nuestra legislación penal 
desde el año 1974, no obstante la descripción de la conducta punitiva en ese 
entonces fue bastante limitada, en cuanto a la protección que brindaba la norma al 
sujeto pasivo. Hoy en día esta forma delictiva en la nueva legislación penal ha 
cobrado tal relevancia que goza de una tipificación mucho más amplia 
aumentando el alcance de la protección legal. Cabe destacar que la nueva 
normativa contempla elementos que se hacen valer con más contundencia desde 
el ejercicio de Poder, a como son las amenazas, ofrecimientos o engaños. Si bien 
es cierto, el Código de 1974 contemplaba que el sujeto activo podía usar estos 
mismos elementos al realizar la acción, pero no se reconocía que lo hacía 
respaldado por una posición de poder, que hoy se tiene la certeza que ocasiona 
mayor temeridad en la víctima. 
 
En relación a los verbos rectores de la actual normativa, podemos observar que el 
ámbito de cobertura se amplió y hay una mejor forma descriptiva de las conductas 
que componen el tipo, en cambio en 1974 solo se señalaban dos formas de 
acción: “Reclutar, Enganchar”, observándose que en ese cuerpo legal derogado 
por la carencia de descriptividad de otra formas de comisión la punibilidad era 
mucho más limitada, en cambio la nueva normativa abarcó varias acciones o 
medios comisivos que pueden ser empleados por el autor, y se habla de: 
captación, reclutamiento, contratación, transporte, traslado retención, acogida o 
recepción de personas con fines de Esclavitud, Explotación Sexual, o “Adopción”. 
Este último elemento es muy importante que haya sido considerado, en virtud de 
que el autor del ilícito para conseguir su objetivo incluso puede burlar este tipo de 
procedimiento y tomar a niños y niñas para sus fines bajo una figura legal que le 
garantice la tutela de la víctima. 
 
Ambos legisladores, tanto el actual como el de 1974 tomaron en consideración 
que este delito de Trata puede ser cometido tanto dentro como fuera del Territorio 
Nacional, teniendo aún mas vigencia hoy en día. Este fenómeno con la aparición 
de grupos delictivos transnacionales que cuentan con redes de funcionamiento 
que involucran a más de un Estado. En estos casos generalmente existe un país 
de origen (donde se recluta a la víctima), otro país de Tránsito (por donde 
movilizan a las víctimas) y otro de destino (donde se ejecuta la actividad 
explotadora), razón por la cual el legislador dejó apertura en la norma para facilitar 
la aplicación de instrumentos internacionales como un ejemplo muy importante 
puedo citar la “Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia 
organizada Transnacional” que a su vez cuenta con tres Protocolos que la 
Complementan, destacándose el: “Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar 
la Trata de Personas especialmente mujeres y niños”. En este sentido y para 
reforzar el planteamiento de que en nuestro país existe una óptima protección en 
este tipo delictivo, puedo afirmar que Nicaragua ha ratificado los principales 
instrumentos Internacionales que se refieren a la Trata de Personas, contando con 
un completo Marco Jurídico nacional e internacional en respaldo al tema. 
     
En el artículo 182 vigente, se contempla como novedad que el delito puede 
manifestarse, sin perjuicio de que la víctima lo consienta, no eliminándose el dolo 
para el autor por esta circunstancia, que a la hora de un proceso penal los autores 
de estos ilícitos pudieran tratar de manipular a su favor, lo que ha sido 
oportunamente previsto y sancionado por nuestro legislador en esta norma. 
También en este artículo se observa que el parlamento a cargo de su redacción 
consideró conveniente intensificar la protección legal a través de una mayor 
punibilidad cuando la víctima fuera menor de dieciocho años o que presente 
alguna discapacidad y también puede agravarse por el vínculo que une al autor 
con la víctima o su vez tenga una relación de dependencia o afectiva con el autor, 
aspecto que a mi criterio contribuye de manera significativa a que se promueva el 
respeto por este sector que esta tan vulnerable a como son niñas, niños y 




Código Penal de 1974 Código Penal vigente 
Artículo. 204.- Comete delito de 
sodomía el que induzca, promueva, 
propagandice o practique en forma 
escandalosa el concúbito entre 
personas del mismo sexo. Sufrirá la 
pena de uno a tres años de prisión. 
Cuando uno de los que lo practican, 
aún en privado, tuviere sobre el otro 
poder disciplinario o de mando, como 
ascendiente, guardador, maestro, jefe, 
guardián o en cualquier otro concepto 
que implique influencia de autoridad o 
de dirección moral, se le aplicará la 
pena de la seducción ilegítima, como 
único responsable.  
No es castigado por este cuerpo 
normativo. 
 
Este delito como se observa claramente no aparece tipificado en el Código Penal 
vigente, por lo que puede decirse que ya no tiene razón de ser, en el sentido de 
que la sociedad moderna ha evolucionado en sus cánones morales, es decir, que 
las relaciones entre personas del mismo sexo han venido siendo gradualmente 
aceptadas en nuestra sociedad, al punto de no considerarse delito, sumado al 
hecho que el Estado,  mediante la creación de entidades como La Procuraduría de 
la Diversidad Sexual, trata de brindar protección a las personas que deciden tomar 
esta opción, haciendo imperativo los preceptos Constitucionales de que no debe 
existir ninguna forma de discriminación por motivo de sexo, credo o religión, y que 
todos los ciudadanos somos iguales ante la ley. 
 
Cabe destacar que la protección legal que realiza el Estado a los menores de 
edad que aún no cuentan con madurez sexual, está contemplada en otras normas 
contenidas en el capítulo referido a los Delitos sexuales, tipificando distintas 
modalidades de conductas, de las cuales ya ha sido objeto de estudio en este 

















El Código Penal de Nicaragua en proceso de reforma, vendrá a subsanar los 
vacíos jurídicos existentes en lo referido a los delitos sexuales para beneficiar a un 
estamento social desprotegido de sus garantías fundamentales. 
 
7. MATERIAL Y MÉTODOS 
 Tipo de estudio. 
 
El estudio de este trabajo investigativo es de tipo ¨ analítico – explicativo, ya 
que lo que se pretende es sustentar el motivo de la reforma al Capítulo II 
referido a los delitos sexuales del Código Penal nicaragüense del año 1974. 
 
 Investigación según la tipología. 
 
En cuanto al tipo de investigación el presente trabajo es de tipo no 
experimental, ya que lo que se hace es explicar el comportamiento de la 
sociedad  en relación a los comunicados con respecto al tema investigado y no 
se hace uso directo de variables. 
 
 Métodos usados. 
 
Los métodos utilizados son el análisis y la interpretación, porque se analizan y 
explican las causas que conducen a la reforma del Código Penal del año 1974, 





La recopilación de la información se sustenta en las fuentes documentales 
facilitadas por funcionarios del Ministerio Publico, por representantes de la 




 Los vacíos jurídicos que presentaba el Código Penal de 1974, exigían su 
actualización, puesto que se presentaban muchas particularidades de los 
delitos sexuales que no estaban previstas en este cuerpo normativo. 
 La reforma del Código Penal de 1974 logró darle la protección debida a las 
victimas de los delitos sexuales, puesto que en el Código Penal vigente se 
castigan muchas circunstancias que no eran condenadas en el antiguo código. 
Además se muestra un importante avance en reivindicar la dignidad de las 
personas, la igualdad de sexos, hoy es indiferente el sexo tanto del agente 
como del sujeto pasivo, producto de un cambio social en la valoración del 
comportamiento sexual de las personas. 
 La sociedad nicaragüense ha evolucionado, en cuanto a sus preceptos, lo que 
ameritó una actualización de los delitos que en la sociedad se presentan, por lo 
que el nuevo código representa un significativo avance en la modernización de 
la justicia Nicaragüense, pues tenemos un Código bien orientado que responde 
a las expectativas de nuestro pueblo de reprimir nuevas conductas que se 
manifiestan en nuestros días. 
 La capacidad decisoria de la condena por los delitos sexuales estaba en 
manos de personas de la sociedad civil, seleccionadas al azar para conformar 
jurados de conciencia, situación que favorecía a los agresores, en el sentido de 
que si el agresor era una persona del sexo masculino y el jurado de conciencia 
estaba conformado en su mayoría por personas del mismo sexo lo declaraban 
inocente, no percatándose de la gravedad del ilícito cometido por éste. En 
cambio en el código penal vigente quien pasó a ocupar este lugar es un 
Juzgador técnico, conocedor de la ley, con formación jurídica capaz de 
argumentar los articulados que sustentan la ley, evitándose así que personas 
desconocidas decidieran en las vidas de las víctimas y también esto ha sido un 
elemento de apoyo y freno a la impunidad en delitos graves como son los 
delitos sexuales, ya que se dejó atrás la decisión que tomaban los miembros 
que integran los jurados de conciencia quienes en algunos casos son 
extremadamente maleables, influenciables o intimidables. 
9. RECOMENDACIONES 
 Elevar voces desde las instancias involucradas en la defensa de los 
derechos del niño, para que quienes legislan las leyes hasta las 
instituciones que las aplican, consulten con la sociedad previamente a su 
aprobación, fundamentalmente aquellas leyes que tienen un alcance muy 
particular para el sector tan vulnerable como lo es la niñez y la juventud 
nicaragüense. 
 Difundir a través de los distintos medios de comunicación las bondades del 
Código Penal vigente y de otros instrumentos Jurídicos nacionales como 
internacionales con los cuales contamos relacionados al tema de los Delitos 
Sexuales, a fin de que los operadores de justicia y la sociedad civil se 
empoderen de estos instrumentos jurídicos y puedan hacer uso de sus 
derechos con mayor contundencia en los Tribunales de Justicia de nuestra 
País. 
 Un aspecto negativo que debería ser reformado es que algunos de estos 
delitos van acompañados con otras medidas accesorias, como el pago de 
multas. Esto quiere decir, que si la persona acusada tiene dinero, puede 
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Criminógeno: Que provoca un crimen.  
Desflorar: Desvirgar a una mujer, entiéndase como quitar la virginidad.  
Escotaduras congénitas: Relación desgarro reciente o antiguo. 
Escroto: Bolsa formada por la piel que cubre los testículos de los mamíferos. 
Frenillo: Repliegue membranoso que limita los movimientos de una parte, como el 
del prepucio y el del clítoris. 
Glande: Cabeza del miembro viril. 
Homologación: Acción y efecto de homologar, igualar cosas o hacer que sean 
equivalentes. 
Horquilla de vulvar: Lugar donde se unen los labios mayores con los menores, 
en la parte posterior de la vulva. 
Meato: Cada uno de ciertos orificios o conductos del cuerpo. 
Perito: Entendido, experimentado, hábil, práctico en una ciencia o arte. 
Posición genupectoral o mahometana: Posición rodilla-tórax. Para adoptar la 
posición genupectoral, la persona se arrodilla de forma que el peso del cuerpo sea 
soportado por las rodillas y el tórax, quedando el abdomen elevado. 
Pugilato: Contienda o pelea a puñetazos entre dos o más personas.  Disputa, 
diferencia de puntos de vista entre dos personas o instituciones.  
Prepucio: Capa cutánea retráctil que recubre el glande. 
Reflejo cremastérico: Reflejo nervioso superficial que se desencadena al 
estimular la piel de la cara interna de la zona superior del muslo en un varón. El 


















12.1 Ley de Reformas al Código Penal  
Ley No. 150.  Aprobado el 11 de Junio de 1992. 
Publicado en La Gaceta No. 174 de 9 de Septiembre de 1992. 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA. 
 
Hace saber al pueblo Nicaragüense que: 
 
LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA. 
 






LEY DE REFORMAS AL CÓDIGO PENAL 
 
Artículo 1.- Se reforma el nombre del Título I, Libro II del Código Penal, que se 
leerá así: "Delitos Contra las Personas y su Integridad Física, Psíquica, Moral y 
Social". 
 
Artículo 2.- Se reforma el nombre del Capítulo VIII, Título I del Libro II del Código 
Penal, el que se leerá así: "DE LA VIOLACIÓN Y OTRAS AGRESIONES 
SEXUALES". 
 
Artículo 3.- Se reforma el Capítulo VIII, Título I del Libro II del Código Penal, el 
que se leerá así: 
 Arto. 195.- Comete delito de violación el que usando la fuerza, la intimidación o 
cualquier otro medio que prive de voluntad, razón o de sentido a una persona, 
tenga acceso carnal con ella, o que con propósito sexual le introduzca cualquier 
órgano, instrumento u objeto. 
 
Se presume la falta de consentimiento cuando la víctima sea menor de catorce 
años o cuando sea mujer casada o en unión de hecho estable, a quien el violador 
hace creer que es su marido. 
 
Pueden ser autores y víctimas de este delito, personas de ambos sexos. 
 
La pena del delito de violación será de quince a veinte años de prisión. 
 
No serán circunstancias atenuantes el estado de embriaguez o drogadicción. Son 
circunstancias agravantes específicas para este delito, sin perjuicio de las 
contenidas en el Arto. 30 Pn., las siguientes: 
 
1) Cuando resultare grave daño en la salud física o mental de la víctima; 
 
2) Cuando el autor fuere pariente de la víctima dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad, tutor o encargado de su guarda o que esté 
ligado por matrimonio o unión de hecho con la madre o padre de la víctima; 
 
3) Cuando la víctima sea persona discapacitada física o mentalmente; 
 
4) Cuando existiere entre el autor del delito y la víctima relación de autoridad, 
dependencia o confianza; 
 5) Cuando la violación fuere cometida con el concurso de otra u otras personas; 
 
6) Cuando el autor sea portador de una enfermedad grave, transmisible por 
contacto sexual; 
 
7) Cuando la víctima esté embarazada; 
 
8) Cuando la víctima se encuentre en prisión; 
 
9) Cuando la víctima sea una persona mayor de sesenta años; 
 
10) Cuando el autor y la víctima hubiesen estado unidos en matrimonio o en unión 
de hecho estable. 
 
Si con motivo o a consecuencia de la violación, resultare la muerte de la persona 
violada, el aborto o la muerte del que está por nacer, se aplicará lo dispuesto en el 
Arto. 89 del Código Penal. 
 
En cualquier caso en que la víctima sea menor de diez años, independientemente 
de las circunstancias, se impondrá la pena máxima. 
 
Arto. 196.- Comete estupro el que tuviere acceso carnal con otra persona, mayor 
de catorce años y menor de dieciséis, interviniendo engaño. 
Comete también estupro el que tenga acceso carnal con persona mayor de 
dieciséis años que no lo hubiere tenido antes, interviniendo engaño. 
 
Para ambos casos se presume el engaño cuando el hechor fuere mayor de 
veintiún años, o estuviere casado o en unión de hecho estable. 
 
El estupro será penado con prisión de tres a cinco años. 
 
Si la persona agraviada contrae matrimonio con el ofensor o le otorga su perdón, 
se suspende el procedimiento y queda extinguida la pena impuesta. Si fuere 
menor de dieciséis años, el perdón sólo podrá otorgarlo su representante legal. 
 
Si el estupro fuere cometido por autoridad pública, ministro de cualquier culto, 
empleador o superior en el trabajo, tutor, guardador, maestro o encargado por 
cualquier título de la educación o guarda de la víctima o cuando existiere entre el 
autor y la víctima relación de autoridad, dependencia, confianza o familiaridad, de 
hecho o de derecho, la pena será de cuatro a diez años de prisión. 
 
Arto. 197.- Comete delito de seducción ilegítima el que tenga acceso carnal con 
persona mayor de catorce y menor de dieciocho años, que estuviere bajo 
autoridad o dependencia, o en relación de confianza o nexo familiar. Se incluye en 
este caso a las autoridades públicas, ministros de cualquier culto, empleador, 
tutor, guardador, maestro o encargado por cualquier título de la educación o 
guarda de la víctima. 
 
La seducción ilegítima será penada con prisión de dos a cuatro años. 
 
El que somete a una persona a acoso o chantaje con propósitos sexuales, sin 
consumar el delito de violación o de seducción ilegítima, será penado con uno a 
dos años de prisión. 
 En estos casos, una vez iniciada la acción, los jueces deberán continuar los juicios 
hasta dictar sentencia definitiva. 
 
Arto. 198.- Comete rapto el que con propósitos sexuales sustrae o retiene a una 
persona contra su voluntad. El rapto será sancionado con prisión de dos a cinco 
años. 
 
Se presume la falta de voluntad cuando la víctima sea menor de catorce años, en 
cuyo caso la pena será de cuatro a diez años de prisión. 
 
Arto. 199.- Si el rapto se ejecutare con violencia en una persona casada o en 
unión de hecho estable, se aplicará la pena máxima establecida para este delito. 
 
Los reos del delito de rapto que no entreguen a la persona raptada o no dieren 
razón o explicación satisfactoria sobre su paradero, su muerte o 
desaparecimiento, serán castigados con la pena del delito de homicidio. 
 
Si posteriormente apareciere la persona raptada, se procederá a revisar la pena 
en la forma que corresponde. 
 
Si se comprueba que en la comisión del rapto concurrió el delito de violación, 
estupro, seducción ilegítima, abusos deshonestos, parricidio, homicidio, asesinato 
o infanticidio, se aplicará además la pena que corresponda a este otro delito, 
conforme el Arto. 89 Pn. 
 
Arto. 200.- Comete delito de abusos deshonestos el que realice actos lascivos, o 
lúbricos tocamientos en otra persona, sin su consentimiento, haciendo uso de 
fuerza, intimidación o cualquier otro medio que la prive de voluntad, de razón o de 
sentido, sin llegar con ella al acceso carnal o a la penetración establecidos en el 
Arto. 195. Se presume la falta de consentimiento cuando la víctima sea menor de 
catorce años. 
 
La pena será de tres a seis años de prisión. 
 
Cuando concurra cualquiera de las circunstancias agravantes establecidas en el 
Arto. 195, la pena será hasta de doce años de prisión. 
 
Artículo 4.- Se reforma el nombre del Capítulo IX "CORRUPCIÓN Y ULTRAJES 
AL PUDOR Y A LA MORALIDAD PUBLICA", del Título I, Libro II del Código Penal, 
el cual se leerá así: "CORRUPCIÓN, PROSTITUCIÓN, PROXENETISMO O 
REFINERÍA, TRATA DE PERSONAS Y SODOMÍA". 
 
Artículo 5.- Se reforma el Capítulo IX, Título I del Libro II del Código Penal, el que 
se leerá así: 
 
Arto. 201.- Comete delito de corrupción el que en cualquier forma indujere, 
promoviere, facilitare o favoreciere la corrupción sexual de una persona menor de 
dieciséis años de edad, aunque la víctima consienta en participar en actos 
sexuales o en verlos ejecutar. Será sancionado con prisión de cuatro a ocho años. 
 
La pena se aumentará hasta doce años cuando concurra cualquiera de las 
circunstancias siguientes: 
 
1.- Cuando la víctima fuere menor de doce años; 
 2.- Cuando el hecho fuere ejecutado con propósitos de lucro o para satisfacer 
deseos de terceros; 
 
3.- Cuando para su ejecución mediare violencia, abuso de autoridad o cualquier 
otro medio de intimidación o coerción; 
 
4.- Cuando el autor fuere pariente del menor, por matrimonio o unión de hecho 
estable, dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, tutor o 
encargado de la educación, guarda o custodia del mismo; 
 
5.-Cuando el acto de corrupción sea masivo. 
 
Arto. 202.- Comete delito de proxenetismo o rufianería: 
 
1.- El que instale o explote lugares de prostitución, o con ánimo de lucro, mediante 
violencia física o moral, abuso de autoridad o cargo, de maniobras engañosas o 
valiéndose de cualquier otra maquinación semejante, haga que una persona 
ingrese a ellos o la obligue a permanecer en las mismas, o a dedicarse en 
cualquier otra forma al comercio sexual. Será sancionado con prisión de tres a 
seis años; 
 
2.- El que con ánimo de lucro o para satisfacer deseos ajenos promoviere, 
facilitare o favoreciere la prostitución. Será sancionado con prisión de tres a seis 
años. La pena se aumentará hasta diez años cuando el autor estuviere unido en 
matrimonio o unión de hecho estable con la víctima; 
 3.- El que sin tener derecho a reclamar alimentos a una persona, participa de sus 
ganancias en la práctica de la prostitución, y el que teniendo ese derecho la obliga 
por la fuerza a entregarle el total o parte de esas ganancias. La pena por este 
delito será de prisión de dos a cuatro años. 
 
Se entiende por prostitución el ejercicio del comercio carnal por precio, entre 
personas del mismo o diferente sexo. 
 
Arto. 203.- Comete delito de trata de personas el que reclute o enganche a 
personas con su consentimiento, o valiéndose de amenazas, ofrecimientos, 
engaños o cualquier otra maquinación semejante, para ejercer la prostitución 
dentro o fuera de la República, o introduzca al país personas para que la ejerzan. 
Este delito será sancionado con prisión de cuatro a diez años. 
 
Se aplicará la pena máxima cuando el autor estuviere unido en matrimonio o unión 
de hecho estable con la víctima o cuando ésta fuere menor de catorce años. 
 
Arto. 204.- Comete delito de sodomía el que induzca, promueva, propagandice o 
practique en forma escandalosa el concúbito entre personas del mismo sexo. 
Sufrirá la pena de uno a tres años de prisión. Cuando uno de los que lo practican, 
aún en privado, tuviere sobre el otro poder disciplinario o de mando, como 
ascendiente, guardador, maestro, jefe, guardián o en cualquier otro concepto que 
implique influencia de autoridad o de dirección moral, se le aplicará la pena de la 
seducción ilegítima, como único responsable. 
 
Artículo 6.- Se reforma el Capítulo X, "DISPOSICIONES COMUNES A LOS DOS 
CAPÍTULOS ANTERIORES", del Título I, Libro II, del Código Penal, el que se 
leerá así: 
 Arto. 205.- Corresponde a la Procuraduría General de la República la promoción 
de la acción penal en los delitos de violación, corrupción, proxenetismo o 
rufianería, trata de personas y abusos deshonestos, cuando las víctimas sean 
menores de dieciséis años, sin perjuicio de la denuncia o acusación de la parte 
ofendida o de sus representantes. Igual procedimiento se aplicará cuando el rapto 
sea seguido de violación, abusos deshonestos o cualquier otro delito perseguible 
de oficio y en el caso del párrafo 6 del Arto. 196. 
 
En estos casos, una vez iniciada la acción, el Juez y el Procurador deberán seguir 
el proceso de oficio hasta dictar sentencia, aunque el denunciante o acusador la 
abandonen. Si la persona agraviada careciere por su edad, o por cualquier otra 
circunstancia de la capacidad que se requiere para acusar o denunciar, o no 
tuviere representante legal ni estuviere bajo custodia de persona alguna, o el autor 
del delito fuere el representante legal o el encargado de la custodia, deberá hacer 
la denuncia la Procuraduría Penal de Justicia. 
 
El Juez en la sentencia establecerá la indemnización a la víctima. 
 
Arto. 206.- En los casos de los delitos establecidos en los Capítulos VIII y IX, 
Título I, del Libro II del Código Penal, el proceso deberá tramitarse en privado 
cuando así lo solicite la parte ofendida; y, en consecuencia, la prensa y el público 
no tendrán acceso al mismo, y en la fase de jurados las víctimas de estos delitos 
comparecerán en audiencia privada si son requeridos por este tribunal. 
 
Arto. 207.- Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad, tutores, maestros y cualesquiera otras personas que con abuso de 
autoridad o de confianza, cooperen como cómplices en la perpetuación de los 
delitos de violación, estupro, seducción ilegítima, rapto, corrupción, prostitución, 
proxenetismo o rufianería, trata de personas y abusos deshonestos, serán 
sancionados con las penas que corresponden a los autores; los que cooperen 
como encubridores serán castigados con las penas que corresponden a los 
cómplices. 
 
Arto. 208.- Los autores de los delitos de violación, estupro y seducción ilegítima 
serán considerados padres de la prole que nazca de la mujer ofendida, para los 
efectos sucesorios y alimentarios, siempre que ésta así lo pida y que el nacimiento 
ocurra después de los ciento ochenta días y dentro de los trescientos posteriores a 
la fecha de la comisión del delito. 
 
No se extingue la responsabilidad de los delitos contenidos en el Arto. 206, 
aunque la parte ofendida otorgue su perdón. 
 
Arto. 209.- Los reos de estos delitos, aunque sean mayores de setenta años o 
valetudinarios, no podrán ser favorecidos con fianza, ni arresto domiciliario; y en 
caso de enfermedad no curable en la cárcel, deberán ser hospitalizados con 
vigilancia policial. 
 
Artículo 7.- Esta Ley deroga toda disposición que se le oponga y entrará en 
vigencia a partir de su publicación en cualquier medio de comunicación, sin 
perjuicio de su posterior publicación en La Gaceta, Diario Oficial. 
 
Dada en la Sala de sesiones de la Asamblea Nacional, a los once días del mes de 
Junio de mil novecientos noventa y dos.- Luis Sánchez Sancho.- Presidente de la 
Asamblea Nacional por la Ley.- William Frech Frech.- Secretario de la Asamblea 
Nacional. 
POR TANTO:  
 Publíquese y Ejecútese.  
 
Managua, once de julio de mil novecientos noventa y dos.- VIOLETA BARRIOS 













12.2 Sección del Capítulo II del Código Penal vigente 
CAPÍTULO II 
DELITOS CONTRA LA LIBERTAD E INTEGRIDAD SEXUAL 
Art. 167 Violación 
Quien tenga acceso carnal o se haga acceder o introduzca a la víctima o la 
obligue a que se introduzca dedo, objeto o instrumento con fines sexuales, por vía 
vaginal, anal o bucal, usando fuerza, violencia, intimidación o cualquier otro medio 
que prive a la víctima de voluntad, razón o sentido, será sancionado con pena de 
ocho a doce años de prisión. 
Pueden ser autores o víctimas de este delito, personas de uno u otro sexo. 
 
Art. 168 Violación a menores de catorce años 
Quien tenga acceso carnal o se haga acceder con o por persona menor de catorce 
años o quien con fines sexuales le introduzca o la obligue a que se introduzca 
dedo, objeto o instrumento por vía vaginal, anal o bucal, con o sin su 
consentimiento, será sancionado con pena de doce a quince años de prisión. 
 
Art. 169 Violación agravada 
Se impondrá la pena de doce a quince años de prisión cuando: 
 
a) El autor cometa el delito prevaliéndose de una relación de superioridad, 
autoridad, parentesco, dependencia o confianza con la víctima, o de compartir 
permanentemente el hogar familiar con ella; 
b) La violación sea cometida con el concurso de dos o más personas; 
c) Cuando la víctima sea especialmente vulnerable por razón de enfermedad o 
discapacidad física o psíquica para resistir, o se trate de una persona embarazada 
o mayor de sesenta y cinco años de edad; o 
d) Resulte un grave daño en la salud de la víctima. 
 
Si concurren dos o más de las circunstancias previstas en este artículo, se 
impondrá la pena máxima. 
  
Art. 170 Estupro 
Quien estando casado o en unión de hecho estable o fuera mayor de edad, sin 
violencia o intimidación, acceda carnalmente o se haga acceder por una persona 
mayor de catorce y menor de dieciséis años, será sancionado con pena de dos a 
cuatro años de prisión. 
  
Art. 171 Estupro agravado  
Cuando el estupro sea cometido por quien esté encargado de la educación u 
orientación espiritual, guarda o custodia de la víctima o por persona que mantenga 
con ella relación de autoridad, dependencia o familiaridad o comparta 
permanentemente el hogar familiar con ella, se impondrá la pena de prisión de 
cinco a diez años. 
 
Art. 172 Abuso sexual 
Quien realice actos lascivos o lúbricos tocamientos en otra persona, sin su 
consentimiento, u obligue a que lo realice, haciendo uso de fuerza, intimidación o 
cualquier otro medio que la prive de voluntad, razón o sentido, o aprovechando su 
estado de incapacidad para resistir, sin llegar al acceso carnal u otras conductas 
previstas en el delito de violación, será sancionado con pena de prisión de cinco a 
siete años. 
Cuando en la comisión del delito se dé alguna de las circunstancias de la violación 
agravada, la pena será de siete a doce años de prisión. Si concurren dos o más de 
dichas circunstancias o la víctima sea niña, niño, o adolescente se impondrá la 
pena máxima. 
No se reconoce, en ninguno de los supuestos, valor al consentimiento de la 
víctima cuando ésta sea menor de catorce años de edad, o persona con 
discapacidad o enfermedad mental. 
  
Art. 173 Incesto  
Se impondrá prisión de uno a tres años a quien, conociendo las relaciones 
consanguíneas que lo vinculan y mediante consentimiento, tenga acceso carnal 
con un ascendiente, descendiente, o colateral dentro del segundo grado de 
consanguinidad mayor de dieciocho años de edad. Lo anterior, sin perjuicio de la 
pena que se pueda imponer por la comisión de otros delitos. 
 
En este caso el perdón del ofendido extingue el ejercicio de la acción penal. 
 
Art. 174 Acoso sexual 
Quien de forma reiterada o valiéndose de su posición de poder, autoridad o 
superioridad demande, solicite para sí o para un tercero, cualquier acto sexual a 
cambio de promesas, explícitas o implícitas, de un trato preferencial, o de 
amenazas relativas a la actual o futura situación de la víctima, será penado con 
prisión de uno a tres años. 
Cuando la víctima sea persona menor de dieciocho años de edad, la pena será de 
tres a cinco años de prisión. 
  
Art. 175 Explotación sexual, pornografía y acto sexual con adolescentes 
mediante pago 
Quien induzca, facilite, promueva o utilice con fines sexuales o eróticos a personas 
menor de dieciséis años o discapacitado, haciéndola presenciar o participar en un 
comportamiento o espectáculo público o privado, aunque la víctima consienta en 
presenciar ese comportamiento o participar en él, será penado de cinco a siete 
años de prisión y se impondrá de cuatro a seis años de prisión, cuando la víctima 
sea mayor de dieciséis y menor de dieciocho años de edad. 
 
Quien promueva, financie, fabrique, reproduzca, publique, comercialice, importe, 
exporte, difunda, distribuya material para fines de explotación sexual, por cualquier 
medio sea directo, mecánico, digital, audio visual, o con soporte informático, 
electrónico o de otro tipo, la imagen, o la voz de persona menor de dieciocho años 
en actividad sexual o eróticas, reales o simuladas, explicitas e implícitas o la 
representación de sus genitales con fines sexuales, será sancionado con pena de 
prisión de cinco a siete años de prisión y de ciento cincuenta a quinientos días de 
multa. 
 
Quien con fines de explotación sexual, posea material pornográfico o erótico en 
los términos expresado en el párrafo anterior, será castigado con la pena de uno a 
dos años de prisión. 
  
Quien ejecute acto sexual o erótico con persona mayor de catorce años y menor 
de dieciocho años de edad de cualquier sexo, pagando o prometiéndole pagar o 
darle a cambio ventaja económica o de cualquier naturaleza, será sancionado con 
pena de prisión de cinco  a siete años. 
  
Art. 176 Agravantes específicas en caso de explotación sexual, pornografía y 
acto sexual con adolescente mediante pago 
 La pena será de seis a ocho años de prisión cuando: 
a) El hecho sea ejecutado con propósitos de lucro; 
b) El autor o autores sean parte de un grupo organizado para cometer delitos de 
naturaleza sexual, salvo que concurra el delito de crimen organizado; 
c) Medie engaño, violencia, abuso de autoridad o cualquier medio de intimidación 
o coerción; o 
d) El autor cometa el delito prevaliéndose de una relación de superioridad, 
autoridad, parentesco, dependencia o confianza con la víctima, o de compartir 
permanentemente el hogar familiar con ella. 
  
Si concurren dos o más de las circunstancias previstas, la pena que se impondrá 
será de siete a nueve años de prisión. Se impondrá la pena máxima cuando sea 
persona con discapacidad o menor de catorce años de edad. 
 
Art. 177 Promoción del Turismo con fines de explotación sexual 
Los que dentro o fuera del territorio nacional, en forma individual o a través de 
operadores turísticos, campañas publicitarias, reproducción de textos e imágenes, 
promuevan al país como un atractivo o destino turístico sexual, utilizando 
personas menores de dieciocho años, serán sancionados con la pena de cinco a 
siete años de prisión y de ciento cincuenta a quinientos días multa. 
 
Art. 178 Proxenetismo 
Quien induzca, promueva, facilite o favorezca la explotación sexual, pornografía y 
acto sexual remunerado de persona de cualquier sexo, las mantenga en ella o las 
reclute con ese propósito, será penado con prisión de cuatro a seis años y de cien 
a trescientos días multa. 
 
Art. 179 Proxenetismo agravado 
La pena será de seis a ocho años de prisión y de trescientos a seiscientos días 
multa cuando: 
a) La víctima sea menor de dieciocho años o con discapacidad; 
b) Exista ánimo de lucro; 
c) Medie engaño, violencia, abuso de autoridad o cualquier medio de intimidación 
o coerción; 
d) El autor cometa el delito prevaliéndose de una relación de superioridad, 
autoridad, parentesco, dependencia o confianza con la víctima, o de compartir 
permanentemente el hogar familiar con ella. 
  
Art. 180 Rufianería 
Quien por medio de amenazas o coacciones, se haga mantener económicamente, 
aún de manera parcial, por una persona que realice acto sexual mediante pago, 
será penado con prisión de tres a cinco años y de sesenta a doscientos días 
multa. 
 
Si la víctima fuere menor de dieciocho años o con discapacidad, la sanción será 
de cinco a siete años de prisión y doscientos a cuatrocientos días multa. 
 
La misma pena se aplicará cuando el autor estuviere unido en matrimonio o en 
unión de hecho estable con la víctima.  
 
Art. 181 Restricción de mediación y otros beneficios 
Cuando el delito sexual sea cometido contra niños, niñas y adolescentes, no habrá 
lugar al trámite de la mediación, ni cualquier beneficio de suspensión de pena. 
 
Art. 182 Trata de personas con fines de esclavitud, explotación sexual o 
adopción 
Quien en ejercicio de poder o valiéndose de amenazas, ofrecimientos, engaños, 
promueva, facilite, induzca o ejecute la captación, reclutamiento, contratación, 
transporte, traslado, retención, acogida o recepción de personas, con fines de 
esclavitud, explotación sexual o adopción, para que la misma sea ejercida dentro o 
fuera del territorio nacional, aun con el consentimiento de la víctima será 
sancionado con pena de prisión de siete a diez años. 
 
Si la víctima es una persona menor de dieciocho años, o persona con 
discapacidad, o el hecho fuere cometido por algún familiar, tutor o encargado de la 
educación, guarda o custodia, guía espiritual o comparta permanentemente el 
hogar familiar de la víctima, o medie una relación de confianza, la pena será de 
diez a doce años de prisión. 
Quien venda, ofrezca, entregue, trasfiera o acepte a una niña, niño, o adolescente 
en la que medie o no, pago o recompensa con fines de explotación sexual, será 
sancionado con pena de ocho a doce años de prisión. Igual pena se aplicará a 
quien oferte, posea, adquiera o acepte la venta de una niña, niño o adolescente 
con fines de adopción ilegitima. 
 
Art. 183 Disposiciones comunes 
Cuando el autor de violación agravada, estupro agravado, abuso sexual, 
explotación sexual, actos sexuales con adolescentes mediante pago y pornografía, 
promoción del turismo con fines de explotación sexual, proxenetismo agravado, 
rufianería o trata de personas con fines de esclavitud o explotación sexual sea el 
padre, madre o responsable legal del cuidado de la víctima, se impondrá además 
la pena de inhabilitación especial por el plazo señalado para la pena de prisión de 
los derechos derivados de la relación madre, padre e hijos, tutela o guarda. 
 
La provocación, la conspiración y la proposición para cometer los delitos de 
explotación sexual, actos sexuales con adolescentes mediante pago y pornografía, 
promoción del turismo con fines de explotación sexual, proxenetismo, rufianería o 
trata de personas con fines de esclavitud o explotación sexual, previstos en los 
capítulos anteriores, serán castigados con una pena atenuada cuyo límite máximo 
será el límite inferior de la pena prevista en la ley para el delito de que se trate y 












12.3 Guía de valoración médico legal en Delitos sexuales 
Historia médico legal actual 
Se debe obtener la historia directa, si no es posible, se le pide al acompañante 
que narre lo que conoce sobre los hechos. 
Debe incluir: 
 Si medió algún tipo de violencia. 
 Si se le suministró algún tipo de sustancia. 
 Si presentaba alteraciones de conciencia. 
 Frecuencia y número de personas que participaron en los hechos. 
 Si se dio la eyaculación y en que sitio. 
 Utilización de algún método anticonceptivo. 
 Presencia de testigos.  
Estado actual 
Patologías o cambios de conducta observados por el acompañante. 
Historia médica pasada 
 Desarrollo sexual. 
 Fechas de primera y última relación sexual con consentimiento. 
 Número de compañeros sexuales. 
 Experiencias sexuales del tipo que se investiga, antes de los hechos 
narrados. 
 Enfermedades mentales, ginecológicas y de transmisión sexual, cirugías 
del aparato genitourinario o traumatismos pélvicos.  
 Varones: Estreñimiento, parasitosis intestinal o alguna enfermedad del 
tracto digestivo. 
 Mujeres: Fechas de primera y última menstruación, ritmo menstrual y 
duración del periodo menstrual, gesta, abortos, cesáreas, método 
anticonceptivo.  
Examen físico 
Antes de proceder al examen físico debe informarse la naturaleza de la valoración 
que se realizará y obtener el consentimiento de la persona. El examen debe 
realizarse en presencia de un familiar o acompañante y de una enfermera de la 
clínica forense. 
Debe consignarse: 
 Estado de conciencia y conducta. 
 Vestimenta y estado de las ropas. 
 Realizar el examen físico por áreas (extra genital, para genital y genital). 
 Desarrollo de caracteres sexuales secundarios. 
 Descripción de lesiones de acuerdo a su tamaño, características y 
localización (en las áreas extra y para genital consignando cómo se 
produjeron). 
 Presencia de sangrado, secreciones, manchas, fibras, hierbas y pelos. 
 Himen: tipo, características de lesiones existentes y ubicación de acuerdo a 
la carátula del reloj, presencia y ubicación de escotaduras congénitas.  
 Pene y escroto: forma, retracción del prepucio, lesiones o secreciones en 
glande, frenillo y surco balanoprepucial, características de los testículos, 
reflejo cremastérico. 
 Ano: posición genupectoral: presencia de pliegues, borramientos, 
características y ubicación de fisuras, tono, presencia de alguna anomalía. 
 Embarazo: altura uterina, frecuencia cardíaca fetal, movimientos fetales y 
contracciones. 
 
Datos de atención médica y exámenes complementarios 
Se solicitarán, dependiendo del caso. 
Exámenes de laboratorio 
Cuando la valoración tiene lugar en los primeros tres días de ocurridos los hechos, 
es indispensable la toma de muestras vaginales, anales y orales, y la recolección 
de vellos y otro material que se encuentra al momento de la valoración. 
Conclusión 
 Resumen de los hallazgos físicos. 
 Contestar los requerimientos de la autoridad solicitante. 
 Si el médico considera algún aspecto de importancia médico legal no 
contemplado en los requerimientos de la autoridad, debe hacerlo constar. 









12.4 Instructivo para llenar el dictamen médico legal en caso de Delitos 
sexuales 
Delitos sexuales 
Encabezado: El encabezado deberá tener lo siguiente: 
 Logotipo oficial del Instituto de Medicina Legal en la parte superior 
izquierda. 
 Sistema Nacional Forense. 
 Médico Forense acreditado. 
 Nombre de la institución a la cual pertenece el médico acreditado como 
forense. 
Datos generales: 
 Escriba el número de dictamen correspondiente. 
 Escriba el lugar y fecha de emisión del dictamen. 
 Especifique el título, nombres y apellidos de la autoridad a quien se remite 
el dictamen. 
 Escriba el cargo de la autoridad a quien se remite el dictamen. 
Introducción: Llena las líneas con la información correspondiente: 
 Especifique la fecha en que la autoridad remitió la solicitud de valoración 
médico legal. 
 Escriba el lugar y la fecha cuando recibió la solicitud. 
 Escriba el número de expediente judicial o policial, o bien especifique si se 
recibió sin número de expediente. 
 Escriba los nombres y apellidos de la persona que será valorada, la edad 
referida por ella, el estado civil, el género, la ocupación, la dirección donde 
vive, la cédula de identidad o cualquier otro documento de identidad o si se 
presenta sin documentos de identidad. 
 Especifique el lugar y la hora en que se procede a realizar la valoración 
médico legal. 
Relato de los hechos: 
Describa todos los acontecimientos relatados por la persona objeto de la 
valoración médico legal o por su acompañante. 
Hallazgos físicos: 
Describa brevemente los hallazgos detectados mediante el examen físico y 
utilice los diagramas para ilustrarlos en las áreas extra genitales, para genital y 
genital. 
Hallazgos psicológicos: 
Consigne los datos más importantes en relación con la actitud de la persona, el 
estado emocional actual y los antecedentes psicológicos.    
Diagnóstico médico legal (conclusiones y recomendaciones) 
Especifique el diagnóstico médico legal de la agresión sufrida, responda cada 
una de las preguntas de la autoridad solicitante y haga constar lo recomendado 
en la guía de valoración médico legal de delitos sexuales. 












12.5 Modelo de dictamen en víctimas de delitos sexuales a utilizar en las 
























12.7 Artículos citados del Código Penal vigente y del Código Procesal Penal 
Código Penal vigente (Ley 641) 
 
 Artículo  34.- Todo procesado tiene derecho, en igualdad de condiciones, a 
las siguientes garantías mínimas: 
1. A que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad 
conforme la ley. 
2. A ser juzgado sin dilaciones por tribunal competente establecido por la ley. 
No hay fuero atractivo. Nadie puede ser sustraído de su juez competente ni 
llevado a jurisdicción de excepción.  
3. A ser sometido al juicio por jurados en los casos determinados por la ley. Se 
establece el recurso de revisión.  
4. A que se garantice su intervención y defensa desde el inicio del proceso y a 
disponer de tiempo y medios adecuados para su defensa.  
5. A que se le nombre defensor de oficio cuando en la primera intervención no 
hubiera designado defensor; o cuando no fuere habido, previo llamamiento 
por edicto. El procesado tiene derecho a comunicarse libre y privadamente 
con su defensor.  
6. A se asistido gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el 
idioma empleado por el tribunal.  
7. A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni contra su cónyuge o 
compañero en unión de hecho estable, o sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o segundo de afinidad, ni a confesarse culpable.  
8. A que se le dicte sentencia dentro de los términos legales en cada una de las 
instancias del proceso.  
9. A recurrir ante un  tribunal superior, a fin de que su caso sea revisado 
cuando hubiese sido condenado por cualquier delito.  
10. A no ser procesado nuevamente por el delito por el cual fue condenado o 
absuelto mediante sentencia firme.  
11. A no ser procesado ni condenado por acto u omisión que, al tiempo de 
cometerse, no esté previamente calificado en la ley de manera expresa e 
inequívoca como punible, ni sancionado con pena no prevista en la ley. Se 
prohíbe dictar leyes proscriptivas o aplicar al reo penas o tratos infamantes. 
El proceso penal deberá ser público. El acceso de la prensa y el público en general 
podrá ser limitado, por consideraciones de moral y orden público. El ofendido será 




Artículos del Código Procesal Penal  
  Artículo 110.- Derechos de la víctima. La víctima, como parte en el proceso 
penal, podrá ejercer los siguientes derechos que este Código le confiere: 1. 
Conocer oportunamente la propuesta de acuerdo mediante el cual el 
Ministerio Público prescindirá total o parcialmente de la persecución penal 
y hacer uso de sus derechos en los casos previstos en el presente Código; 2. 
Ser oída e intervenir en las audiencias públicas del proceso, en las que se 
haga presente y solicite su intervención; 3. Solicitar medidas de protección 
frente a probables atentados en contra suya o de su familia; 4. Constituirse 
en el proceso como acusador particular o querellante, según proceda; 5. 
Ofrecer medios o elementos de prueba; 6. Interponer los recursos previstos 
en el presente Código; 7. Ejercer la acción civil restitutoria o resarcitoria en 
la forma prevista por el presente Código, y, 8. Los demás derechos que este 
Código le confiere.  
Asimismo, al conocer de la denuncia y en los casos que proceda, el 
Ministerio Público, por medio de su dependencia de atención a las víctimas 
de delitos, en coordinación con la Policía Nacional y las instituciones 
estatales de salud física y mental, con las entidades de servicio y proyección 
social de las universidades estatales y las universidades y asociaciones 
privadas civiles o religiosas que lo deseen, prestará la asistencia técnica y 
profesional inmediata que requieran las víctimas, cuando, se trate de 
personas naturales. 
 Artículo 167 Código Procesal Penal “El juez o tribunal podrá adoptar, por 
auto motivado, una o más de las siguientes medidas cautelares personales o 
reales: 1. Son medidas cautelares personales: a) La detención domiciliaria o 
su custodia por otra persona, sin vigilancia alguna o con la que el tribunal 
ordene; b) El impedimento de salida del país o el depósito de un menor; c) 
La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o 
institución determinada, la que informará regularmente al tribunal; d) La 
presentación periódica ante el tribunal o la autoridad que él designe; e) La 
prohibición de salir sin autorización del país, de la localidad en la cual 
reside o del ámbito territorial que fije el tribunal; f) La prohibición de 
concurrir a determinadas reuniones o lugares; g) La prohibición de 
comunicarse con personas determinadas, siempre que no se afecte el 
derecho de defensa; h) El abandono inmediato del hogar si se trata de 
violencia doméstica o intrafamiliar, o de delitos sexuales, cuando la víctima 
conviva con el acusado; i) La prohibición de despedir, trasladar de cargo o 
adoptar cualquier otra represalia en el centro de trabajo en contra de la 
denunciante de delito de acoso sexual; j) La suspensión en el desempeño de 
su cargo, cuando el hecho por el cual se le acusa haya sido cometido 
prevaliéndose del cargo, y, k) La prisión preventiva. 2. Son medidas 
cautelares reales: a) La prestación de una caución económica adecuada, de 
no imposible cumplimiento, por el propio acusado o por otra persona, 
mediante depósito de dinero, valores, fianza de dos o más personas idóneas 
o garantías reales; b) La anotación preventiva en el Registro Público, como 
garantía por ulteriores responsabilidades; c) La inmovilización de cuentas 
bancarias y de certificados de acciones y títulos valores; d) El embargo o 
secuestro preventivo, y, e) La intervención judicial de empresa.  
 
 Artículo 204.- Idoneidad.  Siempre que exista reglamentación de la ciencia, 
arte, técnica o materia relativa al punto por dictaminar, quienes sean 
propuestos como peritos deberán poseer título que certifique sus 
conocimientos. Si no existe tal reglamentación o por obstáculo insuperable 
no se pueda contar con persona titulada, las partes propondrán a una 
persona que ellos consideren posee conocimientos sobre los elementos de 
prueba por apreciar.  
A petición de parte, toda persona propuesta como perito deberá demostrar 
su idoneidad. Para tal efecto la parte que lo propone la interrogará ante el 
juez; la contraparte también podrá interrogarla. Con base en el desarrollo 
del interrogatorio el juez la admitirá o no como perito; lo anterior no limita 
el derecho de las partes de cuestionar durante el juicio la idoneidad del 
perito admitido con base en información adquirida con posterioridad a este 
trámite.  
Cuando por circunstancias excepcionales, la primera intervención de una 
persona propuesta como perito vaya a producirse durante el Juicio, el 
interrogatorio previo sobre su idoneidad se efectuará sin presencia del 
jurado. 
 Artículo 205.- Peritación psiquiátrica del acusado. Si el acusado o su 
defensor pretende alegar que en el momento del delito aquél se hallaba en 
un estado de alteración psíquica permanente, de perturbación o de 
alteración de la percepción, circunstancias eximentes de la responsabilidad 
penal conforme el Código Penal, hará saber su intención al Ministerio 
Público y a las otras partes. Esta comunicación se hará durante el período de 
intercambio de pruebas.  
El juez ordenará la práctica de una evaluación psiquiátrica por el médico 
forense designado por el Instituto de Medicina Legal. Ninguna conversación 
entre el médico forense y el acusado podrá ser presentada como prueba en 
el Juicio, excepto para establecer la existencia de la exime invocada.  
Si este requisito de comunicación no se cumple o si el acusado rehúsa 
someterse a la prueba requerida por el juez, el tribunal podrá excluir 
cualquier prueba al respecto.  
Si debido a su estado, el acusado no puede comportarse adecuadamente 
durante el Juicio o pone en peligro la seguridad de los presentes, éste se 
podrá realizar sin su presencia. En este caso será representado en todas las 
diligencias del proceso, incluido el Juicio, por su defensor, sin perjuicio de la 
representación que pueda ostentar su guardador.  
 Artículo 231.- Detención policial. Procederá la detención por la Policía 
Nacional, sin necesidad de mandamiento judicial, cuando el autor del hecho 
punible sea sorprendido en el momento de cometerlo, sea perseguido 
huyendo del sitio del hecho o se le sorprenda en el mismo lugar o cerca de 
él con armas, instrumentos u otros objetos que de alguna manera hagan 
presumir su participación inmediata en el hecho.  
En los casos de flagrancia previstos en el párrafo anterior, cualquier 
particular podrá proceder a la detención, siempre que el delito amerite pena 
privativa de libertad. Acto seguido deberá entregar al aprehendido a la 
autoridad más cercana.  
Los jefes de las delegaciones de la Policía Nacional, bajo su responsabilidad 
personal, podrán emitir orden de detención, con expresión de las razones 
que la hagan indispensable, contra quienes haya probabilidad fundada de la 
comisión de un delito sancionado con pena privativa de libertad, dentro de 
las doce horas de tener conocimiento del hecho. Sin embargo, estos casos no 
serán considerados como de persecución actual e inmediata de un 
delincuente para efecto de allanamiento de domicilio.  
En los demás casos, se requerirá de mandamiento judicial para proceder a la 
detención.  
Cuando se produzca la detención de una persona, los funcionarios policiales 
deberán informar en un término no superior a las doce horas al Ministerio 
Público de las diligencias efectuadas y presentaren el plazo constitucional al 
imputado ante el juez competente.  
En el plazo de doce horas referido en el párrafo anterior no se incluirá el 
tiempo necesario para establecer la comunicación con el Ministerio Público.  
 Artículo 285.- Publicidad. El Juicio será público. No obstante, el juez podrá 
restringir el dibujo, la fotografía o la filmación de los miembros del jurado, 
de algún testigo o perito, y regular los espacios utilizables para tales 
propósitos.  
Excepcionalmente y con carácter restrictivo, el juez podrá resolver que se 
limite el acceso del público y de los medios de comunicación al Juicio por 
consideraciones de moral y orden público, cuando declare un menor de 
edad u otros casos previstos por la ley. La resolución será fundada y se hará 
constar en el acta del Juicio.  
Desaparecida la causa de la restricción, se hará ingresar nuevamente al 
público. El juez podrá imponer a las partes el deber de guardar secreto sobre 
los hechos que presenciaron o conocieron, y así se hará constar en el acta del 
Juicio.  
 Artículo 307.- Testigos. Antes de declarar, los testigos no podrán 
comunicarse entre sí, ni con otras personas, ni ver, oír o ser informados de lo 
que ocurra en el Juicio. No obstante, el incumplimiento de la 
incomunicación no impedirá la declaración del testigo, pero el juez o el 
jurado, según el caso, apreciará esta circunstancia al valorar la prueba. El 
juez moderará el interrogatorio y, a petición de parte o excepcionalmente de 
oficio, evitará que el declarante conteste preguntas capciosas, sugestivas o 
impertinentes; procurará que el interrogatorio se conduzca sin presiones 
indebidas y sin ofender la dignidad de las personas. Después de que el juez 
tome la promesa de ley al testigo, la parte que lo propone lo interrogará 
directamente. A continuación la contraparte podrá formular repreguntas al 
testigo y, terminadas éstas, la parte que lo propuso podrá nuevamente 
formularle preguntas limitándose, en esta oportunidad, a la aclaración de 
elementos nuevos que hayan surgido en el contrainterrogatorio realizado 
por la contraparte. Después de su declaración, se informará al testigo que 
queda a disposición del tribunal hasta la finalización del Juicio, que puede 
permanecer en la sala o retirarse y de ser necesario podrá ser llamado a 
comparecer nuevamente a declarar cuando así lo requiera cualquiera de las 
partes. Estas podrán solicitar que un testigo amplíe su declaración cuando 
surjan elementos o circunstancias nuevos o contradictorios con 
posterioridad a su declaración.  
 
